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INTRODUCCION 

 

 

 

 Al considerar  a los  vicios de parcialidad   procesal  de  la   revisión  en  materia 

laboral , estamos presuponiendo que el  procedimiento laboral   en principio, no señala 

ningún medio de impugnación  a  la   resolución esto en virtud de la posibilidad que 

seria retardar el procedimiento al trabajador , que trata de subsistir el y su familia, 

logrando  una cierta  indemnización  que le permita  sobrevivir. 

 

 

 

 El caso  es que la legislación habla  de la revisión en los actos de ejecución , sin 

darles  una  naturaleza  de  impugnación, pero  llevando  su  tramite    para  que   la 

misma   Junta  de  Conciliación  y  Arbitraje  resuelva  por si  y ante si , cualquier  falta  

cometida   en  la  ejecución. 

 

 

 

 Esto  evidentemente  que vicia  todo lo que   es  la trilogía  procesal  en  el 

sentido  de  que  debe de existir  alguien que  acusa con la  forma  como se defiende  y 

una  instancia  diferente que  resuelva  las diferencias , que en este caso es la Propia 

Junta de Conciliación y Arbitraje  la que le corresponderá  revisar  los  actos  de 

ejecución,  mismos que  la  propia  Junta  llevo  a  cabo. 

 

 

 

 Por eso  esta  viciada  la  imparcialidad   en la  resolución  como  uno  de los 

presupuestos   principales  de la   administración de justicia  en  este  caso del  tipo 

laboral. 

 

 

 

 Las   relaciones   obrero  patronales, son  de  suyo difíciles,  razón  por  la  cual 

en  la  época  actual  de crisis económica  y   laboral, al  menor  motivo el  patrón  opta 

por  despedir   injustificadamente  al  trabajador,  lo  que  da  lugar  al  inicio del 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 



 

Juicio laboral  correspondiente ante la Junta  laboral correspondiente  ante la Junta de 

Conciliación  y Arbitraje  donde se ventilan controversias verdaderamente  serias, sin 

embargo en el ámbito laboral  como en los demás “se vende al mejor postor” ahora 

bien,  una vez obtenida la resolución favorable, quine la obtuvo  pretende ejecutar  el 

laudo  yen ese momento la parte que resulto  perjudicada, recurre a la revisión  la que es 

resuelta por el mismo órgano  jurisdiccional convirtiéndolos en “juez y parte”  con las 

consecuencias negativas, en virtud que en ese caso  la justicia es tendenciosa y 

manipulada  razón por la cual no se imparte esta, por lo explicado, el objetivo  en el 

presente trabajo de investigación, es proponer una reforma al articulo 850 de la Ley 

Federal del Trabajo  para establecer un órgano que podría  ser la Contraloría Interna  de 

la Misma Junta de Conciliación Y Arbitraje  la que llevaría a efecto, o bien alguna otra 

instancia  del tribunal local  correspondiente  según sea el caso  para los efectos de que 

las razones  de parcialidad  que se aducen  en las faltas de ejecución no se vuelvan a 

repetir  en la misma revisión. 
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CAPÍTULO PRIMERO.CAPÍTULO PRIMERO.CAPÍTULO PRIMERO.CAPÍTULO PRIMERO.     

MARCO TEÓRICO.MARCO TEÓRICO.MARCO TEÓRICO.MARCO TEÓRICO.     

    

I .1 DERECHO.I .1 DERECHO.I .1 DERECHO.I .1 DERECHO.     

 

Antes de dar  una def in ic ión de Derecho,  se debe 

señalar que la  pa labra norma s ign i f ica reg la de conducta, 

porque impone deberes y otorga derechos.  Las normas son 

las  hormas,  es dec i r  las  d i rectr ices,  los  caminos que ha de 

seguir  e l  hombre para e l  mejor desarro l lo  de la  soc iedad, 

s in las  normas, los  hombres vo lver ían a l  estado pr imit ivo 

de lucha,  pues no tendr ían patrones para ordenar  su 

convivenc ia.  

 

 La v ida normat iva en consecuenc ia,  esta ubicada en 

todas aque l las  d ispos ic iones mora les,  jur íd icas,  soc ia les  y 

re l ig iosas que imponen o condic ionan la  conducta de los 

seres humanos. 

 

 NORMAS JURÍDICAS. Son aque l las  d ispos ic iones que 

e l  Poder  Públ ico  por  medio de sus órganos leg is lat ivos 

señala como obl igator ias a la  obedienc ia  genera l  y  en caso 

de inobservanc ia  las  hace cumpl i r  de acuerdo con los 

órganos jud ic ia les.  E l  conjunto de normas jur íd icas 

const i tuye e l  Derecho.  

 

 Las normas jur íd icas t ienen como meta e l  

encauzamiento de la  v ida en soc iedad, pudiéndose 

determinar  que para l legar  a la  paz  y a l  respeto de unos a 

los  otros,  y  de estos con aque l los  que ex ige la  soc iedad se 
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neces i ta un conjunto de normas jur íd icas, es dec ir  de l  

Derecho.  

  

E l  Derecho es a lgo que únicamente corresponde a los 

hombres,  pues los  demás seres v ivos de l  mundo de la 

natura leza están en constante lucha y destrozándose unos 

a otros,  porque les fa l tan o carecen de normas jur íd icas.  

 

 NORMAS MORALES. E l  hombre es l ibre  inter iormente, 

está invest ido de ser  é l  mismo la  causa pr imera de sus 

acc iones.  A pesar  de esa independenc ia,  está somet ido 

por  su natura leza a c iertos deberes,  es dec i r  a  la 

neces idad mora l de hacer  o  no hacer  a lguna cosa.  

 

 D icho de otra forma, la  mora l está formada por  e l  

conjunto de pr inc ip io  internos de la  conducta humana que 

ind ican cuá les son las  acc iones buenas o  malas,  para 

hacer las  o  ev itar las.  

  

Estos deberes inter iores o mora les no t ienen más 

sanc ión en caso de incumpl imiento que e l  fuero interno, 

en e l  remordimiento de conc ienc ia,  no producen la 

facu ltad o e l  derecho de ex ig ir  su cumpl imiento.  

 

 NORMAS RELIGIOSAS. Las re l ig iones establecen una 

ser ie  de d isposic iones para que sus f ie les  a lcancen la 

meta determinada.  
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 Reglas que est iman emanan de un Ser  Super ior; 

cons ideran además de la  conducta de los  hombres con sus 

semejantes,  la  conducta de éstos para con Dios.  

 

 Suponiendo que e l  ind iv iduo no da e l  cumpl imiento 

debido a uno de estos preceptos re l ig iosos,  e l  cast igo será 

eminentemente espir i tua l ,  en v ir tud de que ya no verá la 

luz promet ida,  no a lcanzará e l  f in que le han enunciado, 

es dec ir ,  e l  cast igo está re lac ionado exc lus ivamente con 

lo  promet ido para e l  creyente.  

 

 NORMAS DE TRATO SOCIAL. Este  t ipo de normas 

responde a la denominac ión de usos o  convenc iona l ismos 

soc ia les,  reg las de trato  soc ia l  y  también reglas de trato 

externo.  

 

 Estas reg las sue len aparecer  en forma 

consuetudinar ia,  como mandatos de la  co lect iv idad,  como 

comportamientos necesar ios en a lgunos grupos soc ia les, 

por  ú l t imo se conc iben como las práct icas admit idas y 

puestas en práct ica por  la  soc iedad.  

  

E jemplo de d ichas normas,  ser ían e l  decoro,  la 

cabal leros idad, la  f inura,  la decenc ia,  la  cor tes ía,  la 

urbanidad,  la  et iqueta,  la  gent i leza,  la  correcc ión de 

maneras,  e l  b ien hablar  entre  otros.  

  

En caso de incumpl imiento de estas reg las de trato 

soc ia l ,  no ex iste  sanción jud ic ia l ,  s ino que e l  in fractor 
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será mal  v is to ,  censurado o repudiado por  parte  de l  grupo 

soc ia l  de que se trata.  

 

 Según se ha v is to ,  las  normas mora les sue len 

l lamarse imper fectas, porque no producen la  facu l tad de 

ex igi r  su cumpl imiento.  

 

 Un deber  mora l cons iste  por  e jemplo en dar  l imosna, 

empero,  nadie puede obl igarnos a que la demos.  

 

 Lo  contrar io sucede con los deberes jur íd icos o 

también des ignados per fectos, en v ir tud de que ex iste  la 

pos ib i l idad de ex ig i r  su cumpl imiento.  

 

 Lo  expl icado,  por  supuesto no quiere  dec ir  que la 

Mora l  y e l  Derecho se opongan entre s í ,  por  e l  contrar io, 

estos órdenes t ienen la  más ínt ima re lac ión; es deci r  la 

Mora l  manda y prohíbe,  todo lo  que ordena o prohíbe e l 

Derecho.  Además las  normas jur íd icas t ienen como 

d irectr iz ,  como e lemento que guía a las  normas morales.  

 

 S in embargo,  entre  Mora l  y  Derecho,  además de la 

re lac ión ex istente  entre  ambos,  igua lmente hay 

d i ferenc ias per fectamente determinadas.  

 

 E l  Derecho es b i latera l ,  coerc ible,  heterónomo y 

externo.  

 

 La Mora l  en cambio es uni latera l ,  incoerc ib le , 

autónoma e interna.  
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 Como pr imera d i ferenc ia  entre  Mora l  y  Derecho, 

encontramos que los  preceptos mora les son uni latera les, 

los deberes jur íd icos son b i latera les.  

 

 En los  pr imeros frente  al  sujeto  a quien obl igan,  no 

ex iste  otro  autor izado para ex igi r  su cumpl imiento.  

 

 La bi latera l idad en e l  Derecho estr iba en que impone 

deberes, a l  mismo t iempo que conceden derechos,  es 

dec i r ,  f rente a la  persona que se encuentra jur íd icamente 

obl igada,  es dec i r ,  f rente  a la persona que se encuentra 

obl igada, ex iste otra con e l  derecho corre lat ivo de ex ig ir le  

e l  cumpl imiento de d icha obl igac ión.  

 

 La incoerc ib i l idad de la  Mora l  cons iste  en que su 

cumpl imiento ha de ser  espontáneo, no puede compelerse 

a l  ob l igado a que cumpla e l  precepto ét ico  por  la fuerza 

jud ic ia l .  

 

 E l  Derecho, en cambio, es coerc ib le  porque ex iste la 

pos ib i l idad de obl igar  a l  cumpl imiento de la  obl igac ión de 

manera no espontánea aún contra la  vo luntad de l  que la 

ha v io lado; es pues,  la  facu l tad que ex iste  de hacer  va ler  

e l  Derecho,  con la  intervenc ión de las autor idades 

jud ic ia les  en los  supuestos en que no sea cumpl ido de 

manera espontánea.  

 

 La Mora l  es  autónoma, en v ir tud de que para ser 

ob l igator ia ,  es  necesar io  e l  reconoc imiento de l sujeto,  e l  

autor de la  reg la,  es e l  mismo que debe cumpl ir la .  
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 E l  Derecho en cambio, no se or ig ina en la propia 

conc ienc ia  de quien debe cumpl i r lo ,  s ino que emana de 

vo luntades d i ferentes, es dec ir ,  las normas jur íd icas son 

creadas por  e l  leg is lador  para que las  observen todos los 

miembros de la  co lect iv idad, independientemente de lo 

que p iensen,  quiéranlo o no.  

 

 La Moral  no cons idera más que la  conducta inter ior 

de los hombres que determinan su actuac ión. E l  Derecho 

só lo  ca l i f i ca  los  actos externos s in importar  la  causa 

ps íqu ica que los produce.  

 

 S i  e l  Poder  Públ ico ,  a  cuyo cargo está la  creac ión y 

e jecuc ión de las  normas jur íd icas mediante  sus órganos 

espec í f icos,  pudiera a través de los  mismos imponer la 

manera de ser  interna de los  hombres, la  Moral  se  estar ía 

en una s i tuación de d ic tadura abso luta e  ir rac iona l ,  pues 

se  pr ivar ía  a la  humanidad de l  inv io lab le  derecho de 

concebir  ideas, c i rcunstancias que lo  caracter izan y lo 

d is t inguen de los  demás seres de la  natura leza. 

 

 Consecuentemente por  Derecho podemos concebir  e l  

conjunto de normas jur íd icas que regulan la  v ida de los 

hombres en sociedad,  pero aunque todo e l  orden jur íd ico 

compone e l  Derecho,  éste  se  sue le  d iv id i r  para su estudio 

en Subjet ivo y Objet ivo.  

  

E l  Derecho Subjet ivo es e l  conjunto de facu l tades que 

los  ind iv iduos t ienen frente  a los  demás indiv iduos,  o  b ien 

f rente a l  Estado.  
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 E l  Derecho Objet ivo es e l  conjunto de normas 

jur íd icas que en s í  forman la  maquinar ia  jur íd ica.  

 

 E l  Derecho Subjet ivo se  c las i f ica en: 

 

 -  Derechos Po l í t icos.  

      

-  Derechos Públ icos y 

      

-  Derechos C iv i les .  

 

 Los Derechos C iv i les  se  subdiv iden a su vez  en 

Personales y Patr imonia les,  c las i f icándose a los 

Patr imonia les a su vez  en Reales y de Crédi to.  

  

Los Derechos Subjet ivos Po l í t icos son Derechos de l 

c iudadano para part ic ipar  en la  v ida po l í t ica de l  país ,  en 

sus d i ferentes mani festac iones.  

 

 Los Derechos Subjet ivos C iv i les  son los  que t ienen 

los  ind iv iduos en su carácter par t icu lar  o  pr ivado; por 

e jemplo e l  derecho que t ienen los  h i jos  de pedir  a l imentos 

a sus padres,  e l  derecho que t ienen para usar  su nombre 

y e l  derecho de unirse  en matr imonio.  

 

 Los Derechos Subjet ivos Personales son los  que se 

re f ieren a la  persona misma, no pueden des l igarse de l 

ind iv iduo como ocurre  con e l  nombre,  los  Derechos 

Subjet ivos Patr imonia les s iempre son de carácter 

fundamenta lmente económico.  
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Los Derechos Subjet ivos Patr imonia les,  se  subdiv iden 

en Reales y de Crédi to .  Los pr imeros son los  que conceden 

a su t i tu lar  un poder  d irecto sobre la cosa mater ia l  sobre 

la  cua l  recae e l  derecho.  Los segundos son aque l los que 

facu ltan a una persona para exig i r  a  otra e l  cumpl imiento 

de una obl igac ión.  

 

 E l  Derecho Objet ivo se  div ide en Interno o Nacional  y  

Externo o Internac iona l .  E l  pr imero establece s i tuac iones 

jur íd icas que ocurren dentro  de l  Estado; e l  segundo en 

cambio regula s i tuac iones jur íd icas que se l levan a cabo 

entre  países d is t intos,  o  bien entre  c iudadanos de 

d is t intas nac iona l idades.  

 

 E l  Derecho Objet ivo se  subdiv ide también en Derecho 

Públ ico  y Derecho Pr ivado.  

 

 La refer ida c las i f icac ión obedece más que a razones 

rea les,  razones d idáct icas,  pues muchos son los  autores 

que han escr i to a l  respecto,  s in l legar  a una conc lusión 

semejante,  en v i r tud de que e l  tema es verdaderamente 

apasionante y su d iscus ión obedece a muchos cr i ter ios.  

  

Eduardo Garc ía Máynez a l  respecto,  nos expl ica lo 

s igu iente: 

 

 “Mientras c ier tos autores como Radbruch,  est iman 

que d ichos conceptos son categor ías apr ior íst icas de la 

c ienc ia de l  Derecho, otros af irman que se trata de una 

d icotomía de índo le  po l í t ica y no pocos n iegan 
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enfát icamente la  ex istenc ia  de un cr i ter io vá l ido de 

ident i f icac ión.  

 

 Duguit  por  e jemplo,  cree que ta l  cr i ter io posee 

interés práct ico.  Gurv i tch n iega la  pos ib i l idad de 

establecer lo  con notas de naturaleza mater ia l ,  y  Kelsen 

dec lara que todo Derecho const i tuye una formulac ión de 

la  vo luntad de l  Estado y es,  por ende,  Derecho Públ ico .”1 

 

 La separac ión de l  Derecho en Públ ico  y Pr ivado, 

resu l ta  lóg ica s i  consideramos que los hombres en su 

cont inuo actuar en soc iedad lo  hacen en dos aspectos 

d iversos,  es dec ir ,  son ind iv iduos cons iderados como 

ta les;  además de que forman parte  de una comunidad 

denominada Estado.  

 

 Resul ta  per t inente señalar  que la  d iv is ión que 

estamos señalando, ha var iado en e l  transcurso de l 

t iempo, desde que se or ig inó en Roma, pues muchas 

ramas del  Derecho que nosotros cons ideramos Públ ico, 

fueron consideradas como Pr ivado en la época ant igua.  

 

 Ex is ten a lgunas ramas jur íd icas que no se encuentran 

c laramente def in idas o  determinadas respecto a qué c lase 

de Derecho pertenecen,  s ino que por  e l  contrar io 

encontramos que t ienen e lementos Públ icos y Pr ivados.  

 

                                                 
1 GARCÍA MÁYNEZ, Eduardo. Introducción al Estudio del Derecho 29ª. Edición. Editorial Porrúa. México 
Distrito Federal 1998. Pág. 131. 
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 Según Fernando F loresgómez Gonzá lez ,  e l  Derecho 

Públ ico  está compuesto por e l  conjunto de normas 

jur íd icas que regulan la  actuac ión de los  ind iv iduos frente 

a l  Estado, as í  como las re lac iones de los  Estados como 

ent idades soberanas entre s í ,  es dec ir ,  cuando ex isten 

re lac iones entre  part icu lares con e l  Estado,  pero 

cons iderado este  como su potestad soberana, o  b ien de 

Estado a Estado.2 

 

 E l  Derecho Públ ico  se  subdivide en las  s igu ientes 

ramas: 

 

 Derecho Administrat ivo.  Conjunto de reg las que 

regulan los  serv ic ios  públ icos, o  b ien es e l  conjunto de 

normas que regulan la  organizac ión y func iones de l  Poder 

Ejecut ivo.  

 

 Derecho Const ituc iona l .  Regula la estructura de la 

Administrac ión Públ ica,  as í  como e l  func ionamiento de los 

órganos po l í t icos supremos; establece también la 

s i tuac ión de l  c iudadano f rente a l  Estado; además señala 

la  forma de gobierno.  

 

 Derecho Penal .  Comprende e l  conjunto de normas que 

establecen los  de l i tos,  as í  como la  sanc ión 

correspondiente.  

 

                                                 
2 FLORESGÓMEZ GONZÁLEZ,  Fernando. Nociones de Derecho Positivo Mexicano. 17ª. Edición. 
Editorial Porrúa. México Distrito Federal 1997.  Pág. 45. 
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 En e l  Derecho Penal  están comprendidas una ser ie  de 

d ispos ic iones que se apl ican a los  sujetos act ivos de l 

de l i to .  

 

 Derecho Procesa l .  Es e l  conjunto de normas jur íd icas 

que regulan los procedimientos que deben seguirse para 

hacer  pos ib le  la ap l icac ión de l  Derecho.  

  

Derecho Agrar io.  Regula todas aque l las  re lac iones de 

Derecho,  der ivadas de la act iv idad agr íco la.  

  

Derecho Internac iona l  Públ ico.  Conjunto de reg las 

jur íd icas que f i jan los derechos y los deberes de los 

Estados.  

 

 E l  c i tado autor  Fernando F loresgómez Gonzá lez , 

def ine a l  Derecho Pr ivado de la s igu iente  manera: 

 

 “Lo componen aque l las normas jur íd icas que regulan 

las  re lac iones de los  ind iv iduos en su carácter part icu lar ,  

establece pues,  las  s i tuaciones jur íd icas de los 

part icu lares y sus re lac iones rec íprocas.  

 

 Además de tute lar  las  más ínt imas re lac iones de los 

ind iv iduos,  e l  Derecho Pr ivado regula las  actuac iones de 

éstos con e l  Estado, pero cuando no hace sent ir  su 

potestad soberana s ino que las re lac iones son de igua l  a  

igua l .  A medida de e jemplo podemos c i tar  una compra 

venta que e fectúan e l  Estado y los  part icu lares; en este 

caso,  la  operación no se ve afectada por  e l  poder  de l 
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Estado, s ino que s igue los  mismos pasos de cua lquier  

compraventa entre  s imples c iudadanos.”3 

 

 E l  Derecho Pr ivado se subdivide en las  s igu ientes 

ramas: 

 

 Derecho C iv i l .   Establece las  re lac iones pr ivadas de 

las  personas entre  s í .  Regula las  re lac iones de fami l ia  y  la 

protecc ión de intereses part icu lares.  

 

 E l  Maestro de referenc ia  ind ica: 

  

“Se atr ibuye a l  Derecho C iv i l  la  regulac ión de las 

s igu ientes re lac iones: 

 

 1 .-  Las der ivadas del  hecho de la ex istenc ia  de 

personas humanas o jur íd icas cons ideradas en s í  mismas.  

 

2 .- Las que se or ig inan de la act iv idad económica de 

d ichas personas; derechos rea les,  ob l igaciones,  contratos, 

e tc.  

 

3 .-  Los que engendran la  ex istenc ia  de la fami l ia .  

 

4 .- Los que se der ivan de la muerte  de las  personas; 

Derecho Sucesor io ,  e tc .”4 

  

                                                 
3 Ibidem. Pág. 46. 
4 Idem. Págs. 47 y 48. 
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 Derecho Mercant i l .  Conjunto de normas jur íd icas que 

regulan los  actos de comerc io  y a los  comerc iantes en e l 

e jerc ic io de sus act iv idades.  

  

Derecho Internac iona l Pr ivado.  Es e l  conjunto de 

normas jur íd icas que r igen  a los  ind iv iduos nac ionales 

cuando se encuentran en otro Estado; es dec i r ,  cuando 

ex isten s i tuac iones jur íd icas entre  personas de d iversas 

nac iona l idades, prec isamente e l  Derecho apl icab le  es e l 

Internaciona l  Públ ico.  

 

 Para quien formula este  trabajo de invest igac ión,  la 

def in ic ión de Derecho puede ser la  s igu iente: 

 

Derecho es e l  conjunto de normas b i latera les, 

heterónomas,  externas y coerc ib les,  que regulan la 

act iv idad de l  hombre en su ámbito  externo; las  cua les 

deben serv ir  para hacer  rea l idad la just ic ia y e l  desarro l lo 

respetuoso de quienes forman e l  núcleo v ita l  de l  mundo: 

LA SOCIEDAD. 

 

E l  Derecho mexicano,  es e l  conjunto de normas que 

const i tuyen e l  ordenamiento jur íd ico  v igente en México. 

De acuerdo con la  Const i tuc ión po l í t ica de los  Estados 

Unidos Mexicanos,   México es   una  Repúbl ica   

representat iva,  democrát ica  y   federa l ,   const i tu ida  por  

estados   l ibres  y  soberanos en todo lo  concern iente  a su 

rég imen inter ior ,  pero unidos en una Federac ión 

establec ida según los  pr inc ip ios de esta ley fundamenta l 
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recogidos en su ar t ícu lo  40,  es dec ir ,  es  la  reunión de 31 

estados y un Distr i to Federa l .  

 

I .2I .2I .2I .2  DERECHO DEL TRABAJO. DERECHO DEL TRABAJO. DERECHO DEL TRABAJO. DERECHO DEL TRABAJO.     

    

En este  apartado,  o freceremos una ser ie  de 

conceptos de la  mater ia  objeto  de nuestro trabajo de 

invest igac ión,  en e l  entendido que las c i tamos para este 

apartado,  para proporc ionar nuestro  punto de v is ta. 

 

Es e l  conjunto de normas re lat ivas a las  re lac iones 

que d irecta o  ind irectamente der ivan de la  prestac ión 

l ibre , subord inada y remunerada de serv ic ios  personales y 

cuya func ión es produc ir  e l  equi l ibr io  de los  factores en 

juego, mediante la  rea l izac ión de la  just ic ia  socia l .  

 

Prec isa señalar no obstante,  que para una v is ión 

integra l  de l  derecho de l  t rabajo,  deberá ser  entendido 

como ordenamiento pos i t ivo y como c ienc ia.   

 

E l  Derecho de l t rabajo, conjunto de d isposic iones 

jur íd icas y legales que r ige en cada Estado e l  ámbito  de 

las  re lac iones labora les.   

 

Surg ió  a f ina les de l  s ig lo  XIX como consecuenc ia de 

la  apar ic ión de l pro le tar iado industr ia l  y  de la agrupac ión 

de l mismo en torno a grandes s ind icatos.   

 

En sus or ígenes,  g i raba en torno a l  contrato  de 

trabajo (de ra igambre c iv i l )  para extender  más tarde su 
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campo de acc ión a otros ámbitos de la  act iv idad jur íd ica 

(mercant i l ,  administrat ivo,  procesa l) ,  lo  que l levó 

aparejado e l  establec imiento de una jur isd icc ión s ingular 

y  órganos administrat ivos y labora les propios.  Las 

pr inc ipa les mater ias  de las  que se ocupa e l  Derecho de l 

t rabajo en la  actua l idad son: e l  contrato  de trabajo y sus 

d is t intas modal idades (a t iempo parc ia l ,  tempora l ,  de a l ta 

d i recc ión,  de l  serv ic io  domést ico);  derechos y deberes de 

los t rabajadores por cuenta ajena; remunerac ión, 

sa lar ios,  pagas extraord inar ias;  régimen jur íd ico  de los 

t rabajadores autónomos; segur idad e  h ig iene en e l  

t rabajo; Segur idad Soc ia l;  re lac iones labora les;  hue lga y 

c ierre  patronal .   

 

Los objet ivos fundamenta les perseguidos por  e l  

Derecho de l  trabajo responden en esenc ia  a una f inal idad 

tu i t iva o  de amparo.  El  t rabajo humano, objeto  pos ib le  de 

negoc ios,  es un b ien inseparable  de la  persona de l 

t rabajador .  

 

Debe preservarse de ta l  forma que mediante  normas 

imperat ivas se  establezcan l ímites a los  contratos sobre 

act iv idades de trabajo en las  que se comprometan 

f ís icamente las personas que han de prestar las,  l ímites 

tendentes a proteger  b ienes como la  v ida,  la integr idad 

f ís ica,  la  sa lud o  la  d ign idad de l  t rabajador  con una 

f ina l idad compensadora.  T iende a pa l iar  la  d ispar idad de 

fuerzas que,  en e l  punto de part ida,  ex is te  entre  quienes 

demandan y o frecen trabajo,  mediante  normas 

imperat ivas que establecen contenidos mín imos de los 
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contratos no negoc iab les,  as í  como garant ías  procesa les y 

administrat ivas en favor de los t rabajadores.  

 

Para A lena Garr ido,  la  edad ant igua se caracter iza 

por  la  esc lav i tud,  por  una producc ión artesanal  y  la 

economía de t ipo fami l iar;  genera lmente se  produc ía lo 

que se consumía en la  fami l ia .   

 

En Grec ia  había una d iv is ión entre  e l  esc lavo y e l  

hombre l ibre; e l  pr imero carec ía  de personal idad jur íd ica, 

era como un objeto  que no podía d isponer  de su persona 

n i  tener  un patr imonio.  Por  e l  contrar io,  e l  hombre l ibre 

so l ía  d is t inguirse  por  la  ocupac ión o  e l  o f ic io  que 

desempeñaba; ex ist ían los  nobles, sacerdotes y guerreros.  

 

La producc ión descansaba en pequeños y grandes 

propietar ios  que const i tu ían la  poblac ión l ibre  act iva la 

que, con mayor  o  menor ampl i tud, se  serv ía  de la 

esc lav i tud.  

 

La c iv i l izac ión romana, basada también en e l 

desarro l lo  de l  mundo urbano, evo luc ionará desde una 

c iudad-estado hac ia  la  conformación de un extenso Estado 

terr i tor ia l  cuyo e je  será e l  Mediterráneo, contr ibuyendo a 

su unitar ismo h istór ico y a su uni formidad cu l tura l  

 

En Roma, la  poblac ión se  fus ionó por  medio  de 

conf l ic tos soc ia les  entre  patr ic ios  y p lebeyos,  por  la 

igua ldad de la  condic ión jur íd ica,  po l í t ica y re l ig iosa entre 

romanos y extranjeros,  as í  como entre esc lavos y 
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hombres l ibres por  obtener  una igua ldad de 

oportunidades.5  

 

La edad media es e l  término ut i l i zado para re fer irse  a 

un per iodo de la  h is tor ia  europea que transcurr ió  desde la 

des integrac ión de l  Imper io  romano de Occ idente, en e l  

s ig lo V,  hasta e l  s ig lo  XV.  

 

E l  término impl icó  en su or igen una pará l is is  de l  

progreso,  cons iderando que la  edad media fue un per iodo 

de estancamiento cu l tura l ,  ub icado crono lóg icamente 

entre  la  g lor ia  de la  ant igüedad c lás ica y e l  renacimiento.   

 

Esta importante etapa de la  h is tor ia ,  se  caracter izó 

bás icamente por t res rasgos:  

 

La subs istenc ia de la  economía ar tesanal ,   

 

E l  nac imiento de las  c iudades y  

 

E l  tráns i to  de la  economía fami l iar  a  la  economía de 

la  c iudad.  

 

La ca ída de Roma en manos de los  bárbaros tra jo 

como consecuenc ia que se dispersara la  poblac ión de 

d icho Estado.  

 

                                                 
5 Cfr. GARRIDO RAMÓN, Alena. Derecho del Trabajo. Oxford University Press. México Distrito Federal 
2003. Pág. 1. 
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Para la  autora en c i ta ,  con e l  t iempo surg ió  un 

s is tema feudal,  en e l  que los  grandes señores con mayor 

for tuna y poder  se  a is laron y se  establec ieron en un 

cast i l lo ,  la  que permit ió  que la  poblac ión más 

desprotegida se agrupara en torno de e l los.   

 

As í ,  e l  señor  feudal  se  compromet ía  a proteger los a 

cambio de l  tr ibuto y del  apoyo mi l i tar .  Se trataba de una 

economía de subs istenc ia, pues se  produc ía lo que se 

consumía en e l  feudo y era un c í rcu lo  cerrado más por  la 

d is tanc ia  y la  fa l ta  de medios de comunicac ión que por 

vo luntad de los hombres,  que se mantuvieron apartados 

de otras comunidades semejantes.  

 

Respecto a l  rég imen corporat ivo,  e l  pequeño ta l ler  se 

integraba de aprendices,  of ic ia les y un maestro.   

 

Las corporac iones contr ibuyeron a l  progreso cu l tural  

de las c iudades,  cuya f ina l idad era defender  su mercado 

de los  extraños e  impedir  e l  trabajo  a quienes no 

formaban parte de e l las  y as í  ev i tar  la  l ibre  concurrenc ia 

entre  los  maestros.   

 

Los maestros ten ían bajo su potestad a los 

aprendices y, en muchos casos,  los pr imeros inc luso 

rec ib ían una retr ibuc ión por  enseñar.   

 

Los of ic ia les  t rabajaban a jorna l  o  por  unidad de 

obra; ex ist ió  e l  concepto de sa lar io  justo,  y  aunque no era 

su objet ivo f i jar lo  de acuerdo con las  neces idades de los 
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t rabajadores,  se  trataba de proteger  a los  ta l leres y a los 

propietar ios  de los  mismos,  ev itando la l ibre  concurrenc ia 

y e l  acaparamiento de la mano de obra.   

 

Las corporac iones pueden cons iderarse un 

antecedente his tór ico  de las uniones patronales;  s in 

embargo,  su or igen y desenvolv imiento son dis t intos de 

las  f iguras ex istentes en nuestros d ías;  aque l las  uniones 

de pequeños ta l leres tuv ieron lugar  antes de que hubiera 

s ind icatos de trabajadores.  Las actua les uniones de 

patrones surg ieron a ra íz  de la  intens i f icac ión del 

s ind ica l ismo.6  

 

En la  época moderna,  empieza la  sust i tuc ión de la 

economía ar tesanal por la de t ipo industr ia l ,  pues surgen 

las  grandes empresas.   

 

La Revo luc ión Francesa,  entendida como un proceso 

soc ia l  y  po l í t ico acaec ido en Franc ia  entre  1789 y 1799, 

cuyas pr inc ipa les consecuenc ias fueron e l  derrocamiento 

de Lu is  XVI,  pertenec iente  a la  Casa rea l  de los Borbones, 

la  abol ic ión de la  monarquía en Franc ia  y la  proc lamación 

de la  I  Repúbl ica,  con lo  que se pudo poner  f in a l  Ant iguo 

Régimen en este  pa ís .   

 

Aunque las  causas que generaron la  Revo lución 

fueron d iversas y comple jas,  éstas son a lgunas de las  más 

inf luyentes: la  incapac idad de las  c lases gobernantes —

                                                 
6 Ibidem Págs. 2 y 3. 
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nobleza,  c lero y burgues ía— para hacer  frente  a los 

problemas de Estado,  la  indec is ión de la  monarquía,  los 

exces ivos impuestos que reca ían sobre e l  campes inado,  e l  

empobrecimiento de los  trabajadores,  la ag i tac ión 

inte lectua l a lentada por  e l  S ig lo de las Luces y e l  e jemplo 

de la  guerra de la  Independenc ia estadounidense.   

 

Las teor ías  actua les t ienden a min imizar la  re levanc ia 

de la  lucha de c lases y a poner  de re l ieve los  factores 

po l í t icos,  cu l tura les e  ideo lóg icos que interv in ieron en e l  

or igen y desarro l lo  de este  acontec imiento.  

 

La Revo luc ión francesa tra jo  como resul tado que en 

e l  Ed icto  de Turgot,  promulgado en febrero de 1776, se 

supr imieran las  corporac iones.  

 

S in embargo, por  pres ión de los  maestros,  se 

re implantaron; poster iormente se  e l iminaron otra vez  con 

la  ca ída de l  ministro .  

 

A dec ir  de Mar io  De la  Cueva, e l  decreto de l 17 de 

marzo de 1791 ind icaba,  en su ar t ícu lo  7o.  

 

“A part i r  de l  pr imero de abr i l ,  todo hombre es l ibre 

para dedicarse a l  trabajo,  profesión,  ar te  u o f ic io  que 

est ime conveniente, pero está obl igado a proveerse de un 

permiso,  a  pagar  los  impuestos de acuerdo con las  tar i fas 
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s igu ientes y a conformarse a los  reg lamentos de pol ic ía 

que ex istan o expidan en e l  futuro”7  

 

La Ley Chape l ier ,  de junio de 1791, según e l  autor , 

prohib ía  y sanc ionaba la reorganizac ión de las 

corporac iones y coa l ic iones,  as í  como la  formación de 

nuevas asoc iac iones para defender  los  pretendidos 

intereses comunes,  aduc iendo en la  expos ic ión de mot ivos 

que no había más interés que e l  par t icu lar  de cada 

ind iv iduo, con lo  que se prohib ía  la asoc iac ión profesiona l .   

 

E l  Código Napo leónico reg lamentó e l  contrato  de 

arrendamiento de obra y de industr ia  (ar t ículo  1779),  e l  

de los  domést icos,  los porteadores y e l  de obra o  

empresa,  patrón y trabajador  (arrendador  y arrendatar io 

de obra).   

 

La l iber tad de trabajo descansaba en e l  l ibre  acuerdo 

de vo luntades.  Con la  Revoluc ión francesa se consagró un 

s is tema jur íd ico y económico l ibera l  e ind iv idua l is ta.8  

 

A su vez,  la  época moderna se caracter izó  por  e l  

cambio de la  economía ar tes ana l  a  la  industr ia l;  por  e l  

nac imiento de grandes empresas y la  formación de la 

c lase capi ta l is ta.   

 

                                                 
7 Cfr. DE LA CUEVA, Mario. El nuevo Derecho Mexicano del Trabajo. Tomo I. 16ª. Edición. Editorial 
Porrúa. México Distrito Federal 1999. Pág. 40. 
8 Ibidem. Pág. 41. 
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Una consecuenc ia d irecta de la  Revo lución fue la 

abo l ic ión de la  monarquía absoluta en Franc ia. As imismo, 

este proceso puso f in  a  los  pr iv i leg ios de la  ar is tocrac ia  y 

e l  c lero.  

 

La serv idumbre, los  derechos feudales y los  d iezmos 

fueron e l iminados; las propiedades se  d isgregaron y se 

introdujo e l  pr inc ip io  de d is tr ibuc ión equi tat iva en e l  pago 

de impuestos.   

 

Grac ias a la  red istr ibuc ión de la  r iqueza y de la 

propiedad de la t ie rra,  Franc ia  pasó a ser  e l  pa ís  europeo 

con mayor  proporc ión de pequeños propietar ios 

independientes.  

 

Otras de las  transformaciones soc ia les  y económicas 

in ic iadas durante este  per iodo fueron la  supres ión de la 

pena de pr is ión por  deudas,  la introducc ión de l  s istema 

métr ico  y la  abo l ic ión de l  carácter preva lec iente  de la  

pr imogenitura en la  herenc ia de la  propiedad terr i tor ia l .  

 

En opin ión de l autor  en c i ta,  Napo león inst i tuyó 

durante e l  Consulado una ser ie de re formas que ya habían 

comenzado a apl icarse en e l  per iodo revo luc ionar io .   

 

Fundó e l  Banco de Franc ia,  que en la  actua l idad 

cont inúa desempeñando práct icamente la  misma func ión: 

banco nac iona l cas i  independiente  y representante de l 

Estado francés en lo  referente  a la  po l í t ica monetar ia, 

emprést i tos y depós i tos de fondos públ icos.  La 
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implantac ión de l  s istema educat ivo —secular  y  muy 

centra l izado—, que se ha l la  en v igor  en Francia  en estos 

momentos,  comenzó durante e l  Re inado de l  Terror  y 

conc luyó durante e l  gobierno de Napo león; la  Univers idad 

de Franc ia  y e l  Inst i tut  de France fueron creados también 

en este  per iodo.  

 

Todos los  c iudadanos,  independientemente de su 

or igen o for tuna,  podían acceder  a un puesto en la 

enseñanza,  cuya consecuc ión dependía de exámenes de 

concurso.  La re forma y codi f icac ión de las  d iversas 

leg is lac iones prov inc ia les  y loca les,  que quedó p lasmada 

en e l  Código Napo leónico,  ponía de mani f iesto muchos de 

los  pr inc ip ios y cambios propugnados por  la  Revo luc ión: la 

igua ldad ante  la  ley,  e l  derecho de habeas corpus y 

d ispos ic iones para la  ce lebrac ión de ju ic ios  justos.  

 

E l  procedimiento jud ic ia l  establec ía  la  ex istenc ia  de 

un tr ibunal  de jueces y un jurado en las  causas penales, 

se respetaba la  presunc ión de inocenc ia  de l  acusado y 

éste rec ib ía  as istenc ia  letrada.9 

 

La Revo luc ión también desempeñó un importante 

pape l  en e l  campo de la  re l ig ión. Los pr inc ip ios de la 

l iber tad de cu lto  y la  l iber tad de expres ión ta l  y  como 

fueron enunc iados en la Declarac ión de Derechos del 

hombre y de l  c iudadano,  pese a no apl icarse en todo 

momento en e l  per iodo revo luc ionar io ,  condujeron a la 

                                                 
9 Idem. Pág. 42. 
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conces ión de la  l iber tad de conc ienc ia  y de derechos 

c iv i les para los protestantes y los  jud íos.  La Revoluc ión 

in ic ió  e l  camino hac ia  la  separac ión de la  Ig les ia  y e l  

Estado.  

 

Los idea les revo luc ionar ios pasaron a integrar la 

p lataforma de las  re formas l ibera les de Francia  y Europa 

en e l  s ig lo  XIX, as í  como s irv ieron de motor  ideo lóg ico a 

las  naciones lat inoamer icanas independizadas en ese 

mismo s ig lo ,  y cont inúan s iendo hoy las c laves de la 

democrac ia.  No obstante,  los  h is tor iadores rev is ionistas 

atr ibuyen a la  Revo lución unos resul tados menos 

encomiables,  ta les  como la apar ic ión de l  Estado 

centra l izado (en ocas iones tota l i tar io)  y  los conf l ic tos 

v io lentos que desencadenó.  

 

La Revo luc ión francesa de 1848 marcó e l  in ic io  de la 

época contemporánea,  con a lgunos hechos y fenómenos 

que d ieron or igen a l  derecho de l  trabajo con sus 

caracter ís t icas actua les.   

 

La época moderna se d is t inguió  por  la  regulac ión 

imperat iva de la  re lac ión de trabajo subord inado y 

personal .  Esta época abarca hasta la  Pr imera Guerra 

Mundia l ,  en 1914, que a l  f ina l izar  promovió  la  fundac ión 

de la  Organizac ión Internac iona l de l  Trabajo.   

 

Para orgul lo  de los  mexicanos, la  Const i tuc ión de l  5 

de febrero de 1917 fue la  pr imera en e l  mundo que 

incorporó garant ías  soc ia les en mater ia de trabajo, 
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inc lu idos los  aspectos ind iv idua l ,  co lect ivo y la  prev is ión 

soc ia l;  se  redactaron bases leg is lat ivas sobre los  derechos 

fundamenta les de los  trabajadores,  or ig inadas por  el  

ar t ícu lo  123 y que s irv ieron de e jemplo a otros pa íses 

lat inoamer icanos.   

 

En Alemania, en 1919 se promulgó la  Const i tuc ión de 

Weimar,  en la  que se consagró e l  pr inc ip io  de igua ldad 

jur íd ica de trabajo y capi ta l ,  y se  f i jaron las  condic iones 

de trabajo entre s ind icatos y patrones.  

 

Esta Const i tuc ión reconoc ió  como dos c lases soc ia les 

a los  t rabajadores y a los  patrones,  cuyos intereses eran 

opuestos.  As imismo, promulgó var ios pr inc ip ios.   

 

E l  pr imero fue la  l iber tad de asoc iac ión: trabajadores 

y patrones podían formar sus organizac iones s in la 

intervenc ión o  v ig i lanc ia  del  Estado; esto es, la  l iber tad 

de asociac ión profesiona l  frente a l  Estado.  

 

E l  segundo se re lac iona con la ob l igator iedad de las 

re lac iones co lect ivas y fue potestat ivo: los  empresar ios 

no estaban obl igados a respetar  las  hue lgas,  que 

produc ían la  ruptura de los contratos ind iv idua les de 

trabajo por  incumpl imiento; esto  autor izaba a l  patrón a 

cont inuar  las  labores con los  trabajadores no hue lguistas. 

  

Tampoco tenían que pactar con las  asociac iones 

profesiona les obreras n i  ce lebrar  contratos co lect ivos.  
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El  tercer  pr inc ip io  se  ref iere  a la  independenc ia de 

las  re lac iones co lect ivas ante  e l  Estado; e l  contrato 

co lect ivo era un acuerdo entre trabajadores y patrones.   

 

Por  la  v ía  leg is lat iva e l  Estado podía imponer 

condic iones genera les de prestac ión de los  servic ios,  pero 

no ten ía e l  poder  para f i jar  e l  contenido de los  contratos 

co lect ivos.  

 

Hasta aquí  se  ha hecho un ampl ís imo esbozo de las 

épocas ant igua, media y contemporánea,  para tener  una 

panorámica genera l  e  integra l  de los  fenómenos po l í t icos, 

soc ia les  y económicos que anteceden a l  Derecho de l 

Trabajo moderno.   

 

Según Mar io L Daveal i ,  a lgunos autores cons ideran 

que e l  pr imer  documento importante  en e l  derecho del 

t rabajo es e l  Código de Hammurabi ,  ya que en é l  se 

regulan aspectos caracter ís t icos de l  trabajo como e l 

sa lar io ,  la  jornada de los  obreros (mar ineros,  carpinteros, 

pastores, etc .)  y  a lgunas formas de e jerc i tar  las  labores.  

 

En Roma, a l  t rabajo se  le otorgó e l  carácter  de cosa 

(res).  Se le  ident i f icaba a manera de mercancía  tanto a 

quien rea l izaba e l  trabajo como a l  resu l tado de l mismo.  

 

La Segunda Guerra Mundia l ,  de 1940 a 1945, aunque 

detuvo e l  progreso soc ia l ,  permit ió  e l  surg imiento de 

nuevos documentos en los  que se reconocía  que e l  
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derecho de l t rabajo es una de las  garant ías  soc ia les  más 

importantes.  

 

Con mot ivo de la  Conferenc ia  Internac iona l  de l 

Trabajo ce lebrada en 1944, en F i lade l f ia ,  se  h izo la 

dec larac ión que pugnaba por la  conservac ión p lena de l 

empleo y la  e levac ión de l  n ive l  de v ida.   

 

La Carta de las  Nac iones Unidas, aprobada en San 

Franc isco,  Ca l i forn ia,  e l  27 de junio  de 1945, intentaba 

promover  e l  t rabajo permanente para todos.   

 

En e l  preámbulo de la  Const i tuc ión francesa aprobada 

en e l  re feréndum de l  13 de octubre de 1946, se  af irma: 

"Toda persona t iene e l  deber  de trabajar  y e l  derecho de 

obtener  un empleo."  

 

La Carta de la Organizac ión de Estados Amer icanos 

(OEA) es e l  documento con e l  que cu lmina e l  proceso de 

la  Dec larac ión Universa l  de los  Derechos Humanos, 

aprobada por  la Asamblea Genera l  de las  Nac iones Unidas 

e l  10 de d ic iembre de 1948.  

 

En su ar t ícu lo 23,  inc iso  1º.  se  establece: "Toda 

persona t iene derecho a l  trabajo,  a  la  l ibre  e lecc ión de su 

trabajo,  a  condic iones equi tat ivas y sat isfactor ias de 

trabajo,  as í  como a la protecc ión contra e l  desempleo."10  

 

                                                 
10 Cfr. GARRIDO RAMÓN, Alena. Op. Cit. Págs. 4 a 6. 
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En México,  para José Lu is  Soberanes Fernández, 

durante la  Co lonia,  en las  Leyes de Indias se encuentran 

a lgunas d isposic iones de l derecho de l trabajo; por 

e jemplo, asegurar a los  ind ios la  percepc ión e fect iva de 

su sa lar io ,  jornada de trabajo,  sa lar io  mín imo, prohib ic ión 

de las t iendas de raya, etcétera.   

 

En la  época de la  Co lonia,  una vez  que se l levó a 

cabo la  conquista,  los  conquistadores se  repart ieron los 

pueblos; cada uno de e l los  ten ía la ob l igac ión de trabajar 

para e l  vencedor  a quien se le  había adjudicado ese 

poblado.  Fue una época de verdadera explotac ión.   

 

A medida que la co lon izac ión se extendía se  formaron 

numerosos pueblos y grandes c iudades en donde comenzó 

a desarro l larse  la  gran industr ia;  la  explotac ión de minas 

tuvo un auge desmedido.   

 

E l  movimiento independent is ta de 1810 obedec ió  a 

pr inc ip ios eminentemente pol í t icos,  desde luego, s in 

o lv idar  las  medidas de carácter  económico,  puesto que las 

normas d ictadas por  la  Corona para proteger  a los ind ios 

nunca se cumpl ieron,  lo que propic ió la formación de 

castas: las  pr iv i leg iadas,  formadas cas i  en su tota l idad 

por  los  españo les res identes que lo  pose ían todo,  y las 

otras,  integradas por  masas indígenas y cr io l las  que nada 

pose ían y eran explotadas; es de hacerse notar  que e l 

gobierno,  una vez  que se consumó la Independenc ia de 

México,  nunca se ocupó de reg lamentar la  prestac ión de 

servic ios.  
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Según Mar io De la  Cueva,  e l  pr imer  acto 

trascendenta l  de los  insurgentes fue e l  19 de octubre de 

1810, la  abo l ic ión de la esc lavi tud decretada por  e l  cura 

don Migue l H idalgo y Cost i l la  en Va l ladol id.   

 

Es de gran trascendenc ia porque n i  s iqu iera podía 

hablarse de derecho frente  a seres o cosas como los 

esc lavos,  de quienes se  desconoc ía  toda ca l idad humana, 

s in personal idad n i  t i tu lar idad de derechos.   

 

Don Migue l H ida lgo in ic ió  e l  movimiento 

revo luc ionar io  con la  meta de a lcanzar  la  independenc ia 

nac iona l .  Don José Mar ía  More los,  a l  cont inuar  e l  

movimiento in ic iado por  Hida lgo,  lo  transformó y lo 

encauzó hasta lograr  la  verdadera l iberac ión de México.   

 

La época independiente  también estuvo regulada por 

los  ordenamientos jur íd icos de la  Co lonia,  como las Leyes 

de Indias,  Las S iete  Part idas y la  Novís ima Recopi lac ión. 

Hasta entonces no se conoc ía  e l  Derecho de l Trabajo.   

 

En 1823 la  jornada de trabajo había aumentado a 18 

horas,  dos más que en los  ú l t imos años de l  s ig lo XVIII,  

durante la  Co lonia.   

 

En e l  Const i tuyente de 1857, para Mar io  De la  Cueva, 

estuvo a punto de nacer  e l  derecho de l t rabajo.  A l  

ponerse a d iscus ión e l  ar t ícu lo  4º. de l  proyecto de 

Const i tuc ión,  re lat ivo a la  l ibertad de industr ia y t rabajo, 

Va l lar ta susc i tó e l  debate; en un br i l lante  d iscurso puso 



 30 
de mani f iesto  los  males en mater ia  de trabajo y habló  de 

la  neces idad de acudir  en auxi l io  de las  c lases 

trabajadoras; con profundo saber  expuso los  pr inc ip ios del  

soc ia l ismo, y cuando todo hac ía pensar  que conc lu ía en la 

neces idad de promulgar  un derecho de l  trabajo, 

semejante a l  que se preparaba en Alemania,  confundió  e l  

problema de la  l iber tad de industr ia  con e l  de la 

protecc ión al  trabajo.11  

 

La Const ituc ión en estudio , en su ar t ículo  5º. 

establec ió e l  pr inc ip io  de l iber tad de trabajo.   

 

Poster iormente, la  re forma de l 25 de sept iembre de 

1873 prescr ib ió  que e l  Estado no podía permit ir  la 

ce lebrac ión de pactos con menoscabo de la  l iber tad del 

hombre, ya sea por  causa de trabajo o  por  voto re l ig ioso.  

 

Durante e l  régimen monárquico de Maximi l iano de 

Habsburgo se e laboró una leg is lac ión socia l  que buscaba 

proteger  a los  campes inos y trabajadores.  

 

Se expid ió  la  Ley de l  Trabajo de l  Imper io,  e l  lo .  de 

noviembre de 1865, que cons ignaba la  l iber tad de los  

campes inos de separarse,  en cua lquier  momento, de la 

f inca a la que prestaran sus serv ic ios;  una jornada de 

trabajo de so l  a so l ,  con dos horas intermedias de reposo; 

descanso semanal;  pago de sa lar ios  en e fect ivo; 

reg lamentac ión de las deudas de los  campes inos,  e tc.12  

                                                 
11 Cfr. DE LA CUEVA, Mario. Op. Cit. Pág. 149. 
12 Idem Pág. 151. 
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Para Rafae l  De P ina,  e l  Código C iv i l  de 1870 trató  de 

d igni f icar  e l  trabajo  a l  establecer  que la  prestac ión de 

servic ios  no era equiparable a l  contrato  de arrendamiento, 

pues e l  hombre no posee e l  carácter  de cosa.   

 

La expos ic ión de mot ivos de l  Código C iv i l  de 1870, 

cuando se re f iere  a l  serv ic io  domést ico,  expresa lo 

s igu iente:  

 

Este  contrato,  que forma e l  capítu lo  tercero de l t í tu lo 

de arrendamiento en e l  código f rancés, se  l lama, 

comúnmente a lqu i ler  o  locac ión de obras.  Pero como sea 

cua l  fuere  la  esfera soc ia l  en que e l  hombre se ha l le  

co locado,  no puede ser  comparado con los  seres 

i r rac iona les y menos aún con las  cosas inanimadas, 

parece un atentado contra la  d ignidad humana l lamar 

a lqu i ler  a  la prestac ión de serv ic ios  personales. 13  

 

A f ina les de l  S ig lo  XIX,  e l  pro fundo movimiento soc ia l  

t ra jo  como consecuenc ia dos acontec imientos 

importantes: la  hue lga de Cananea,  de 1906, en la  que los 

t rabajadores,  consc ientes de la  explotac ión de que eran 

objeto,  rea l izaron a lgunos movimientos de protesta.   

 

As í  esta l laron las  hue lgas de R ío  B lanco y Cananea, 

que la po l ic ía  repr imió con toda energ ía.  Éstas fueron las 

pr imeras que se rea l izaron en México como actos de 

rebe ld ía  de l  pro le tar iado en contra de las  empresas y e l 

                                                 
13 DE PINA, RAFAEL. Elementos de Derecho Civil. Tomo IV. 23ª. Edición. Editorial Porrúa. México 
Distrito Federal 2002. Pág. 213. 
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gobierno por  las  condic iones en las  que laboraban; para 

so luc ionar las ex ig ían mejores sa lar ios  y la  supres ión de 

los pr iv i leg ios que se otorgaban a los empleados 

estadounidenses por  parte de la  empresa.   

 

Después de esta sangr ienta lucha en Cananea se 

susc itó  otra en R ío  B lanco,  Veracruz,  en donde se formó e l  

Gran C írcu lo  de Obreros L ibres,  a  los que se unieron otros 

de Puebla,  Querétaro,  Ja l isco,  Oaxaca y e l  Distr i to 

Federa l ,  y  se  reconoc ió  a l  pr imero como su centro  de 

Operac iones.   

 

Otro inc idente más fue la hue lga de la industr ia  text i l  

de  Puebla,  que esta l ló  debido a la  impos ic ión de un 

reglamento de fábr ica que pasaba sobre la  l iber tad y la 

d ign idad de los  t rabajadores, pero que no tuvo los 

resul tados esperados porque los  patrones de la  industr ia 

decretaron un paro genera l ,  e l  presidente Por f ir io  Díaz 

apoyó a los  empresar ios y só lo  accedió  a prohib ir  e l  

t rabajo  de los  menores de s iete  años.  

 

Garr ido A lena,  expl ica que e l  gobernador  de l  Estado 

de México,  José Vicente  V i l lada,  d ic tó  una ley e l  30 de 

abr i l  de  1904, en la  que establec ía  la  ob l igac ión de 

prestar  e l  serv ic io  médico requer ido y pagar  e l  sa lar io  de 

los  trabajadores,  hasta por  t res meses,  en caso de 

acc identes por r iesgo de trabajo.   

 

En 1911, por  decreto del  pres idente Franc isco I .  

Madero,  se  creó e l  Departamento de Trabajo, que tenía 
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facu ltades para intervenir  en los  conf l ictos laborales a 

manera de amigable  componedor .14  

 

En Aguasca l ientes,  para la  autora en c i ta ,  la  ley de l 

23 de agosto de 1914 decretó la  reducc ión de la  jornada 

de trabajo a ocho horas,  implantó e l  descanso semanal  y 

prohib ió  la  reducc ión de salar ios.   

 

E l  15 de sept iembre de 1914 se d ic tó un decreto en 

e l  que se f i jaron los  sa lar ios  mín imos en San Luis  Potos í .   

 

En Tabasco sucedió lo mismo, además de que se 

redujo a ocho horas la  jornada de trabajo y se  cance laron 

las  deudas de los  campes inos.   

 

E l  6  de enero de 1915, Lu is  Cabrera d ictó  una ley que 

s i rv ió de base para e laborar  e l  ar t ícu lo  27 const i tuc iona l.   

 

La fracc ión X de l  ar t ícu lo  73 se l imitaba a autor izar 

a l  Poder  Legis lat ivo para regular  la  mater ia  laboral .   

 

E l  proyecto del  Congreso Const i tuyente agregó a l 

ar t ícu lo  5º.  un párrafo  que l imitaba a un año la 

ob l igator iedad de l  contrato  de trabajo.   

 

En d ic iembre de 1916 las  c inco d iputac iones de 

Veracruz  y Yucatán presentaron dos in ic iat ivas de reforma 

a l  ar t ícu lo  5o.  con normas en favor  de los  trabajadores.   

                                                 
14 Cfr. GARRIDO RAMÓN, Alena. Op. Cit. Pág. 15. 
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La comis ión d ictaminadora de l proyecto de l  ar t ícu lo 

5o.  inc luyó só lo  la  jornada máxima de ocho horas y la 

prohib ic ión de l  t rabajo nocturno industr ia l  de las  mujeres 

y n iños.  En contra de l  d ictamen se pronunc iaron 14 

oradores.  

 

A l  hacer  uso de la  pa labra,  e l  d iputado obrero por 

Yucatán,  Héctor  V ictor ia , sentó las bases de lo que 

poster iormente fue e l  ar t ícu lo  123 const i tuc iona l .15  

 

Para Soberanes Fernández,  e l  ar t ícu lo  5o.  trazó las 

bases fundamenta les sobre las  que habr ía  de leg is lar  en 

mater ia  de trabajo,  entre  e l las:  jornada máxima, salar io 

mín imo, descanso semanal ,  h igiene de ta l leres,  fábr icas y 

minas,  convenios industr ia les, creac ión de Tr ibunales de 

Conc i l iac ión y Arb i tra je ,  prohib ic ión de l  t rabajo nocturno 

de mujeres y n iños, seguros de acc identes, 

indemnizac iones,  e tcétera.  

 

En estos debates,  V ic tor ia  manifestó: "Es 

verdaderamente sens ible que a l  traerse a discus ión un 

proyecto de reformas que se d ice revo luc ionar io , deje 

pasar  por a l to  las  l iber tades públ icas como han pasado 

hasta ahora las  estre l las  sobre las  cabezas de los 

pro letar ios ¡a l lá a  lo  le jos!" .   

 

En estas pa labras se fundamenta la idea de l  ar t ícu lo 

123,  es dec ir ,  la  Const i tuc ión deber ía  señalar  las  bases 

                                                 
15 Ibidem. Págs. 18. 
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fundamenta les para que las leg is laturas de los  estados 

expid ieran las leyes de trabajo.  

 

Nat iv idad Mac ías apoyó la  idea de consagrar  un t í tu lo 

de la Const i tuc ión a la mater ia laboral  y para e l lo 

presentó un proyecto con las  bases de l  Derecho de l 

Trabajo.   

 

Después de l  debate,  Nat iv idad Mac ías,  Pastor Rouix, 

Lugo y De los R íos formaron la  Comis ión Redactora de l  

Proyecto de Nuevo T í tulo  sobre e l  Trabajo,  con base en e l  

proyecto de Mac ías.  La proposic ión f ina l  se  remit ió  a  la 

Comis ión de l  Congreso encargada de presentar lo a la 

Asamblea.   

 

La Comis ión no presentó modif icac iones de fondo y 

as í ,  e l  23 de enero de 1917 e l  ar t ícu lo  123 se aprobó por 

unanimidad de 163 votos de los  d iputados presentes.16  

    

    Según Jorge Olvera Quintero,  e l  Derecho de l Trabajo 

t iene como propós i to  regular a  los  factores de la 

producc ión,  para proteger  la d ign idad de la  persona 

humana, procurando un equi l ibr io  entre e l los,  buscando 

hacer  compat ib les  los  intereses de los  trabajadores con 

los  de l  capi ta l .  T iende a humanizar  las  re lac iones de 

trabajo y a regular  la  lucha de c lases,  inc luso con la 

intervenc ión del  Estado.  E l  sujeto  bás ico y mot ivo de 

                                                 
16 Cfr. SOBERANES FERNÁNDEZ, José Luis. Historia del Derecho Mexicano. 9ª. Edición. México Distrito 
Federal 2002. Págs. 128 y 129. 
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protecc ión fundamenta l  es  la  persona humana, e l  

t rabajador .  

 

S in embargo no es e l  ún ico sujeto  de regulac ión 

normat iva labora l ,  porque s i  b ien las re lac iones laborales 

se  apoyan en un b inomio trabajador-patrón,  también 

regula la  v inculac ión de los  t rabajadores con la  asoc iac ión 

profesiona l  labora l .   

 

Los sujetos naturales de l  derecho son los  hombres, la 

persona humana, pero hay otros que son una creac ión del 

derecho,  as í  se  habla de personas f ís icas y personas 

mora les,  s in embargo,  no obstante  que la  ley usa tal  

práct ica termino lóg ica,  nosotros prefer imos l lamar las 

persona humana y persona jur íd ica respect ivamente.  

 

En e fecto,  só lo las  personas son sujetos de derechos 

y obl igac iones, y  como ta les const i tuyen centros de 

imputac ión normat iva labora l ,  por  ser  personas,  no 

obstante  ex isten otros centros de imputac ión normativa 

re fer idos a estas personas bás icas,  como la  noc ión y 

concepto de empresa,  establec imiento, representante de l 

patrón,  intermediar io , coal ic ión y s ind icato.17  

 

Para e l  Maestro José Dávalos,  en todos los  campos 

de l conoc imiento humano están presentes c ier tas 

inst i tuc iones que son esenc ia les  en cada una de las 

d isc ip l inas.   

                                                 
17 Cfr. OLVERA QUINTERO, Jorge. Derecho Mexicano del Trabajo. Editorial Porrúa. México Distrito 
Federal 2001. Pág. 87. 



 37 
Por  e jemplo,  en la  química,  son f iguras centra les la 

mater ia , la  energ ía,  e l  e lemento y e l  átomo; en la f ís ica, 

la  mater ia,  la  masa,  e l  peso,  e l  vo lumen y la energía;  en 

las  matemát icas,  la  ad ic ión, la sustracc ión, la 

mult ip l icac ión,  la  rad icac ión y la  potenc iac ión; en la 

economía,  las  neces idades,  los  sat is factores, los  b ienes, 

los  modos y los  instrumentos de producción; en la 

medic ina,  la cé lu la ,  la  h igiene,  etcétera.   

 

En e l  derecho sucede lo  mismo, como c ienc ia,  no 

podr ía  permanecer  a jeno a este  fenómeno; aquí  también 

hay términos fundamenta les, la  norma, e l  derecho en s í 

mismo y sus caracteres,  los  hechos y actos jur íd icos,  las 

fuentes,  la  interpretac ión y ámbitos de va l idez ,  e tc .,  

todos comunes a las  d is t intas ramas jur íd icas.   

 

Lo  mismo sucede con cada una de las  d isc ip l inas 

jur íd icas; se t iene por ejemplo,  a l  derecho c iv i l ,  que se 

mueve en torno a f iguras ta les  como los b ienes,  personas, 

derechos rea les y de crédi to  u obl igac iones: a l  derecho 

mercant i l ,  con e l  acto  de comerc io ,  la  empresa mercant i l ,  

e l  t í tu lo  de crédi to;  a l  derecho penal ,  con e l  t ipo,  e l  

de l i to ,  la  pena,  las  medidas de segur idad; a l  derecho 

administrat ivo,  con e l  órgano ejecut ivo,  su organización y 

func ionamiento, e l  patr imonio,  las obras y serv ic ios 

públ icos; lo  mismo sucede con e l  derecho const i tuc iona l,  

e l  derecho procesa l ,  y  todas las  demás ramas de l 

Derecho.   
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En este  apartado abordaremos e l  estudio de los 

e lementos fundamenta les del  derecho del  t rabajo, 

aque l las  f iguras jur íd icas objeto  de estudio  y regulac ión 

de nuestra doctr ina y leg is lac ión nac iona les.18  

 

En las  re lac iones labora les,  indiv idua les o  co lect ivas 

los  sujetos que ocuparán nuestra atenc ión son los 

patrones y trabajadores.  

    

I .3 PATRÓN.I .3 PATRÓN.I .3 PATRÓN.I .3 PATRÓN.     

 

 E l  c i tado Maestro  Jorge Olvera expl ica que la pa labra 

patrón,  t iene di ferentes s ign i f icados, s i  b ien denota un 

sent ido inequívoco que t iene que ver  con la evoluc ión 

misma de los  est i los  de trabajo de las  d i ferentes épocas, 

que v ienen desde los  pr imit ivos ta l le res fami l iares. T ienen 

las  mismas part ícu las de padre, no e l  que engendra, s ino 

e l  que manda y puede dar  órdenes; as í  se  comenzó a 

l lamar a l  santo a l  que se advocaron los  trabajadores 

pertenecientes a l  mismo of ic io ,  por  e jemplo San José, 

santo "patrón" de los  carp interos,  a l  que se rendía 

venerac ión y respeto.  De ahí prov ienen esas práct icas 

paterna l is tas tan d i f íc i les  de erradicar  en nuestro medio 

lat ino e  h ispánico.  La leg is lac ión pr imero y la  doctr ina 

después tomaron la  pa labra que venían usando los 

t rabajadores,  para re fer irse  a quien “ les  daba trabajo”.  

 

                                                 
18 Cfr. DÁVALOS, José. Derecho Individual del Trabajo. 12ª. Edición. Editorial Porrúa. México Distrito 
Federal 2002. Pág. 85. 
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La pa labra patrón s ign if ica a la  persona que r ige los 

dest inos de l  centro  de trabajo,  por  ser  t i tu lar  de los 

derechos,  por  ser  dueño o por  e jercer los  como ta l .  Puede 

por  la  tanto tratarse de una persona humana o como la 

l lama nuestra ley, f ís ica; o  b ien de una persona jur íd ica, 

de las denominadas,  jur íd ico-co lect ivas o  mora les.  

 

Consecuentemente podemos estar  conformes con e l  

concepto lega l  que de patrón nos da e l  ar t ícu lo  10 de la 

Ley Federa l ,  s i  b ien d isent imos de la  pa labra "ut i l iza", 

porque só lo  en su pr ís t ino sent ido las  cosas con út i les  y 

los trabajadores por  supuesto que no lo  son.   

 

En todo caso,  en vez  de "ut i l i za" ,  deber ían dec i rse 

"rec ibe" .  E l  concepto lega l es e l  s igu iente: "Patrón es la 

persona f ís ica o  mora l  que ut i l i za  los  serv ic ios  de uno o 

var ios trabajadores" .   

 

En muchos centros de empleo que aún conservan una 

forma de organizac ión ar tesanal ,  donde coexisten como 

trabajadores e l  -maestro"  y e l  ayudante,  aprendiz  o 

"cha lán", e l  poder  jur íd ico  de mando de aqué l y  e l  deber 

jur íd ico  de obedienc ia  l legaron a crear  confus iones, 

puesto que e l  patrón y e l  maestro  se  ponían de acuerdo 

en e l  prec io  de la  obra a rea l izar ,  éste  pagaba a los 

ayudantes o  cha lanes con e l  prec io  rec ib ido y e l  patrón 

s iempre a legaba que los  ayudantes no eran sus 

trabajadores; estas c i rcunstanc ias tan frecuentes en la 

época de v igenc ia  de la pr imera Ley Federal  de l  Trabajo, 

se  han corregido,  puesto que en todo caso de l  concepto 
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de benef ic ios, se  desprende también e l  pr inc ip io  de 

responsabi l idad patronal; as í  e l  segundo párrafo  de l 

ar t ícu lo  déc imo, de la misma ley,  ordena:  

 

"S i  e l  trabajador ,  conforme a lo  pactado o a la 

costumbre,  ut i l iza  los  serv ic ios de otros trabajadores,  el  

patrón de aqué l,  lo  será también de éstos” . 19 
  

 

A la  persona que rec ibe los  serv ic ios  de l  trabajador 

también se le conoce con d iversas denominac iones, 

encontrándose entre  otras,  las  de empleador ,  patrono,  

patrón,  empresar io ,  e tc . ,  lo  cua l  sucede en la doctr ina y 

en la  legis lac ión nac iona les.  

 

De los  anter iores términos se han e leg ido los de 

patrón y empresar io ,  só lo  porque trad ic iona lmente se  han 

venido usando,  s ino también porque son los  conceptos que 

presentan menos objec iones técnicas.   

 

La Ley Federa l  de l  Trabajo def ine a l  patrón en e l 

ar t ícu lo  10, pr imer  párrafo, en la  forma s igu iente:  

 

"Patrón es la  persona f ís ica o mora l  que ut i l i za  los 

servic ios  de uno o var ios trabajadores."   

 

La actua l  def in ic ión d i f iere  sustanc ia lmente de la  que 

se había inc lu ido en la  Ley de 1931; se  conceptuaba a l  

patrón en func ión de la prev ia ex istenc ia de un contrato 

                                                 
19 Cfr. OLVERA QUINTERO, Jorge. Op. Cit. Págs. 90 y 91. 
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de trabajo; dec ía:  "Patrón es toda persona f ís ica o 

jur íd ica (este  término es más apropiado que e l  actua l 

'mora l ' )  que emplee e l  serv ic io  de otra,  en v i r tud de un 

contrato  de trabajo" .   

 

La actua l  def in ic ión es acer tada; ha establec ido que 

la  ausenc ia  de l  contrato  de trabajo en nada afecta la 

ex istenc ia  y va l idez  de l  v íncu lo  labora l,  según se 

desprende de los  ar t ícu los 21 y 26:  

 

"ARTÍCULO 21. Se presumen la ex istenc ia  de l  

contrato  y de la re lac ión de trabajo entre  e l  que presta un 

trabajo personal y  e l  que lo  rec ibe" .   

 

"ARTÍCULO 26.  La fa l ta  de l  escr i to  a que se re f ieren 

los  art ícu los 24 y 25 no pr iva a l  trabajador  de los 

derechos que der iven de las  normas de trabajo y de los 

servic ios  prestados,  pues se  imputará a l  patrón la  fa l ta de 

esa formal idad”.   

 

En todo caso,  e l  contrato  de trabajo tan só lo  t iene e l  

e fecto  de fungir  como un e lemento de prueba de las 

condic iones de trabajo,  mas no de la  re lac ión labora l .  

  

Se objeta a la  def in ic ión anter ior  por  ser demasiado 

reduc ida, pues en e l la  no se  contemplan los  e lementos de 

subord inac ión y retr ibuc ión,  S in embargo, por lo  que hace 

a la  subord inac ión,  es innecesar io  inc lu ir la ,  ya que es un 

dato que va re fer ido a l  t rabajador  y no a l  patrón y por  lo 

que hace a l  segundo e lemento, o  sea la  remunerac ión,  ya 



 42 
se ind icó anter iormente que no representa un e lemento de 

ex istenc ia  de la  re lac ión labora l ,  s ino tan so lo  es su 

natura l  consecuenc ia.  De l  concepto lega l  se  toman los 

s igu ientes e lementos:  

 

�  El  patrón puede ser una persona f ís ica o  mora l ,  y  

�  Es quien rec ibe los serv ic ios  de l  t rabajador .   

 

Por  lo  que hace al  pr imer  e lemento,  que e l  patrón 

puede ser  una persona f ís ica o mora l ,  resu l ta  que para la 

leg is lac ión labora l ,  es  ind ist into  que,  tratándose de una 

persona mora l ,  ésta sea una soc iedad c iv i l  o  mercant i l ,  ya 

que lo  que aquí interesa es e l  dato objet ivo de rec ib ir  un 

servic io  en la  re lac ión de subord inac ión.  

 

Dentro de la doctrina mexicana, Sánchez Alvarado ofrece 

el concepto de patrón, definiéndolo como "la persona física o 

jurídico-colectiva (moral) que recibe de otra, los servicios 

materiales, intelectuales o de ambos géneros, en forma 

subordinada".20 

 

La principal objeción que se hace al anterior concepto es 

en relación al hecho de distinguir entre el trabajo material y 

el intelectual, lo cual se considera erróneo, pues toda 

actividad lleva siempre de manera implícita en mayor o menor 

grado, algo de ambos tipos.  

 

                                                 
20 SÁNCHEZ ALVARADO, Alfredo. Derecho del Trabajo. Edición del Autor. México Distrito Federal 2004. 
Pág. 209. 
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Por su parte, Néstor de Buen, se limita a dar un ligero 

esbozo del concepto de patrón, al indicar que "patrón es quien 

puede dirigir la actividad laboral de un tercero, que trabaja en 

su beneficio, mediante retribución".21 

 

Cuando se aborda el tema de los sujetos de la relación 

laboral colectiva se realiza de dos formas, una, sólo 

comprendiendo a los trabajadores, planteamiento de Néstor 

de Buen, y otra, considerando a los trabajadores y a los 

patrones, tesis de Mario de la Cueva.22  

 

Pensamos que esta segunda postura es la más adecuada, 

ya que ambos sujetos forman parte del derecho colectivo del 

trabajo.  

 

En toda relación colectiva aparecen el sindicato y la 

empresa: en el contrato colectivo, en el contrato-ley y por 

regla general, en el reglamento interior de trabajo, y como en 

el hecho individual y en el procesal, en el derecho colectivo 

también se hace presente la protección de los trabajadores, 

uno de los sujetos de la relación laboral.  

 

Siguiendo este orden de ideas, indica Mario de la Cueva, 

las relaciones colectivas de trabajo se dan entre una 

colectividad obrera y una o varias empresas, "y su contenido 

consiste en el conjunto de condiciones de trabajo que habrán 

                                                 
21 DE BUEN LOZANO, Néstor. Derecho del Trabajo. Tomo I. 11ª. Edición. Editorial Porrúa. México Distrito 
Federal 1998. Pág. 453. 
22 Citados por DÁVALOS, José. Op. Cit. Pág. 95. 
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de aplicarse a los trabajadores, presentes y futuros, de la 

negociación o negociaciones interesadas".23 

  

Por lo que hace al sujeto colectivo trabajadores, nuestra 

legislación vigente ha establecido que los trabajadores para 

actuar bajo aquel carácter, deberán estar representados por 

un sindicato, que es "la asociación de trabajadores o 

patrones, constituida para el estudio, mejoramiento y defensa 

de sus respectivos intereses". 

  

La figura del sindicato no constituye el único medio con 

que cuentan los trabajadores para el ejercicio de sus derechos 

colectivos; existe otro medio establecido en la legislación, las 

coaliciones, que son "el acuerdo temporal de un grupo de 

trabajadores o de patrones para la defensa de sus intereses 

comunes".  

 

Son mayores los alcances del sindicato, organización de 

carácter permanente. La coalición es de carácter temporal.  

 

Aun cuando el registro sindical no es un elemento 

constitutivo, esencial, de la organización de los trabajadores, 

el registro del sindicato y de su directiva, otorgado por la 

Secretaría del Trabajo y Previsión Social o por las Juntas 

Locales de Conciliación y Arbitraje, abre mayores 

posibilidades a los sindicatos frente a los propios trabajadores 

y ante las autoridades.  

 

                                                 
23 DE LA CUEVA, Mario. El Nuevo Derecho Mexicano del Trabajo. Tomo I. 16ª. Edición. Editorial Porrúa. 
México Distrito Federal 1999. Pág. 161. 
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Los patrones pueden concurrir a las relaciones colectivas, 

como personas físicas o como personas morales. La fracción 

XVI del artículo 123 constitucional los faculta para crear 

sindicatos, aun cuando casi no utilizan este medio, pues sus 

agrupaciones patronales les otorgan los medios de expresión y 

de presión que desean. Aquellas posibilidades de los 

empresarios se expresan en el artículo 386 de la Ley, que 

indica:  

 

"Contrato colectivo de trabajo es el convenio celebrado 

entre uno o varios sindicatos de trabajadores y uno o varios 

patrones, o uno o varios sindicatos de patrones, con objeto de 

establecer las condiciones según las cuales debe prestarse el 

trabajo en una o más empresas o establecimientos".  

 

Mario de la Cueva advierte que cuando el empresario 

actúa por conducto del sindicato en las relaciones colectivas, 

éste tan sólo funge como un simple representante, pues cada 

patrón puede, en todo momento, separarse libremente del 

sindicato y convertirse en el sujeto de la relación laboral.24  

 

El intermediario es la persona que contrata o interviene 

en la contratación de otra u otras para que presten servicios a 

un patrón.  

 

La intermediación es anterior a la constitución de la 

relación laboral. Consiste en que una persona conviene con 

otra u otras para que se presenten a trabajar en determinada 

                                                 
24 Íbidem. Pág. 163. 
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empresa o establecimiento; es decir, el intermediario no 

recibe el trabajo de la persona contratada.  

 

Realiza las actividades de un mandatario o gestor o 

agente de negocios. Entre las denominaciones que se le 

asignan están las de "enganchador" o "celestina".  

 

Desde el momento en que se empieza a prestar el 

trabajo, son aplicables las disposiciones legales y las que se 

hayan establecido dentro de la empresa cuando no contraríen 

a la norma legal.  

 

La fracción XXV del apartado "A" del artículo 123 

constitucional expresa:  

 

"El servicio para la colocación de los trabajadores será 

gratuito para éstos, ya se efectúe por oficinas municipales, 

bolsas de trabajo o por cualquier otra institución oficial o 

particular".  

 

El mismo concepto está expresado en el artículo 14, 

fracción II de la Ley: "Los intermediarios no podrán recibir 

ninguna retribución o comisión con cargo a los salarios de los 

trabajadores."  

 

Cuando una empresa establecida contrata trabajos para 

ejecutarlos con elementos propios y suficientes, estamos 

frente a un patrón y no ante un intermediario.  
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En caso de que esa empresa en un momento dado 

carezca de bienes propios y suficientes para cubrir sus 

obligaciones a los trabajadores, será solidariamente 

responsable con el beneficiario directo de las obras o 

servicios, por las obligaciones contraídas con los trabajadores. 

  

Con la disposición anterior la Ley atiende a la relación 

laboral y no a la voluntad de las partes que podría 

manifestarse contra los derechos de los trabajadores. En el 

caso de las empresas que ejecuten obras o servicios en forma 

exclusiva o principal para otra y que no dispongan de 

elementos propios o suficientes, estamos frente a un 

intermediario, y la empresa beneficiaria es solidariamente 

responsable de las obligaciones contraídas con los 

trabajadores.  

 

Conforme a lo expuesto en el párrafo anterior, los 

trabajadores empleados en la ejecución de las obras o 

servicios, tendrán derecho a disfrutar de condiciones de 

trabajo proporcionadas a las que disfruten los trabajadores 

que ejecutan trabajos similares en la empresa beneficiaria.  

 

A este respecto se tomarán en consideración las 

diferencias de los salarios mínimos de la respectiva área 

geográfica de aplicación en donde se encuentre instalada la 

empresa y las demás circunstancias que puedan influir en las 

condiciones de trabajo.  

 

Los trabajadores que presten servicios a un patrón a 

través de un intermediario, prestarán su trabajo en las 
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mismas condiciones y tendrán los mismos derechos que 

correspondan a los trabajadores que ejecuten trabajos 

similares en las empresas beneficiarias.  

 

La sustitución de patrón es la trasmisión de la propiedad 

de una empresa o de unos establecimientos, en virtud de la 

cual, el adquirente asume la categoría de nuevo patrón con 

todos los derechos y obligaciones, pasados, presentes y 

futuros derivados y que se deriven de las relaciones de 

trabajo. 

 

Se trata de una trasmis ión de la  propiedad,  lo  que 

impl ica que todos los  b ienes,  derechos y obl igac iones de 

la  empresa o establec imiento sa len de un patr imonio para 

entrar a  otro.   

 

Se puede trasmit i r  la  propiedad de uno de los  

establec imientos de una empresa,  pero s iempre y cuando 

se haga en ca l idad de una unidad económica d is t inta y 

vaya a func ionar  como ta l .  

 

La Ley establece que la  sust i tuc ión de patrón no 

afectará las  re lac iones de trabajo de la  empresa o 

establec imiento.  E l  patrón sust i tu ido es so l idar iamente 

responsable  con e l  nuevo,  de las  ob l igac iones der ivadas 

de las  re lac iones de trabajo y de la  Ley,  nac idas antes de 

la  fecha de la  sust i tuc ión,  hasta por  e l  término de se is 

meses; una vez  fenec ido e l  p lazo,  e l  t rabajador só lo podrá 

e jercer  sus acciones en contra de l  patrón sust i tuto, que 

será e l  único responsable  de las  ob l igac iones contra ídas 
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por  la  fuente de trabajo con e l  trabajador ,  antes y 

después de la  sust i tuc ión.   

 

La sust i tuc ión de patrón no afecta a la  re lac ión de 

trabajo,  pues ésta es una s i tuac ión jur íd ica objet iva 

establec ida entre  e l  trabajador  y la  fuente de trabajo. 

Además,  la  re lac ión labora l  t iene la  caracter íst ica de ser 

estable  y só lo  puede d iso lverse por  vo luntad del 

t rabajador ,  por e l  patrón excepc iona lmente o por  causas 

ajenas a ambos,  que hagan impos ib le  la  cont inuac ión de 

la  re lac ión de trabajo.   

 

S i  no fuera de esta manera habr ía  la pos ib i l idad de 

que la  empresa que t iene nuevo t i tu lar  no cumpl iera con 

las  ob l igac iones contra ídas con los  trabajadores; e l  patrón 

sust i tuto  argumentar ía  que é l  no había adquir ido,  antes 

de la  sust i tuc ión,  n inguna obl igac ión con los  trabajadores 

y,  por  tanto, no responder ía  de las  ob l igac iones 

contra ídas por  e l  ant iguo patrón; esto  es,  se  trata de 

ev i tar  pos ib les fraudes en per ju ic io de los trabajadores.   

 

De este  modo se romper ía e l  pr inc ip io de la 

estabi l idad en e l  t rabajo  y co locar ía  a l  patrón por enc ima 

de la  Ley; por un acto  uni lateral  de vo luntad se d iso lver ía 

la  re lac ión de trabajo,  una s i tuac ión inadmis ib le .  La Ley 

no só lo  está por  enc ima de la  vo luntad de las personas, 

def ine los  derechos de l  trabajador  con respecto a la 

unidad económica de producc ión que es la empresa.   
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El  término de se is  meses se  cuenta a part ir  de la 

fecha en que se haya dado av iso de la  sust i tuc ión al  

s ind icato o  a los  t rabajadores (ar t ícu lo  41).  S i  e l  av iso no 

se produce, e l  patrón sust i tu ido s igue s iendo responsable 

so l idar iamente con e l  patrón sust i tuto,  por  no cumpl ir  con 

e l  requis i to  y no ex ist ir  base para e l  cómputo de los  se is 

meses.  

 

En e l  supuesto de que ex ista un ju ic io  o  esté  por 

e jecutarse un laudo cuando suceda la sust i tuc ión,  s i  no se 

d io  av iso de e l la ,  e l  ju ic io  puede seguirse  y e jecutarse los 

laudos en contra de l  patrón sust i tu ido y sobre los  bienes 

que formen la  empresa.   

 

En e l  mismo supuesto,  s i  se  d io  e l  av iso,  la  Suprema 

Corte  de Just ic ia  de la  Nac ión ha establec ido que e l  actor 

en un ju ic io  debe promover un inc idente de sust i tuc ión de 

patrón.  Pero en opin ión de Mar io  de la Cueva los 

t rabajadores no están obl igados a promover  d icho 

inc idente,  ya que la  Ley en su ar t ícu lo  690 otorga a l  

patrón la posib i l idad de acudir  ante la Junta de 

Conc i l iac ión y Arb i tra je  a comprobar  su interés en e l  

ju ic io  y s i  no lo hace,  no puede oponerse a la e jecuc ión; 

además en la Ley en n ingún precepto se impone al  

t rabajador la  obl igac ión de promover  d icho inc idente.25  

 

En e l  supuesto de que un despido in just i f icado se 

haya dado con anter ior idad a la  fecha en que tuvo lugar  la 

                                                 
25 Loc. Cit. Pág. 232. 
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enajenac ión de la  negociac ión en que prestaba servic ios e l  

t rabajador ,  los  adquirentes de la  empresa están obl igados 

junto con e l  patrón sust i tu ido respecto de los hechos y 

consecuenc ias der ivados de la re lac ión labora l .   

 

S i  la  fuente de trabajo hubiera s ido adquir ida 

mediante  remate jud ic ia l ,  e l  nuevo adquirente  debe 

cons iderarse como patrón sust i tuto y por  tanto 

responsable  de las  ob l igac iones laborales anter iores a la 

fecha de la  sust i tuc ión,  puesto que e l  pas ivo de la 

empresa debe considerarse inc lu ido e l  adeudo a los 

t rabajadores.  

 
I .4 TRABAJADOR.I .4 TRABAJADOR.I .4 TRABAJADOR.I .4 TRABAJADOR.     
    

Es  importante  def in i r  lo  que sea un trabajador como 

sujeto  de l  derecho de l  trabajo,  pues es ev idente que como 

persona humana que es,  en la  v ida puede desarro l lar  

esfuerzos conscientes y rac iona les y superar con e l los 

estados de neces idad,  que no necesar iamente puedan 

estar  regulados o  amparados por  e l  derecho labora l .  E l  

concepto por  e l  que s impat izamos,  se  encuentra en el  

ar t ícu lo  octavo de la  Ley Federa l  de l  Trabajo,  su autor 

como de tantas más d ispos ic iones,  lo  fue e l  Doctor  De la 

Cueva.  Ta l  precepto establece que: "Trabajador  es la 

persona f ís ica que presta a otra, f ís ica o  mora l ,  un 

trabajo personal  subord inado.  Para los  e fectos de esta 

d ispos ic ión se ent iende por t rabajo toda act iv idad 

humana, inte lectua l  o  mater ia l  independientemente de l 
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grado de preparac ión técnica requer ido por  cada profes ión 

y of ic io ."26  

 

De ta l  concepto desprendemos que e l  trabajo  es una 

act iv idad que la  persona humana desarro l la ,  ya sea 

inte lectua l  o  mater ia l  la  que será objeto  de regulac ión 

jur íd ica; debiendo ser  desempeñada en forma personal  y 

no por  terceros,  por  ser  la  persona humana, la  t i tu lar  de 

los  derechos y obl igac iones. Un trabajador  no debe 

aprovecharse del  t rabajo de otro,  e l lo  ser ía  indebido,  pues 

const i tu ir ía  un robo de lo devengado por  otro  con su 

esfuerzo; más c laramente, e l  t rabajo no debe 

desempeñarse por  intermediar io ,  por  ser  e l  t rabajo  un 

patr imonio  personar;  menos aún pude concebirse  que lo 

puedan prestar sociedades anónimas o s indicatos,  con e l  

pretexto de un contrato  de arrendamiento de equipo y 

suministro  de serv ic ios:  una de e l las  presta a otra equipo 

y personal dando a trabajadores e l  tratamiento de cosas. 

C laro e l  f raude a la  Leyes ev idente lo anter ior  s irve para 

destacar  lo  acer tado de la  def in ic ión lega l  que 

comentamos.  E l  o tro  e lemento de l  concepto cons iste  en 

que ese trabajo desarro l lado en forma personal  y  d irecta 

por  e l  hombre,  debe ser  prestado en forma subord inada; 

d icho de otro  modo, só lo  se  ocupa e l  Derecho Laboral  de l  

t rabajo  subord inado; ¿qué se querrá dec i r  o  qué impl ica 

jur íd icamente e l  término subord inac ión? De la Cueva lo 

expl ica as í:  " . . .e l  concepto de trabajo subord inado s irve, 

no para des ignar  un estatus de l  hombre, s ino 

                                                 
26 Citado por OLVERA QUINTERO, Jorge. Op. Cit. Pág. 88. 
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exc lus ivamente para d is t inguir  dos formas de trabajo: la 

en que e l  hombre actúa l ibremente hac iendo uso de sus 

conoc imientos y de los  pr inc ip ios c ient í f icos y técn icos 

que juzgue apl icab les,  y  la  que debe rea l izarse s igu iendo 

las  normas e  inst i tuc iones v igentes en la  empresa".  O 

expresado más c laramente,  la subord inación impl ica por 

parte de l  t rabajador un deber  ,  jur íd ico de obedienc ia en 

cuanto a l  poder jur íd ico  de mando de l  patrón, en re lac ión 

a la  modal idad, práct icas,  est i los  e  instrucc iones sobre e l  

t rabajo  a desarro l lar .27  

 

Durante la  in fanc ia de l  derecho de l trabajo,  fueron 

los propios trabajadores,  los  que marginaron a los 

empleados de l  patrón que se desempeñaban en labores 

d i rectamente conectadas con e l  interés de aqué l,  

negándo les la  part ic ipac ión en las  tareas organizat ivas 

para conformar sus asoc iac iones profesiona les.  Los 

exc luyeron de l grupo pues eran los  capataces de l 

empresar io ,  los  que determinaban quiénes quedar ían 

enganchados en e l  centro  de trabajo,  los  que apl icaban 

las  multas a los t rabajadores; as í  les  comenzaron a l lamar 

"empleados de conf ianza",  c laro  de la  de l  patrón.  Más 

tarde,  puesto que los  trabajadores impus ieron esa 

l imitac ión: los  de conf ianza no deber ían formar parte  de l 

s ind icato de los t rabajadores.  Este  pr inc ip io  que prov iene 

de las  genuinas luchas pro letar ias,  se  vo lv ió  en contra de 

los  trabajadores,  los  patrones podr ían hacer  mayor ía  a los 

                                                 
27Íbidem. Pág. 89.OLVERA QUINTERO, Jorge. Op. Cit. Pág 



 54 
de conf ianza y as í  oponérse los a la  tendenc ia hegemónica 

de los  trabajadores.  

        

I .5 RESOLUCIÓN.I .5 RESOLUCIÓN.I .5 RESOLUCIÓN.I .5 RESOLUCIÓN.     

    

Este  concepto, puede ser entendido como sentenc ia, 

que es la  reso lución l levada a cabo por  e l  órgano 

jur isd icc iona l  que pone f in  a  un procedimiento jud ic ia l .  La 

sentenc ia  cont iene una dec laración de vo luntad de l  juez  o  

tr ibunal  en la  que se apl ica e l  Derecho a un determinado 

caso concreto.   

 

La sentenc ia  es condenator ia  o est imator ia  cuando e l  

juez  o tr ibunal acoge la  pretens ión de l  demandante, es 

dec i r ,  cuando e l  d ic tamen del  juez  es favorable  a l  

demandante o  denunc iante.   

 

Por  e l  contrar io ,  la  sentencia  es abso lutor ia o 

desest imator ia  cuando e l  órgano jur isd icc iona l  da la  razón 

a l  demandado o denunciado.   

 

Son sentenc ias f i rmes aqué l las  que no admiten contra 

e l las  la  interpos ic ión de a lgún recurso ord inar io o 

extraord inar io . Se contraponen a las  no f i rmes o 

recurr ib les  o  también l lamadas def in i t ivas que son 

aque l las  contra las  que cabe interponer  recurso.   

 

Las sentenc ias deben ser congruentes,  es dec ir ,  

deben reso lver  acerca de todas las cuest iones que hayan 

s ido objeto  de debate en e l  proceso.  E l  fa l lo  no debe 
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contener más, n i  a lgo d is t into,  de lo  pedido por  las 

partes.   

 

Cuando se trata de sentenc ias penales,  la 

congruenc ia  s ign i f ica que debe mediar  una re lac ión entre 

la  sentenc ia y la  acc ión penal  e jerc i tada. Por  e jemplo, s i  

una persona es acusada de homic id io ,  e l  juez no puede 

condenar le  por robo (para e l lo  har ía  fa l ta ap l icar  otro 

procedimiento).  

 

La sentenc ia  debe reunir  los  requis i tos de t iempo, 

lugar  y forma. Debe d ictarse en un per iodo de t iempo apto 

para la  rea l izac ión de los actos de l  juez  o tr ibunal .  La 

f i jac ión de este  p lazo var ía  según e l  procedimiento de que 

se trate.  En cuanto a l  lugar ,  es  la  sede del juzgado o 

tr ibunal  a  quien corresponda l levar  a cabo e l  acto.  

 

Respecto de la forma, las  sentenc ias se  d iv iden en 

tres partes: en pr imer  lugar ,  e l  encabezamiento,  en e l  que 

se señala la c iudad en que se d ic ta, las  partes 

interv in ientes,  sus procuradores y abogados,  la  fecha en 

que se suscr ibe y e l  nombre de l  juez que la  d ic ta.   

 

En e l  encabezamiento se  hacen constar  también los 

presupuestos o antecedentes de hecho que son la 

expos ic ión de los  acontec imientos que se enjuic ian y las 

pet ic iones de las  partes.   

 

En segundo lugar ,  los  fundamentos de Derecho,  que 

cont ienen los argumentos jur íd icos de las partes y los  que 
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ut i l i za  e l  t r ibunal  para reso lver  sobre e l  objeto  de l 

proceso, en re lac ión con las  normas que se cons ideran 

apl icab les a l  caso.  

 

Por  ú lt imo, e l  fa l lo  en e l  que se condena o absue lve 

a l  demandado o denunciado.   

 

La redacc ión de la  sentenc ia corresponde a l  juez  que 

la  haya d ic tado (s i  se  trata de un órgano jur isdicc iona l 

un ipersonal)  o  a l  magistrado ponente,  s i  se  trata de un 

órgano co leg iado (en este caso,  prev ia  del iberac ión y 

votac ión de la  sentenc ia  por  parte  de los  miembros del 

t r ibunal  juzgador).   

 

Una vez  f i rmada la  sentenc ia  por  e l  juez  o  por  todos 

los  miembros de l  tr ibunal ,  se  da a conocer  mediante 

lectura en audienc ia  públ ica por  e l  juez,  cuando se trata 

de tr ibunal  un ipersonal ,  o  magistrado ponente s i  se trata 

de órgano co legiado.   

 

Por  ú l t imo, la  sentenc ia  debe not i f icarse a las  partes. 

E l  documento públ ico  en que se ref le ja  la  sentenc ia se 

l lama ejecutor ia.      

    

I .6 RESOLUCIÓN LABORAL.I .6 RESOLUCIÓN LABORAL.I .6 RESOLUCIÓN LABORAL.I .6 RESOLUCIÓN LABORAL.     

 

Debemos recordar  que e l  arb i tra je ,  es e l  

procedimiento por  e l  cua l  las  personas natura les o 

jur íd icas pueden someter,  prev io  convenio,  a la  dec is ión 

de uno o var ios mediadores las  cuest iones l i t ig iosas, 
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surg idas o  que puedan surg ir ,  en mater ia  de su l ibre 

d ispos ic ión conforme a Derecho.   

 

E l  arb i traje se  d i ferenc ia de la t ransacción,  en que 

aque l  se  trata de un ju ic io ,  pese a no ce lebrarse ante  los 

t r ibunales,  y  las  partes no resue lven sus d i ferenc ias 

mediante rec íprocas conces iones,  s ino que encargan a un 

tercero la  decis ión.   

 

La reso luc ión adoptada por  los árb iLa reso luc ión adoptada por  los árb iLa reso luc ión adoptada por  los árb iLa reso luc ión adoptada por  los árb i tros  se  denomina tros  se  denomina tros  se  denomina tros  se  denomina 

laudo arb i tra l  y  t iene la  e f icac ia  de cosa juzgada, laudo arb i tra l  y  t iene la  e f icac ia  de cosa juzgada, laudo arb i tra l  y  t iene la  e f icac ia  de cosa juzgada, laudo arb i tra l  y  t iene la  e f icac ia  de cosa juzgada, 

pudiendo ser  e jecutables de manera forzosa por  los pudiendo ser  e jecutables de manera forzosa por  los pudiendo ser  e jecutables de manera forzosa por  los pudiendo ser  e jecutables de manera forzosa por  los 

t r ibunales ord inar ios de just ic ia.t r ibunales ord inar ios de just ic ia.t r ibunales ord inar ios de just ic ia.t r ibunales ord inar ios de just ic ia.     

    

El  arb it ra je  puede ser  de Derecho,  cuando los  

árbi t ros fa l lan de acuerdo con la  leg is lac ión apl icab le ,  por 

lo  que se les  exige ser  le trados en e jerc ic io ,  o  de equidad, 

s i  fa l lan de acuerdo con su lea l  saber  y entender  y s in 

sujec ión a trámites,  debiendo tan só lo  dar  la  oportunidad 

a las  partes para ser  o ídas y presentar  las  pruebas que 

est imen convenientes,  para lo  que basta que sean 

personas naturales que se ha l len,  desde su aceptac ión,  en 

e l  p leno e jerc ic io  de sus derechos c iv i les .   

 

En e l  pr imero, e l  laudo t iene e l  mismo va lor  que una 

sentenc ia  de instanc ia  y puede ser  objeto  de recurso en 

cuanto a l  fondo,  mientras que en e l  segundo,  e l  va lor  de l  

laudo es e l  de una sentenc ia  f i rme y def in i t iva. 
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La forma más habi tua l  de establecer  e l  arb i tra je  es 

mediante  e l  convenio arb i tra l ,  por  e l  que las  partes 

expresan su voluntad inequívoca de someter  a este  t ipo 

de so luc ión todas o  a lgunas de las  cuest iones l i t ig iosas 

surg idas o  que puedan surg ir  de determinadas re lac iones 

jur íd icas.   

 

No sue len ser objeto de arbi t ra je,  sa lvo contadas 

excepc iones,  n i  se  incorporan en e l  convenio  arb i tra l ,  

aque l las  cuest iones sobre las  que haya reca ído una 

reso luc ión jud ic ia l  f i rme y def in i t iva,  y  en las  que sea 

necesar ia  la intervenc ión de l min ister io f isca l .   

 

En e l  convenio  arb i tra l  deberá establecerse un 

procedimiento para la  des ignac ión de un número s iempre 

impar  de árb i tros,  aunque sea la  des ignación de un 

tercero quien los  nombre.  
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CAPÍTULO SEGUNDO. CAPÍTULO SEGUNDO. CAPÍTULO SEGUNDO. CAPÍTULO SEGUNDO.     

DERECHO PROCESAL DEL TRABAJO.DERECHO PROCESAL DEL TRABAJO.DERECHO PROCESAL DEL TRABAJO.DERECHO PROCESAL DEL TRABAJO.     

    

I I .1  CONCEPTO DE PROCESO.II .1  CONCEPTO DE PROCESO.II .1  CONCEPTO DE PROCESO.II .1  CONCEPTO DE PROCESO.     

 

E l  proceso se in ic ia  con una pet ic ión a los  tr ibunales  

rea l izada por  las  partes o  l i t igantes,  pet ic ión que de 

acuerdo con e l  lenguaje  jur íd ico  se  denomina pretens ión, 

y  que e l  órgano jur isd icc iona l  actúa o  deniega según 

parezca o no fundada en Derecho.   

 

Los sujetos que interv ienen en e l  proceso son tres: e l  

que hace la  rec lamación o formula la  pretensión ( l lamado 

actor  o  demandante),  e l  sujeto  a quien se d ir ige  la 

pretens ión (que es e l  demandado) y e l  órgano 

jur isd icc iona l que dec ide s i  da la razón o no a l  

demandante,  dec is ión que se impone de forma coact iva a 

las  partes.  

 

Este  esquema es e l  propio  de los  procesos c iv i les , 

aunque const i tuye e l  esquema t íp ico,  reproduc ib le de una 

forma fác i l  en otros órdenes jur isd icc iona les (sobre todo 

en los  procesos ante  los t r ibunales contenc iosos 

administrat ivos y labora les).   

 

E l  proceso penal ,  en cambio, t iene un desarro l lo  

d is t into  pues, por  lo  común, es e l  Estado quien se encarga 

de a lentar  la persecuc ión de l  de l i to  e incoar  e l  

correspondiente proceso,  s i  b ien,  ex is ten a lgunos de l i tos 

que só lo  son perseguib les a instanc ia de parte , 
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requir iendo denunc ia de l  per judicado,  lo  que hace que la 

a lud ida b ipo lar izac ión demandante-demandado se 

reproduzca aquí también,  sa lvando las  d is tanc ias.  Lo que 

en e l  proceso c iv i l  es  e l  demandado,  en e l  proceso penal 

se  denomina reo.  E l  demandante ser ía  aquí  e l  denunciante 

o  e l  propio Estado.  Y  lo  que en e l  proceso c iv i l  es la 

demanda, en e l  penal  es la acusac ión.  

 

E l  proceso se compone de una p lura l idad de actos 

encadenados entre  s í ,  de modo que los  actos anter iores 

just i f ican y son requis i to  de va l idez  de los  poster iores. 

Este  encadenamiento se  denomina procedimiento.   

 

E l  proceso c iv i l  comienza con la  demanda, en la  que 

e l  demandante expone los  hechos y los  argumentos 

jur íd icos en los  que basa su pretens ión.   

 

A la  demanda contesta e l  demandado,  que puede 

observar  una de estas s i tuac iones: a l lanamiento,  s i  está 

de acuerdo con lo  so l ic i tado por e l  demandante y se a l lana 

a cumpl ir  lo  que éste  le  ex ige; opos ic ión,  s i  ocurre  lo 

contrar io,  en cuyo caso formulará excepc iones,  es dec i r ,  

argumentos que t ienden a contrarrestar  o  qui tar  e f icac ia a 

lo  que e l  demandante propone; por  úl t imo, cabe la 

reconvenc ión,  que supone que e l  demandado se convier te 

a su vez  en demandante y contesta a la  demanda 

p lanteando a su vez  otra demanda contra la  parte 

opuesta.  
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A cont inuac ión v iene la  fase probator ia ,  en la  que 

cada una de las partes propone las  pruebas que se quiera 

hacer  va ler  (confes ión,  test imonio,  per ic ia , documentos, 

inspecc ión ocular  de l  juez  y prueba de presunc iones).  E l  

procedimiento termina con la  sentenc ia,  que dará la razón 

a quien la  tenga y se  pronunc iará también sobre quién 

t iene que soportar las costas del  procedimiento. 

 

E l  l i t igante que no queda sat isfecho con la  reso lución 

jud ic ia l  t iene abier ta la pos ib i l idad de formular recursos 

contra la  sentenc ia.  

 
E l  Derecho procesa l ,  es  la  esfera de l  ordenamiento 

jur íd ico  const i tu ida por  e l  conjunto de las  normas 

reguladoras de una ser ie  o  cadena de actos suces ivos, 

re lac ionados entre  s í  y  desarro l lados de un modo 

ordenado —el  conjunto de los cua les se  l lama proceso— y 

tendentes a la  obtenc ión de un pronunc iamiento jud ic ia l ,  

en part icu lar  de una sentenc ia, y  a l  subs iguiente 

cumpl imiento de d icho fa l lo .  

 

E l  proceso var ía  según que lo  d iscut ido ante  los  

t r ibunales sea un derecho subjet ivo pr ivado (proceso 

c iv i l ) ,  una re lac ión labora l  (proceso labora l) ,  un acto  en e l  

que intervenga la  Administrac ión en cuanto ta l  (proceso 

contenc ioso-administrat ivo) o e l  esc larec imiento de un 

de l i to  o fa lta  (proceso penal) .  

 

La facu l tad de los órganos jur isd icc iona les de l  Estado 

de pedir  la  ap l icac ión de normas jur íd icas a casos 
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concretos,  para entender  sobre las  causas antes descr i tas 

y mediante  cua lquiera de los  procedimientos que resul ten 

pert inentes se  l lama acc ión.  El  v íncu lo  que se establece 

entre  los  órganos jur isd icc ionales y quien hace va ler  su 

derecho de acc ión o  defensa rec ibe e l  nombre de re lac ión 

jur íd ica procesal .  

 

E l  Derecho procesa l  só lo  t iene sent ido y nace cuando 

se presc inde de la  autodefensa para la  so luc ión de 

pos ib les controvers ias,  cuando prohíbe que cada uno tome 

la  just ic ia  por  su mano, asumiendo e l  Estado la  mis ión de 

tute lar  los derechos de los  c iudadanos en todos sus 

aspectos y e l  de dec larar los  en e l  supuesto de que se 

d iscutan o resulten dudosos o  inc ier tos.  

 

E l  Procedimiento,  es la  f igura de l  Derecho procesal 

que def ine la  ser ie  de trámites que se e jecutan o cumplen 

en cada una de las  fases de un proceso.  

 

Los autores t ienden a d is t inguir  e l  procedimiento en 

contraste  con proceso; mientras que por  proceso se 

ent iende la  inst i tuc ión por  la cua l  se  resue lven los  l i t ig ios 

entre  las  personas por  medio  de un mecanismo que l leva 

inc lu ida una suces ión de actos como la  pos ib i l idad de 

a legac ión,  prueba y reso luc ión,  e l  procedimiento 

const i tu ir ía  la  ser ie de actos de in ic iac ión, desarro l lo y 

conc lusión de l  proceso.  

 

Desde otro  punto de v is ta,  se  reserva e l  término 

proceso para a lud ir  a  los  trámites que se e fectúan ante  la 
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autor idad jud ic ia l  y  procedimiento para refer irse a los  que 

atañen a la  autor idad administrat iva,  lo  cua l  debe 

admit irse  bajo  c ier tas espec i f icac iones y condic iones,  ya 

que las  leyes procesa les jur isd icc iona les ut i l izan ambos 

vocablos s in un cr i ter io  espec í f ico de d is t inc ión.  

    

I I .2  DEFINICIÓN DE DERECHO PROCESAL DEL TRABAJO.II .2  DEFINICIÓN DE DERECHO PROCESAL DEL TRABAJO.II .2  DEFINICIÓN DE DERECHO PROCESAL DEL TRABAJO.II .2  DEFINICIÓN DE DERECHO PROCESAL DEL TRABAJO.     

 

E l  Derecho procesa l  só lo  t iene sent ido y nace cuando 

se presc inde de la  autodefensa para la  so luc ión de 

pos ib les controvers ias,  cuando prohíbe que cada uno tome 

la  just ic ia  por  su mano, asumiendo e l  Estado la  mis ión de 

tute lar  los derechos de los  c iudadanos en todos sus 

aspectos y e l  de dec larar los  en e l  supuesto de que se 

d iscutan o resulten dudosos o  inc ier tos.  

 

E l  Derecho procesa l ,  cuyo rango puede cons iderarse 

subs id iar io  o  accesor io ,  const i tuye un medio  para lograr  e l  

f in  de tute lar  los  derechos,  pero no deja de ser  una rama 

de l Derecho públ ico .  

 

Regula la  act iv idad de los órganos públ icos, los 

órganos jur isd icc iona les, sus pronunc iamientos, la  e f icac ia 

de los  mismos y e l  poder inherente a las medidas de 

e jecuc ión y aseguramiento que impl ican causa,  de un 

modo d irecto,  y atañen a la potestad soberana de l Estado.  

 

E l  aná l is is  conjunto de l  derecho procesa l  mexicano 

nos conduce,  s in embargo,  a  no omit ir  la precis ión de las 

d iversas ramas que integran a aqué l .   
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Como en e l  desarro l lo  de este  capí tu lo  se harán 

a lus iones part icu lares a d ichas ramas,  conviene precisar 

su número, contenido y fuentes.  

 

Para este  objeto,  hemos dec id ido ut i l izar  la 

c las i f icac ión de l  derecho procesa l  en tres grandes 

sectores,  propuesta por  F ix-Zamudio:  

 

a)  El  derecho procesa l  d ispos i t ivo,  regido por  e l  

pr inc ip io  d ispos i t ivo y que comprende a l  

derecho procesal  c iv i l  y  mercant i l ;   

 

b)  El  derecho procesa l  soc ia l ,  or ientado por  e l  

pr inc ip io  de just ic ia  soc ia l  o  de " igua ldad por 

compensac ión"  y dentro  de l  cual  se  agrupan e l  

derecho procesa l  de l  trabajo,  e l  derecho 

procesa l  agrar io  y e l  derecho procesa l  

as is tenc ia l ,  y  

 

c)  El  derecho procesa l  inquis i tor io ,  y  en e l  que 

se cont ienen e l  derecho procesa l  penal ,  e l  

derecho procesa l  administrat ivo,  e l  derecho 

procesa l  fami l iar  y  de l  estado c iv i l  y e l  

derecho procesal  const i tuc iona l .1  

Antes de in ic iar  e l  examen de l  contenido y de las 

fuentes de cada una de estas ramas,  conviene recordar 

                                                 
1 Cfr. FIX-ZAMUDIO, Héctor. El juicio de amparo. Editorial Porrúa. México Distrito Federal 1964. Págs. 18 
a 20. 
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que todas e l las  t ienen como fuente pr imordia l  a la 

Const i tuc ión Po l í t ica de 1917.  

 

S in poder profundizar  en las  d iversas normas 

const i tuc iona les que or ientan e l  derecho procesa l 

mexicano las  cua les serán objeto  de anál is is  en los 

capí tu los sobre derecho const i tuc iona l  y derechos 

humanos-,  y  a reserva de a lud ir  a  a lgunas de d ichas 

normas al  mencionar  las  fuentes de cada una de las  ramas 

procesa les,  debemos destacar  cuatro preceptos 

const i tuc iona les de suma importanc ia  para todas e l las .   

 

En pr imer  lugar  debemos menc ionar  e l  ar t ícu lo  17 

const i tuc iona l  que prohíbe la  autotute la  y d ispone que los 

" tr ibunales estarán expedi tos para administrar just ic ia  en 

los  p lazos y términos que f i je  la  ley; su serv ic io  será 

gratu i to ,  quedando,  en consecuencia,  prohib idas las 

costas jud ic ia les" .   

 

Se  debe  ac larar ,   s in embargo,  que e l  propós ito  de l 

const i tuyente de que e l  Estado impart iese just ic ia  en 

forma rápida y gratu i ta  no se ha podido obtener  en forma 

efect iva,  pues, por  un lado,  e l  enjuic iamiento mexicano 

s igue ten iendo, en términos genera les,  una cons iderable 

lent i tud,  y  por e l  o tro ,  en la  práct ica procesa l  s iguen 

ex ist iendo a lgunos cobros o  remunerac iones no of ic ia les 

en favor de funcionar ios y empleados jud ic ia les.   

 

En segundo lugar , e l  ar t ícu lo  14,  segundo párrafo,  de 

la  Const ituc ión establece e l  derecho fundamenta l  que todo 



 8 
sujeto de derecho t iene de no poder  ser  pr ivado de sus 

derechos,  s ino mediante  un proceso "seguido ante  los 

t r ibunales prev iamente establec idos,  en e l  que se cumplan 

las  formal idades esenc ia les  de l  procedimiento y conforme 

a las  leyes expedidas con anter ior idad a l  hecho".   

 

Se trata,  como puede observarse,  de uno de los 

preceptos más importantes de l  ordenamiento jur íd ico 

mexicano, ya que cons igna la  l lamada "garant ía de 

audienc ia"  o  derecho fundamenta l  de defensa en ju ic io .  

 

En   tercer   lugar , e l  ar t ícu lo 13 const i tuc iona l 

prohíbe e l  establec imiento y func ionamiento de tr ibunales 

extraord inar ios o  por  comis ión.  

 

Y ,  por  ú l t imo, e l  ar t ícu lo  16 establece e l  deber  de 

todos los  órganos de autor idad - inc luyendo a los 

juzgadores- de fundar  y mot ivar  lega lmente todos sus 

actos que impl iquen a lguna molest ia  o  afectac ión,  as í  sea 

prov is iona l ,  en los derechos de las  personas.  

 

Además de estas cuatro  d isposic iones contenidas en 

e l  capítu lo  de "garant ías  indiv idua les" , la Const i tuc ión 

también establece en su l lamada "parte  orgánica"  las 

bases para la  organizac ión de los  tr ibunales federales 

(ar t ícu los 94-101, 103.107 y 123,  apartado A,  f racción 

XX, y apartado B,  fracc ión XII)  y de l  D istr i to  Federal  

(ar t ícu lo  73,  f racc ión VI ,  base 4a.),  as í  como del 

Min is ter io  Públ ico (ar t ícu los 102 y 73,  fracc ión VI,  base 

5a.) .   
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E l  Derecho Procesa l  es  e l  conjunto de d isposic iones 

que regulan la  suces ión concatenada de los  actos jur íd icos 

rea l izados por e l  juez,  las partes y otros sujetos 

procesa les, con e l  objeto  de reso lver  las controvers ias 

que se susc i tan con la  ap l icac ión de las  normas de 

derecho sustant ivo.  

 

Desde e l  punto de v is ta h is tór ico,  las  d isposic iones 

procesa les que han tenido trascendenc ia en nuestro 

ordenamiento jur íd ico  son las  que tuv ieron v igenc ia 

durante la  época co lon ia l ,  en v i r tud de que las  de or igen 

precortes iano poco inf luyeron con poster ior idad a la 

conquista,  y se  apl icaron en forma muy restr ing ida a 

través de su reconoc imiento por las leyes españo las.  

 

De acuerdo con lo  señalado por  e l  destacado 

procesa l ista  españo l  N iceto A lca lá-Zamora y Cast i l lo ,  

profundo conocedor  de nuestro  derecho procesa l ,  d icha 

mater ia  como las restantes,  estuvo regida por  la 

leg is lac ión caste l lana, ya sea como fuente d irecta en un 

pr inc ip io  y poster iormente como supletor ia para l lenar los 

vados de l  derecho ind iano.  

 

E l  mismo tratadista cons idera que e l  derecho procesa l 

de la  Nueva España estuvo integrado por  tres sectores:  

 

a)  Las leyes caste l lanas v igentes en e l  

v i rre inato,  las  d ic tadas con carácter  genera l  
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para los  d i ferentes terr i tor ios amer icanos, y 

las  espec í f icas para la  Nueva España;  

 

b)  Junto a este  conjunto leg is lat ivo subs ist ió  en 

parte e l  derecho autóctono, ya que la  

Recopi lac ión de 1680 conf irmó las  leyes y las 

buenas costumbres de los ind ígenas 

anter iores a la conquista, con ta l  que no 

fuesen contrar ias  a la  re l ig ión cató l ica y a las 

Leyes de Indias, y   

 

c)  Fina lmente,  la c i tada Recopi lac ión de las  

Leyes de los  Re inos de las  Indias, 

promulgadas por  Car los I I  e l  18 de mayo de 

1680, cont iene a lgunas reg las sobre 

procedimiento organizac ión jud ic ia l ,  recursos 

y e jecuc ión,  pero tan incompletas que era 

necesar io  seguir  ap l icando a cada paso e l  

derecho caste l lano,  según e l  orden 

establec ido por las  Leyes de Toro,  es dec ir : 

Ordenanzas Reales,  Fuero Real ,  Fueros 

Munic ipa l ' ' ,  y  en mater ia  procesa l ,  la  par t ida 

I I I .2 

 

De acuerdo con e l  mismo tratadista,  proclamada la 

independenc ia s igu ieron apl icándose en México los 

cuerpos lega les caste l lanos,  y t ras a lgunos intentos de 

re forma de a lcance l imitado,  entre  e l los  e l  proyecto de ley 

                                                 
2 Cfr. ALCALÁ – ZAMORA Y CASTILLO, Niceto. Proceso, auto composición y defensa. Editorial Porrúa. 
México Distrito Federal 1970. 2ª. Edición. Págs. 211 y 212. 
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de 1838 para e l  arreg lo  de la  administrac ión de just ic ia  se 

promulgó e l  4  de mayo de 1857, la  ley de procedimientos, 

también de insp irac ión española y que era a un t iempo 

orgánica, procesa l  c iv i l  y  só lo en un sector ,  regulaba la 

mater ia  procesal  penal .  

 

A part ir  de entonces se  expid ieron los  códigos que 

podemos cons iderar  como modelos tanto en mater ia 

procesa l  c iv i l  como penal;  as í  como la  parte re lat iva a l  

enju ic iamiento mercant i l  y  e l  castrense.  

 

Brevemente puede af irmarse que debido a la 

conjunc ión de la  trad ic ión h ispánica co lon ia l  y  la  

in f luenc ia    de l     derecho   angloamer icano,   e l    proceso 

administrat ivo poster ior  a la  independenc ia estuvo 

v inculado a las  normas procesa les c iv i les ,  ya que los 

conf l ic tos contra las  autor idades administrat ivas se 

p lanteaban ante los  tr ibunales ord inar ios,  y por  conducto 

de los  procedimientos regulados por  los  códigos 

procesa les c iv i les .  

 

Hubo dos intentos de introducir  e l  s is tema francés 

de l  contenc ioso administrat ivo atr ibu ido a un Consejo  de 

Estado,  por  las leyes sobre lo contenc ioso administrat ivo 

y sus respect ivos reg lamentos, de 25 de mayo de 1853 y 

12 de octubre de 1865.  

 

Con e l  objeto  de descr ib ir  de manera panorámica los 

d iversos sectores de l  ordenamiento procesal  mexicano, 

este puede d iv id i rse entres categor ías:   
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a)  El  derecho procesa l  d ispos i t ivo,  reg ido de 

manera predominante por  c i tado pr inc ip io ,  y 

que comprende a las normas procesa les 

c iv i les y mercant i les;   

 

b)  El  derecho procesa l soc ia l ,  or ientado por  e l 

pr inc ip io  de just ic ia  soc ia l  o  de ' ' igua ldad por 

compensac ión' ' ,  según la  gráf ica expres ión 

de l  i lustre  procesa l is ta  uruguayo Eduardo J .  

Couture,  dentro de l  cua l  podemos agrupar  las 

d ispos ic iones procesa les labora les, agrar ia  y 

de la  segur idad soc ia l  y ,  f ina lmente;  

 

c)  El  derecho procesa l  inquis i t ivo,  en e l  cua l 

quedan comprendidos los  preceptos 

procesa les penales,  mi l i tares,  administrat ivos 

y famil iares,  as í  como los de carácter 

const i tuc iona l .3 

    

   En e l  Derecho procesa l  d ispos it ivo,  las  normas 

procesa les c iv i les  y mercant i les  t ienen por  f ina l idad la 

so luc ión de los l i t ig ios   de   esta   natura leza  que 

afecten esenc ia lmente a los  part icu lares; y por  e l lo  los 

derechos sustant ivos que se d iscuten t ienen un carácter 

predominante d isponib le .   

 

                                                 
3 Cfr. ALCALÁ – ZAMORA Y CASTILLO, Niceto. Op. Cit. Págs. 213 y 214. 
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Por  su parte ,  e l  Derecho procesa l  soc ia l ,  cont iene las 

normas procesa les por  conducto de las cua les se 

resue lven los  conf l ic tos o  controvers ias en las  que 

interv ienen personas ind iv iduales o  co lect ivas que se 

encuentran en s i tuac ión desfavorable  desde e l  punto de 

v is ta soc ia l ,  económico o  cu l tura l ,  como son los  obreros y 

campes inos y aque l los  que requieren de la segur idad 

soc ia l  prestada por  inst i tuc iones públ icas.   

 

En cuanto a l  Derecho procesa l labora l,  cuyo 

fundamento se encuentra en e l  ar t ícu lo  123 de la 

Const i tuc ión,  par t icu larmente en las  f racc iones XX a XXII,  

de l  actua l  apartado A.   

 

De acuerdo con la  redacc ión or ig ina l  de l  preámbulo 

de d icho precepto const i tuc ional ,  la  regulac ión tanto 

sustant iva como procesa l  correspondió  a las  ent idades 

federat ivas,  las cua les expid ieron leyes labora les entre 

1917 y 1926, hasta que la  propia leg is lac ión se  centra l izó 

en e l  Congreso de la Unión,  de acuerdo con la  re forma 

const i tuc iona l  de 6 de sept iembre de 1929, con base en la 

cua l  se  expid ió  la  Ley Federa l  de l  Trabajo de 18 de agosto 

de 1931, en e l  cua l  se incorporaron las  normas 

procesa les.  

 

Este  ordenamiento fue sust i tu ido por  la  Ley Federa l 

de l  Trabajo v igente, que in ic io  su apl icac ión e l  pr imero de 

mayo de 1970, en la  inte l igenc ia  de que las  d ispos ic iones 

procesa les fueron sust i tu idas por  la  re forma a l  propio 
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ordenamiento que entró en v igor  e l  pr imero de mayo de 

1980. 

 

In ic ia lmente que esta rama regula e l  proceso 

dest inado a so lucionar  los  l i t ig ios  der ivados de los 

contratos o re lac iones de trabajo.   

 

Franc isco Ramírez  Fonseca,  ind ica que e l  derecho 

procesa l  t iene p lena va l idez en la  administrac ión de 

just ic ia ,  por  parte  de los t r ibunales labora les,  s in 

embargo,  resu l ta  l imitado porque la  act iv idad de d ichos 

órganos no se constr iñe a la  apl icac ión de l  derecho (como 

jur isd icc ión),  s ino también conc i l ian,  interpretan y 

construyen e l  derecho.  

 

A l  ana l izar  las  tres func iones que rea l izan las  Juntas 

de Conc i l iac ión y Arb i tra je , def ine a l  derecho procesa l  de l 

t rabajo  como " e l  conjunto de normas que regulan la 

act iv idad de l Estado,  a  través de las Juntas de 

Conc i l iac ión y Arb i tra je ,  tendiente  d icha act iv idad a 

buscar  la  conc i l iac ión en los  conf l ic tos de trabajo,  y,  de 

no ser  ésta pos ib le,  a  reso lver  los  conf l ictos por  v ía 

jur isd icc iona l  o emit iendo e l  derecho apl icable  a l  caso 

concreto,  s iempre dentro de su propia órb i ta  de 

facu ltades" .4 

 

De manera frecuente se  menciona a l  derecho procesa l 

de l  trabajo  como la  rama de la c ienc ia jur íd ica que d ic ta 

                                                 
4 Cfr. RAMÍREZ FONSECA, Francisco. La prueba en el procedimiento laboral. Editorial PAC. México 
Distrito Federal 1988. Pág. 23. 



 15 
las  normas instrumenta les para la  actuac ión de l  derecho; 

que d isc ip l ina la act iv idad de l  juzgador y de las  partes,  en 

todo lo  concern iente  a la  mater ia  labora l .   

 

Por  su parte ,  e l  reconoc ido Maestro  de Derecho del 

Trabajo y pro l í f i co  autor  de d iversas obras de nuestra 

mater ia ,  A lber to Trueba Urb ina lo  def ine como:  

 

“E l   conjunto   de   reg las  jur íd icas  que  regulan la 

act iv idad jur isd icc iona l  de los  tr ibunales y e l  proceso de l 

t rabajo para e l   mantenimiento   de l    orden   jur íd ico    y   

económico de las  re lac iones obrero-patronales, 

interobreros o  interpatronales" .5  

 

Armando Porras y López lo  ident i f ica como:  

 

"Aque l la  rama de l  derecho que conoce la  act iv idad 

jur isd icc iona l  de l  Estado,  respecto de las  normas que 

regulan las  re lac iones labora les,  desde los  puntos de v is ta 

jur íd ico  y económico; e l  derecho procesa l  labora l  es  la 

rama de l  derecho que conoce de la  act iv idad jur isd icc ional 

de l  Estado,  respecto de la  ap l icac ión de las  normas con 

mot ivo, en ocas ión o a consecuenc ia de las re lac iones 

obrero-patronales."6 

De lo anter ior ,  se in f iere  que e l  derecho procesa l  de l 

t rabajo  conoce   la    act iv idad   jur isd icc ional  en los 

                                                 
5 TRUEBA URBINA, Alberto. Tratado teórico práctico de Derecho procesal del trabajo. Editorial Porrúa. 
éxico Distrito Federal 1965. Pág. 18. 
6 PORRAS Y LÓPEZ, Armando. Derecho Procesal  del trabajo. Textos Universitarios. México Distrito 
Federal 1971.  Pág. 19 
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diversos conf l ictos labora les,  a f in  de mantener  e l  orden 

jur íd ico  dentro  de nuestro  s is tema de derecho.   

 

I I .3  NATURALEZA JURÍDICA.II .3  NATURALEZA JURÍDICA.II .3  NATURALEZA JURÍDICA.II .3  NATURALEZA JURÍDICA.     

 

Determinar  la natura leza jur íd ica de l  derecho 

procesa l  de l  trabajo,  es ubicar la  en e l  lugar  que le 

corresponde dentro  de la  c las i f icac ión de l  derecho; es un 

problema de c las i f icac ión y, por  tanto,  corresponde a la 

s is temát ica jur íd ica.  

 

Héctor F ix-  Zamudio y José Oval le  Fave la,  expl ican 

que en esta rama procesa l es prec iso d is t inguir  dos 

procesos:  

 

E l  dest inado a so lucionar  los  conf l ic tos surg idos entre 

patrones empresar io  y trabajadores,  con motivo de los 

contratos o  re lac iones de trabajo y en genera l ,  de las 

normas labora les,  y  

 

E l  dest inado a so lucionar  l i t ig ios  surg idos con mot ivo 

de re lac iones de trabajo establec idas entre  los órganos y 

organismos de la  administrac ión públ ica federa l  y  los 

empleados públ icos.  E l  pr imero se encuentra regulado en 

e l  apartado A de l  ar t ícu lo 123 const i tuc iona l  y  su 

reg lamentar ia ,  la  Ley Federa l  de l  Trabajo promulgada e l  

23 de d ic iembre de 1969 y con v igenc ia  a part ir  de l 1º.  de 

mayo de 1970, la  cua l  ha s ido objeto  var ias reformas,  la 

más importante de las  cua les desde e l  punto de v is ta de l  

derecho procesal ,  es la  promulgada e l  31 de d ic iembre de 
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1979 y que entró  en e l  lo.  de mayo de 1980. E l  segundo 

proceso se encuentra regulado en e l  apartado B de l  mismo 

ar t ícu lo  123 const i tuc iona l  y  en su ley reg lamentar ia ,  la 

Federa l  de los  Trabajadores a l  Servic io  de l  Estado 

promulgada e l  27 de d ic iembre de 1963, la  cual  ha ten ido 

también a lgunas re formas,  pero n inguna concern iente a l  

proceso de l  trabajo.  

 

Las dos leyes menc ionadas fueron expedidas por  e l  

Congreso de la Unión y en vigenc ia  en todo e l  terr i tor io 

nac iona l .   

 

Se debe ac larar ,  s in embargo, que apl icac ión de la 

Ley Federa l  de l  Trabajo corresponde tanto a los t r ibunales 

labora les federa les -para c ier ta c lase de act iv idades 

económicas- como a los  tr ibunales labora les loca les -para 

las  act iv idades no prev istas para los  t r ibunales federa les- 

de acuerdo con la  d is tr ibución establec ida en e l  art ícu lo 

123 const i tuc iona l ,  apartado A,  fracc ión XXXI,  y en e l  

ar t ícu lo  527 de la  Ley Federa l  de l  Trabajo.7  

 

En los  ú l t imos t iempos se ha observado un 

cons iderable  incremento de los  asuntos de la  competenc ia 

de los  tr ibunales labora les federa les y,  como 

consecuenc ia, una reducc ión en los de la competenc ia  de 

los tr ibunales labora les loca les.  

Por  lo  que conc ierne a la Ley Federa l  de los  

Trabajadores  a l   Serv ic io  de l  Estado,  s i  b ien fue expedida 

                                                 
7 Cfr. FIX-ZAMUDIO, Héctor y otro. Introducción al Derecho Mexicano. Tomo I. Universidad Nacional 
Autónoma de México. México Distrito Federal 1983. Pág. 1257. 
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por  e l  Congreso de la  Unión y t iene v igenc ia  en todo e l  

terr i tor io nac iona l ,  sus d ispos ic iones afectan só lo las 

re lac iones entre  la  administrac ión públ ica federa l 

( inc luyendo la de l  D istr i to  Federa l)  y  sus empleados 

públ icos,  por  lo que las  re lac iones de las  administrac iones 

públ icas estata les y munic ipa les con su trabajadores,  se 

deben regir  por las respect ivas leyes expedidas por los 

órganos leg is lat ivos de los  Estados.   

 

E l  proceso supone una act iv idad generadora de actos 

jur íd icamente regulados, encaminados todos a obtener 

una determinada reso luc ión jur isd icc iona l .   

 

I I .4  PRINCIPIOSII .4  PRINCIPIOSII .4  PRINCIPIOSII .4  PRINCIPIOS    DEL DERECHO PRDEL DERECHO PRDEL DERECHO PRDEL DERECHO PROCESAL DEL TRABAJO.OCESAL DEL TRABAJO.OCESAL DEL TRABAJO.OCESAL DEL TRABAJO.     

    

Gramat ica lmente,  por pr inc ip io se  ent iende la base, 

fundamento,  or igen,  razón fundamenta l  sobre la  cua l  se 

procede d iscurr iendo en cua lquier  mater ia .  

 

En su acepc ión f i losóf ica, son las  máximas o verdades 

universa les de l  derecho procesa l  de l  trabajo  que han 

servido para or ientar la ley pos it iva.   

 

De acuerdo con la  escue la h is tór ica,  los  pr inc ip ios del  

derecho son los  que han nacido de los  pueblos en su 

devenir  h is tór ico,  en e l  t iempo y en e l  espac io , y que 

igua lmente han s ido fuente de insp irac ión para los  

leg is ladores, a l  crear  e l  acto legis lat ivo,  es dec ir ,  han 

servido para or ientar a l  derecho mismo.  
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Nuestra mater ia  se  r ige  por  pr inc ip ios espec ia les  y 

part icu lares que poco a poco le  han dado autonomía. En 

e fecto,  e l  ar t ícu lo  685 de la  Ley, s iguiendo los  pr inc ip ios 

doctr ina les determina:  

 

"E l  proceso del  derecho de l  t rabajo será públ ico , 

gratu i to ,  inmediato, predominantemente ora l  y se  in ic iará 

a instanc ia  de parte.  Las Juntas tendrán la  ob l igación de 

tomar las medidas necesar ias  para lograr la  mayor 

economía,  concentrac ión y senc i l lez de l  proceso.”   

 

Cuando la  demanda de l  trabajador  sea incompleta,  en 

cuanto a que no comprenda todas las  prestac iones que de 

acuerdo con esta Ley der ive  de la  acc ión intentada o 

procedente,  conforme a los  hechos expuestos por  e l  

t rabajador , la Junta,  en e l  momento de admit ir  la  

demanda, subsanará ésta. Lo anter ior  s in per ju ic io  de que 

cuando la  demanda sea oscura o  vaga se proceda en los 

términos prev istos en e l  ar t ícu lo 873 de esta Ley.   

 

De la  d ispos ic ión anter ior ,  se pueden resumir  los 

s igu ientes pr inc ip ios:   

 

Pr inc ip io de publ ic idadPr inc ip io de publ ic idadPr inc ip io de publ ic idadPr inc ip io de publ ic idad     

 

Const i tuye un derecho a favor  de los  c iudadanos a 

presenc iar  las  audienc ias o  d i l igenc ias que se desarro l len 

durante e l  proceso,  sa lvo las  excepc iones expresamente 

establec idas,  por  e jemplo: razones de buen serv ic io; 
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moral y  buenas costumbres; d iscus ión y votac ión de l 

laudo.   

 

Es una garant ía para que e l  proceso se desarro l le  en 

forma l impia y honesta, respetando sus reglas 

fundamenta les.  Se pretende que los terceros in f luyan con 

su presenc ia en e l  comportamiento de la autor idad.   

 

A l  respecto,  e l  ar t ícu lo  720 de la  Ley,  previene que, 

" las audienc ias serán públ icas.  La Junta podrá ordenar  de 

o f ic io o a instanc ia  de parte ,  que sean a puerta cerrada 

cuando lo  ex i ja e l  mejor  despacho de los  negoc ios,  la 

mora l o las  buenas costumbres" .8  

 

Pr inc ip io de gratu idadPr inc ip io de gratu idadPr inc ip io de gratu idadPr inc ip io de gratu idad     

 

S in lugar  a dudas,  la  gratu idad en e l  procedimiento 

labora l ,  der iva de l  ar t ícu lo  17 de nuestra Carta Magna que 

determina: "nadie  puede ser apr is ionado por deudas de 

carácter  puramente c iv i l .  Ninguna persona podrá hacerse 

just ic ia  por  s í  misma, n i  e jercer  v io lencia  para rec lamar 

su derecho. Los Tr ibunales estarán expedi tos para 

administrar  just ic ia  en los  p lazos y términos que f i je  la 

Ley; su serv ic io  será gratu i to ,  quedando,  en 

consecuenc ia, prohib idas las costas jud ic ia les.”   

 

En e l  ar t ícu lo  19 de la  Ley Federa l  de l  Trabajo se 

establece que las  actuac iones re lac ionadas con las  normas 

                                                 
8 Cfr. TENA SUCK, Rafael y otro. Derecho Procesal del Trabajo.  Editorial Trillas. México Distrito Federal 
2003. Pág. 17. 
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de trabajo no causarán impuesto a lguno.  No obstante 

re fer irse  a la  mater ia  impos i t iva,  los usos y costumbres le 

han otorgado una interpretac ión extensiva a esta 

d ispos ic ión,  cons iderando que sa lvo los  honorar ios de los 

per i tos contratados por  las  partes y los  gastos en la 

e jecuc ión de un laudo,  todas las  actuac iones laborales son 

gratu i tas.  

 

PPPPr inc ip io de inmediatezr inc ip io de inmediatezr inc ip io de inmediatezr inc ip io de inmediatez     

 

Cons iste  esenc ia lmente en que los  miembros de las 

Juntas de Conci l iac ión y Arb it raje  deben estar  en contacto 

personal  con las  partes: rec iban pruebas, o igan sus 

a legatos, las  interroguen, etc. ,  para obrar con mayor 

just ic ia .   

 

Franc isco Ramírez  Fonseca,  prec isa a l  respecto que e l  

juez  o  e l  tr ibunal  que deba conocer  y fa l lar  e l  negoc io  o 

conf l ic to  labora l  tendrá que estar en contacto d i recto, en 

re lac ión próx ima a las  partes y deberá pres id i r ,  de ser 

pos ib le ,  todas las  audienc ias a f in  de que conozca e l  

negoc io ,  no a través de l  secretar io ,  en e l  acuerdo, s ino 

personalmente, de forma inmediata,  a  f in  de d ic tar  una 

sentenc ia  justa.9  

 

Por  e l lo ,  las  Juntas están obl igadas a rec ib ir  todas 

las  dec larac iones y presenc iar  todos los  actos de prueba, 

bajo la  más estr ic ta  responsabi l idad del  funcionar io  que 

                                                 
9 Cfr. RAMÍREZ FONSECA, Francisco. Op. cit. Pág. 56. 
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actúe; as imismo, los  miembros de las Juntas podrán hacer 

l ibremente las preguntas que juzguen oportunas a las 

personas que intervengan en las audienc ias,  examinar 

documentos, objetos o  lugares en atenc ión de que e l 

derecho procesal  de l  t rabajo  es profundamente d inámico y 

humano, por  la  natura leza misma de los  intereses en 

juego.  

    

Pr inc ip io de ora l idadPr inc ip io de ora l idadPr inc ip io de ora l idadPr inc ip io de ora l idad 

 

A d i ferenc ia  de l  derecho común, e l  Derecho Procesal 

labora l  se  desarro l la  con base en audienc ias, en las  que 

las  partes comparecen a hacer  va ler  sus derechos, 

ten iendo la  pos ib i l idad de exponer  verba lmente sus 

pretens iones ante  la  autor idad. Por  e l lo  se  le  ubica como 

un proceso eminentemente ora l .   

 

Se af irma que predomina la pa labra hablada, aunque 

no necesar iamente se  quiere  dec ir  con e l lo que no haya 

nada escr i to ,  ya que no podr ía  concebirse  un proceso 

tota lmente ora l,  debido a la  neces idad de la  constanc ia 

gráf ica,  ocas ionada por  la  impos ib i l idad mater ia l  de que e l  

juzgador  pueda conservar  en la  memoria todo e l  

desarro l lo de un conf l ic to.   

 

E l  ar t ícu lo  713 de la  Ley prevé que en las  audienc ias 

que se ce lebren se requer irá  de la  presenc ia  f ís ica de las 

partes o  de sus representantes o  apoderados.  
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Con e l lo  se  conf i rma la natura leza oral  de l  proceso, 

toda vez  que la ausenc ia  f ís ica a la  d i l igenc ia respect iva 

no puede sust i tu i rse con promociones escr i tas.   

 

En n ingún otro  caso se destaca con tanta prec is ión la 

ora l idad de l  procedimiento,  esto  se  debe indudablemente 

a la  neces idad de que se dé un contacto d i recto  entre  la 

autor idad y e l  l i t ig io ,  para un mejor  conoc imiento de l 

negoc io y la impart ic ión de una autént ica just ic ia 

labora l .10  

 

Pr inc ip io d ispos it ivoPr inc ip io d ispos it ivoPr inc ip io d ispos it ivoPr inc ip io d ispos it ivo     

 

Las Juntas de Conc i l iac ión y Arb i tra je  no pueden 

mani festarse s i  los  interesados no actúan,  es dec i r,  para 

que e l  poder jur isd icc iona l  intervenga por  conducto de sus 

t i tu lares, es necesar io  que los  part icu lares promuevan,  

impulsando e l  procedimiento.  Este  pr inc ip io  se  ha l lamado 

trad ic ionalmente in ic iat iva o  instanc ia  de parte ,  ta l  y  

como ocurre  en nuestra mater ia.   

 

Lo  anter ior  supone que e l  juzgador  só lo  actúa a 

pet ic ión de los  promoventes.  Ya los  romanos dec ían: nemo 

judex s ine acto  re  (no hay juez  s in partes).   

Este  pr inc ipio  es e l  opuesto a l  pr inc ip io  o  proceso 

inquis i tor ia l ,  en donde funciona la  Of ic ios idad como norma 

en e l  proceso.  

 

                                                 
10 Cfr. TENA SUCK, Rafael y otro. Op. Cit. Págs.18 y 19. 
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Pr inc ip io de economíaPr inc ip io de economíaPr inc ip io de economíaPr inc ip io de economía     

 

Frecuentemente se  confunde con e l  de gratu idad,  con 

e l  de concentrac ión y también con e l  de senc i l lez ,  por  los 

v ínculos tan estrechos que guarda con e l los.   

 

Es ind iscut ib le que e l  pr inc ip io  de economía debe 

tener  caracteres d i ferentes,  de lo  contrar io  const i tu i r ía  un 

s inónimo de cua lquiera de éstos,  h ipótes is  que debemos 

descartar .   

 

E l  proceso,  que es un medio,  no puede ex ig i r  un 

d ispendio  super ior  a l  va lor  de los  b ienes que están en 

debate,  que son e l  f in .  Una necesar ia  proporc ión entre  e l  

f in  y los  medios debe pres idi r  la  economía de l  proceso.  

 

La cuant ía  económica modesta caracter iza los 

t rámites s imples,  aumentando en la  medida de la 

importanc ia  de l  conf l ic to . Por esta razón se s impl i f ican las 

formas en e l  método ora l;  se  l imitan las  pruebas para 

ev i tar  gastos onerosos; se  reducen los  recursos; se 

e l iminan las  costas y gastos de l  l i t ig io ,  provocando la 

ex istenc ia  de tr ibunales especia l izados, que ev i tan por 

s is tema toda erogac ión innecesar ia  durante e l  proceso.  

 

Debemos conc lui r ,  que e l  pr inc ip io  de economía t iene 

impl icac iones patr imonia les,  y  pers igue e l  ahorro de todo 

gasto innecesar io  en e l  ju ic io  labora l .   

    

Pr inc ip io de senc i l lezPr inc ip io de senc i l lezPr inc ip io de senc i l lezPr inc ip io de senc i l lez     
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Mientras en e l  proceso c iv i l  prepondera la  ap l icac ión 

r íg ida e  in f lex ib le ,  en e l  Derecho Labora l  ocurre  todo lo 

contrar io,  y e l  leg is lador tuvo en cons iderac ión para 

arr ibar  a  esta conc lus ión que en la  mayor ía  de los  casos, 

en v i r tud de que e l  trabajador  carece de conoc imientos 

jur íd icos,  encontrándose en desventaja con e l  patrón.  

 

Debemos cons iderar  que este  pr inc ip io  se  apl ica a los 

casos en los cua les d irectamente los  interesados 

comparecen ante  los  tr ibunales a defender  sus derechos; 

consecuentemente no se les encauza por  reg las r íg idas o 

formular ias.   

 

E l  proceso labora l  moderno no se encuentra en esta 

h ipótes is ,  y  se requiere  de per itos en derecho asesorando 

a las partes, no obstante cua lquier  a f irmac ión en 

contrar io.   

 

A l  respecto,  la  ley de 1980, en su ar t ícu lo  687 indica: 

"en las  comparecenc ias,  escr i tos,  promociones o 

a legac iones,  no se  ex ig irá  forma determinada,  pero las  

partes deberán prec isar  los  puntos pet i tor ios".   

 

Esta facu l tad se  encuentra reservada únicamente a 

las  partes,  puesto que la  autor idad está constreñida a 

observar  las  formal idades esencia les  de l  procedimiento en 

los términos expresados por la  Carta Magna (art ícu lo  16).   
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Consecuentemente,  se  obl iga a l  respeto absoluto  de 

las  formas procesa les,  cuya v io lac ión se  traduce en la 

facu ltad de ex igi r  su cumpl imiento,  mediante  la 

regular izac ión de l  procedimiento (ar t ícu lo  686) o  la 

interposic ión de la  demanda de amparo ante  la  autor idad 

const i tuc iona l .   

    

Pr inc ip io de concentrac iónPr inc ip io de concentrac iónPr inc ip io de concentrac iónPr inc ip io de concentrac ión     

    

De acuerdo con la  natura leza de l  derecho labora l ,  los 

ju ic ios  deben ser  breves en su tramitación.  Lo contrar io  a 

este  pr inc ip io es la  d ispers ión,  que trae como 

consecuenc ia la  pro longac ión de los  procesos,  como 

ocurre  en e l  derecho c iv i l .   

 

Los autores de re ferenc ia,  a f irman que e l  pr inc ip io de 

concentrac ión se  encuentra prec isado fundamenta lmente 

en los  s igu ientes ar t ícu los:   

 

Los inc identes se  tramitarán dentro  de l  expediente 

pr inc ipa l  donde se promueve, sa lvo los casos prev istos en 

esta Ley (ar t ículo  761).  

 

Cuando se promueva un inc idente dentro  de una 

audienc ia  o  d i l igenc ia,  se  sustanc iará y reso lverá de 

p lano,  oyendo a las  partes;  e l  procedimiento se 

cont inuará de inmediato.  Cuando se trate  de nul idad, 

competenc ia  y en los  casos de acumulac ión y excusas, 

dentro  de las  24 horas s igu ientes se  señalará d ía  y hora 
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para la audienc ia  inc identa l  en la  que se reso lverá 

(ar t ícu lo  763).  

 

Además,  de acuerdo con e l  ar t ícu lo  848 de la  Ley,  las 

reso luc iones de las  Juntas no admiten n ingún recurso.  Las 

Juntas no pueden revocar sus propias reso luc iones,  só lo 

las  partes pueden ex ig i r  la responsabi l idad en que 

incurren sus miembros.  

 

En re lac ión con lo  expl icado, e l  ar t ícu lo  686 de la Ley 

expresa que las Juntas ordenarán que se corr i ja  cualquier  

i r regular idad que notaren en la  sustanc iac ión de l  proceso, 

para e l  e fecto  de regular izar  e l  procedimiento,  s in que 

e l lo  impl ique que puedan revocar sus propias 

determinac iones (regular izac ión del  procedimiento).  

 

Nuevos pr inc ip ios procesa lesNuevos pr inc ip ios procesa lesNuevos pr inc ip ios procesa lesNuevos pr inc ip ios procesa les     

        

La segunda parte  del  ar t ícu lo  685,  que fue re formado 

en 1980, prev iene una novedad en mater ia laboral  a l 

establecer:  

 

“Cuando la  demanda de l  trabajador  sea incompleta, 

en cuanto a que no comprenda todas las  prestac iones que 

de acuerdo con esta Ley der iven de la  acc ión intentada o 

procedente,  conforme a los  hechos expuestos por  e l  

t rabajador , la Junta,  en e l  momento de admit ir  la  

demanda, subsanará ésta. Lo anter ior  s in per ju ic io  de que 

cuando la  demanda sea oscura o  vaga se proceda en los 

términos prev istos en e l  ar t ícu lo 873 de esta Ley.”  
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Se pueden presentar  dos s i tuac iones jur íd icas 

tota lmente d i ferentes, a  saber:  e l  supuesto de que la 

demanda de l  t rabajador  sea incompleta y la  hipótesis  de 

que la  misma sea oscura o  vaga.   

 

Pr inc ip io de suplenc iaPr inc ip io de suplenc iaPr inc ip io de suplenc iaPr inc ip io de suplenc ia     

 

En e l  pr imer  caso,  la  demanda incompleta,  en cuanto 

no contenga o no comprenda todas las  prestac iones que 

de acuerdo con la  Ley der ivan de la acc ión intentada por  

e l  trabajador; la  Junta en e l  momento de admit ir la 

subsanará las  omis iones,  prec isando cuá les son todas 

aque l las  prestac iones que por  ley le  corresponden y que 

o lv idó u omit ió  demandar e l  trabajador .   

 

Pr inc ip io subsanadorPr inc ip io subsanadorPr inc ip io subsanadorPr inc ip io subsanador     

        

En la segunda hipótesis ,  y  de acuerdo con e l  ar t ículo 

873 re lac ionado con e l  685 de la  Ley,  cuando e l  actor  sea 

e l  t rabajador  o sus benef ic iar ios,  la  Junta señalará los 

defectos u omis iones en que hayan incurr ido por 

i r regular idades en la  demanda, o  cuando se hubieren 

e jerc i tado acc iones contradictor ias  f i jará un término de 

tres d ías para que sean subsanadas d ichas 

i r regular idades.  

E l  pr inc ip io  en estudio ,  const i tuye una sa lvedad a l 

derecho estr ic to,  porque supl ir  la  def ic ienc ia  de la  queja, 

por  parte  de las Juntas de Conci l iac ión y Arb i tra je,  impl ica 

que éstas no deben ceñirse  a los  conceptos o  pretens iones 
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aduc idas en la demanda, s ino que deben subsanar  las 

omis iones,  cuando no contenga las  pretensiones que 

der iven por ley de la  acc ión ejerc i tada o prevenir lo  para 

que la  corr i ja  por  defectos u omis iones.  

 

Supl i r  las i r regular idades de la  queja es supl i r  la 

demanda. La idea de def ic ienc ia  t iene dos acepc iones: la 

de fa l ta  de a lgo y la  de imper fecc ión.  Por  ende, supl ir  

ésta es integrar  lo  que fa l ta ,  remediar  una carenc ia  

subsanar  una imper fecc ión,  es dec ir ,  completar la  y co lmar 

las  omis iones en que haya incurr ido o  per fecc ionar la .   

 

La suplenc ia  del  error  só lo  s ign i f ica que las  Juntas 

pueden subsanar  la  demanda por  incompleta o  prevenir  

que se corr i ja  cuando sea vaga u oscura,  pero no pueden 

a l terar  los hechos en que se funda la  acc ión e jerc i tada.  

 

Esta facu l tad es obl igator ia para las  Juntas,  ya que 

de forma imperat iva e l  ar t ícu lo 685 de la  Ley aduce que a l  

admit ir  la  demanda, la  Junta subsanará ésta,  y no emplea 

una locuc ión optat iva ("podrá supl i rse") ,  como será en 

mater ia  de amparo la facu l tad d iscrec iona l de supl i r  la 

demanda de garant ías  respecto de la  mater ia labora l .   

 

E l  sector  patronal ,  con sobrada just i f icac ión,  se 

pronunc ió  en contra de este  pr inc ip io  introduc ido en e l  

procedimiento labora l ,  porque rompe con la  par idad 

procesa l ,  la  cua l  consiste  en que ambas partes deben 

tener  las  mismas pos ib i l idades e  igua ldades en e l  proceso,  
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confundiendo la desventaja socia l  de un trabajador  con e l  

proceso mismo.  

 

Estos ú l t imos pr inc ip ios carecen de universa l idad,  y 

se  apl ican en casos determinados,  puesto que únicamente 

operan en ju ic io ind iv idua l ,  prec isamente obrero-patronal,  

o  rec lamaciones der ivadas de r iesgos profes iona les o  por 

muerte de l  trabajador .   

    

E l  proceso es la  ser ie  de act iv idades que se deben 

l levar  a cabo con e l  propós i to de obtener  la  prov idenc ia 

jur isd icc iona l .  También se le atr ibuye un s ign i f icado af ín, 

pero no como s inónimo de procedimiento.   

 

Igua lmente,  e l  proceso es una ser ie  de sucesión de 

actos que t ienden a la  actuac ión de una pretens ión, 

mediante  la  intervenc ión de los  órganos de l  Estado 

inst i tu idos espec ia lmente para e l lo .  E l  s igno inequívoco de 

proceso es avanzar , es  dec ir ,  la pa labra proceso,  equiva le 

a avanzar.   

 

Se d is t ingue entre  proceso y procedimiento.  E l  

proceso como re lac ión o  como s i tuac ión,  es pr inc ip io  o 

idea jur íd ica d irectr iz ;  e l  procedimiento es la rea l izac ión 

p lena,  concreta y suces iva de los actos jur íd icos de l 

proceso.  

 

E l  proceso es un s istema para e l  desarro l lo de la 

act iv idad jur isd icc iona l; e l  procedimiento es la  forma rea l , 

concreta y mater ia l  de l  desenvolv imiento de l proceso.  
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Por  otra parte ,  e l  proceso es abstracto,  en tanto que 

e l  procedimiento es concreto; e l  proceso es e l  cont inente, 

e l  procedimiento es e l  contenido.   

 

La esenc ia  de l  proceso es tota lmente apl icab le  a l  

derecho procesa l  de l  trabajo, ya que pertenece a la 

c ienc ia jur íd ica, s in embargo,  se  d i ferenc ia de los demás 

por  tener  caracter ís t icas y pr inc ip ios propios que le  

conf ieren autonomía.   

 

Como la  esenc ia  misma de l  derecho procesa l  radica 

en la  act iv idad jur isd icc iona l  de l  Estado,  se cons ideró 

ind ispensable la creac ión de una d isc ip l ina que conoc iere 

de esa func ión,  en e l  ámbito  labora l .   

 

E l  derecho procesa l  de l  t rabajo es de rec iente 

creac ión y en nuestro  medio,  las  novedosas reformas a la 

Ley Federa l  de l  Trabajo,  que entraron en v igor  e l  pr imero 

de mayo de 1980, const i tuyen e l  avance más s ign i f icat ivo 

a lcanzado hasta hoy en la mater ia ,  tan duramente 

cr i t icada,  y  nadie  pone en duda los  avances adquir idos 

bajo una mejor y más c lara estructura de conceptos e 

inst i tuc iones.   

    

 

E l  derecho procesa l  de l  trabajo se  r ige  por  sus 

propios pr inc ipios que le  han confer ido autonomía y que 

const i tuyen las  caracter íst icas esenc ia les  para 

cons iderar lo  como una rama de la  c ienc ia  de l  derecho, 
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aunque desde e l  punto de v is ta c ient í f ico ex istan dudas a l  

respecto,  ya que e l  derecho es homogéneo y uni tar io,  y 

toda norma es creada por  e l  poder  estata l .   

 

En ese orden de ideas,  e l  procedimiento mercant i l  

t iene como dest inatar ios  a los  comerc iantes,  e l  agrar io  a 

los  campesinos y e l  labora l  está reservado a las 

re lac iones obrero-patronales.  

 

Bajo  estos pr inc ip ios a lgunos autores sost ienen la 

autonomía c ient í f ica  del  derecho procesa l  de l  trabajo, 

apoyándose en e l  ar t ícu lo 17,  que exc luye impl íc i tamente 

a l  derecho común como fuente de apl icac ión.  

 

Para mejor  comprens ión de estos conceptos, 

t ranscr ib imos e l  precepto indicado:  

 

A fa l ta  de d ispos ic ión expresa en la  Const i tuc ión,  en 

esta Ley o  en sus Reglamentos,  o  en los  tratados a que se 

re f iere  e l  ar t ícu lo 6º.  se tomarán en cons iderac ión sus 

d ispos ic iones que regulen casos semejantes,  los  pr inc ip ios 

genera les que der iven de d ichos ordenamientos,  los 

pr inc ip ios genera les de l  derecho,  los  pr inc ip ios genera les 

de just ic ia soc ia l  que der ivan de l ar to  123 de la 

Const i tuc ión,  la jur isprudenc ia, la  costumbre y la  equidad.   

 

Concretamente, A lber to  Trueba Urb ina expresa 

acer tadamente: "destacamos en cuanto a su trascendenc ia 

la  supres ión de l derecho común como fuente de l  derecho 

sustant ivo y procesa l de l  trabajo.   
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En consecuenc ia,  no son apl icables las  leyes c iv i les o 

mercant i les  n i  los códigos procesa les c iv i les ,  federa les o 

loca les,  en razón de la  autonomía de la leg is lac ión 

labora l" .11  

 

Franc isco Ramírez  Fonseca d ice:  

 

"E l  Código de Procedimientos Civ i les ,  s igue s iendo de 

apl icac ión supletor ia  de la  Ley Federa l  de l  Trabajo,  en 

cuanto a las  normas de l  procedimiento,  ya que e l  derecho 

procesa l  de l  t rabajo,  en r igor  jur íd ico,  carece de 

autonomía c ient í f ica."12  

 

A l  respecto, la  Ley de 1970, supr imió 

categór icamente a l  derecho común como fuente supletor ia 

de l  derecho labora l  y  no hay que confundir la  con los  

pr inc ip ios genera les de derecho,  los  cua les son apl icab les 

a todas las  disc ip l inas que se or ig inan en esta c ienc ia.  

 

F ina lmente, cabe menc ionar que los  pr inc ip ios ya  

 

enunc iados por  su genera l idad de apl icac ión (sa lvo los  dos 

ú l t imos) se  cons ideran esenc ia les,  no obstante  que 

a lgunos autores agregan que la  carga procesa l  patronal; 

los laudos en conc ienc ia;  la i r revocabi l idad de los autos, 

e tc. ,  podr ían cal i f i carse también de pr inc ip ios genera les; 

                                                 
11 TRUEBA URBINA, Alberto. Ley Federal del Trabajo Reformada. Editorial Porrúa. México Distrito 
Federal 1981. Pág. 25. 
12 Cfr. RAMÍREZ FONSECA, Francisco. Comentarios a la Ley Federal del Trabajo. Editorial PAC. México 
Distrito Federal 1980.Pág. 29. 
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s in embargo, l legar íamos a ta l  mult ip l icac ión de 

conceptos,  que los  fundamentos de la  d isc ip l ina se 

confundir ían.  Por  estas razones nos concretamos a 

destacar  un mín imo que caracter iza a la  d isc ip l ina 

procesa l .   

 

En cuanto a la creac ión de l  Derecho Procesa l  de l  

Trabajo,  cabe determinar  que en la  ses ión de debates de 

fecha 21 de d ic iembre de 1979, se  presentó la  in ic iat iva 

de re formas a la  Ley Federa l  de l  Trabajo,  en los  

s igu ientes términos: 

 

“Ha s ido propósi to  fundamenta l de l  actua l  Gobierno, 

implantar  una administrac ión ef icaz para organizar  e l  

pa ís ,  que contr ibuya a garant izar  inst i tuc iona lmente la 

e f ic ienc ia,  la  congruenc ia  y la  honest idad en las  acc iones 

públ icas.   

 

“Cuando soc iedades como la  nuestra crecen 

rápidamente,  la  prestac ión de los  serv ic ios  queda 

modif icada en ca l idad.  En mater ia de just ic ia  t iene que 

haber la  en p leni tud,  de lo contrar io  la  poblac ión v ive en 

desconc ier to  lo  que resul ta  incongruente con los 

pr inc ip ios esenc ia les  que a s í  misma se ha dado 

requir iéndose nuevas normas que contr ibuyan a que la 

administrac ión de just ic ia cumpla con los objet ivos que le 

ha impuesto e l  ar t ícu lo  17 Const i tuc iona l  y  que es 

responsabi l idad de los  tr ibunales.   
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“E l  derecho es la  norma de convivenc ia  por 

exce lenc ia,  las  normas que r igen a l  proceso,  para a lcanzar 

la  just ic ia  deben obl igar  a  la  e f ic ienc ia.   

 

“No basta con la  pos ib le  ap l icac ión de una norma, 

también es menester  que e l lo  se  haga con just ic ia;  y  es 

necesar io  que se norme con apego a l  derecho,  con 

rect i tud y que se haga con oportunidad,  porque la  misma 

exper ienc ia h is tór ica ha demostrado que la  just ic ia que se 

retarda es just ic ia  que se deniega.   

 

“E l  pa ís  se encamina con rapidez  hac ia  estadios 

super iores de desarro l lo  y los  problemas por  e l  

desequi l ibr io  entre  los  sectores de la  poblac ión requer irán 

so luc ionarse; esto, con una poblac ión geométr icamente 

crec iente,  hace imperat ivo renovar y establecer  fórmulas 

para afrontar  los  problemas que se susc i ten,  bás icamente 

la  demanda de más y mejores servic ios,  que se ext iendan 

en ca l idad pero respondan a ex igenc ias masivas.   

 

“E l  esfuerzo debe concentrarse en ev i tar  que los 

conf l ic tos presentados ante  las Juntas de Conc i l iac ión y 

Arb i tra je  se  rezaguen y,  además,  procurar  que l leguen 

puntua lmente a la  c i ta  con la  just ic ia;  de lo  contrar io ,  las 

c i rcunstanc ias podr ían ser  avasa l ladoras,  y  la 

recuperac ión exig i rá  cada vez  esfuerzos super iores a los 

que se requieren ahora.  

 

“E l  proyecto que presento a la  cons iderac ión de l 

Poder  Legis lat ivo procura o frecer  más c lar idad en la 
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estructura procesa l ,  para lo  cua l  se  inc luyen h ipótes is 

normat ivas tendientes a la  ce ler idad,  e l iminando etapas y 

actos procesa les que en nada a l teran la  equidad jur íd ica 

de las partes.   

 

“As í  se  actual iza con la  regulac ión de l  cumpl imiento 

de las  ob l igac iones de capac i tac ión y ad iestramiento y de 

segur idad e  hig iene; la  e l iminac ión de l  capí tu lo  de 

recusac iones,  subst i tuyéndo lo por  los  impedimentos y 

excusas,  se  introduce un capítulo  sobre la  acumulac ión en 

los  procesos de trabajo; se  inc luye la  intervenc ión de la 

Procuradur ía de la  Defensa de l Trabajo en los casos de 

fa l lec imiento de l  trabajador  actor;  se regula con más 

ampl i tud y precis ión en e l  capítu lo  de pruebas,  donde se 

inc luye la  de inspecc ión,  subsanando as í  una omis ión de 

la  Ley actua l  se  dan nuevas normas re lac ionadas con e l  

e jerc ic io de l  derecho de hue lga,  ev i tando e l  t rámite  de 

emplazamientos cuando ya ex ista un contrato  co lect ivo 

deposi tado anter iormente y ap l icab le  a la  empresa; as í  

como prórrogas exces ivas; se  inc luyen las  excepc iones a 

favor  de los  crédi tos de los  t rabajadores pre ferentemente, 

y  de otros crédi tos de interés soc ia l  y  f iscal ,  para que 

puedan hacerse e fect ivos en e l  per íodo de prehue lga,  s in 

per ju ic io  de que e l  patrón sea depos i tar io  de la empresa o 

establec imiento afectado por  la  hue lga”.13  

 

En la  in ic iat iva de ley,  se  acentúan los  pr inc ipios de 

ora l idad e inmediatez ,  que genera lmente se encuentran 

                                                 
13 Iniciativa de ley de 21 de diciembre de 1979. México Distrito Federal 1979. Págs. 21 a 22. 
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estr ic tamente vinculados.  Su or igen en rea l idad es muy 

ant iguo y so lamente la  comple ja evo luc ión de los  

procedimientos c iv i les  y mercant i les  en los  ú l t imos s ig los, 

h izo  preva lecer marcadamente la  táct ica escr i ta  y e l  

re lat ivo d istanc iamiento entre  los juzgadores y las partes.   

 

“Desde luego que n ingún s is tema es puramente ora l  o 

escr i to;  pero en cua lquier  caso es un hecho nacional e 

internac iona lmente admit ido,  que en e l  proceso labora l  

debe predominar  la ora l idad e inmediatez ,  ya que ta les 

pr inc ip ios s impl i f ican e l  curso de los ju ic ios  y permiten a 

los  t r ibunales aprec iar  mejor los razonamientos de las 

partes y e l  va lor  rea l  de las  pruebas desahogadas.   

 

“S in embargo,  de l  s is tema mismo se conserva todo 

aque l lo  conveniente  para dar  f i rmeza a la  secuela de l  

procedimiento y para que, en e l  caso de impugnación de 

las  reso luc iones por  la  v ía  de amparo,  los  tr ibunales 

competentes d ispongan de expedientes b ien integrados,  lo 

cua l  les  permita conocer  c laramente e l  desarro l lo  del  

proceso.  

 

“Las Juntas de Conc i l iac ión y Arb i tra je  tendrán la 

ob l igac ión de tomar las  medidas necesar ias  para lograr  la 

mayor  economía,  concentrac ión y senc i l lez  de l  proceso. 

Estos pr inc ipios se  encuentran re lac ionados con los de 

ora l idad e  inmediatez ,  aun cuando no pueden cons iderarse 

como equiva lentes.  
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“E l  procedimiento predominantemente escr i to t iende 

a desarro l larse  con lent i tud y en múlt ip les  etapas, lo  que 

puede propic iar  e l  cons iderable a largamiento de los 

ju ic ios.   

 

“Por  esta causa,  la  in ic iat iva propic ia  la  economía 

procesa l  y  la  concentración en e l  menor  número de actos 

de las  d i l igenc ias que deban pract icarse,  todo e l lo  s in 

menoscabo de que se cumplan las  formal idades esenc ia les 

de l  procedimiento.   

 

“Se establece que las  Juntas deberán d ictar  sus 

reso luc iones en conc ienc ia, subsanando la  demanda 

def ic iente  de l  trabajador  en los  términos previstos en la  

Ley.  

 

“En la  disposic ión re lat iva se  invo lucran dos 

importantes pr inc ip ios procedimenta les que amer i tan un 

comentar io  los  de l ibre  aprec iac ión de las  pruebas y de 

igua ldad de las  partes en e l  ju ic io .  Los s is temas de 

va luac ión de las  pruebas han sufr ido numerosos cambios 

en la  his tor ia de l  Derecho; entre d ichos cambios se 

encuentran la  aprec iac ión de las  pruebas en conc ienc ia  y 

e l  determinar  un va lor  preestablec ido para cada prueba 

desahogada,  cumpl iendo con las  formal idades lega les 

señaladas en los  ordenamientos respect ivos.  

 

“Es lóg ico que los  procedimientos labora les, 

impregnados de a l to  contenido soc ia l ,  convier tan e l 

proceso en una secuenc ia de actos de carácter 
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part ic ipat ivo,  en que todos aque l los  que interv ienen deben 

buscar no tanto una verdad formal ,  basada en pruebas 

estr ic tamente tasadas,  s ino un autént ico  acercamiento a 

la  rea l idad, de manera que a l  impart irse  just ic ia  en cada 

caso concreto,  se  insp ire  p lena conf ianza a las partes en 

conf l ic to  y,  lo  que es más importante  aún,  se  contr ibuya a 

mantener  la  paz  soc ia l  y  la  estabi l idad de las fuentes de 

trabajo.   

 

“Por  esta razón en la  In ic iat iva se  conserva e l 

s is tema adoptado en e l  Derecho de l .  Trabajo Mexicano e l  

que se for ta lece y re fuerza, a  t ravés de un s is tema 

probator io  que fac i l i ta  a  las  Juntas la  l ibre aprec iac ión de 

las  pruebas o frec idas y examinadas durante e l  ju ic io,  ya 

que éstas se  han rendido en la  forma más completa 

pos ib le ,  con base en un ar t icu lado que ev i ta  las  lagunas, 

ante  las  cuales con f recuenc ia  los  tr ibunales se  ve ían 

obl igados a no tomar en cuenta en los  laudos hechos que 

podr ían inf lu ir  cons iderablemente en su contenido.   

 

“La igua ldad de las  partes en e l  proceso es un 

importante  pr inc ip io  jur íd ico  que se conserva a través de l 

ar t icu lado propuesto.  

“Pero esta declarac ión no ser ía  suf ic iente, s i  a l  

mismo t iempo no se h ic ieran los  ajustes necesar ios,  que 

la  exper iencia  de los  tr ibunales sugiere, con e l  propós ito 

de equi l ibrar  rea lmente la  s i tuac ión de las  partes en e l  

proceso,  de manera part icu lar  subsanando,  en su caso,  la 

demanda def ic iente  de l  trabajador  para ev i tar  que,  por 

incurr i rse  en e l la  en a lguna fa l la  técn ica con base en la 
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ley y sus reg lamentos,  e l  actor  perd iera derechos 

adquir idos durante la  prestac ión de sus serv ic ios, los  que 

ta l  vez  const i tuyen la  mayor  parte  de su patr imonio,  o 

b ien la  pos ib i l idad de ser re insta lado en su trabajo y 

cont inuar laborando donde mejor  pueda desempeñarse.  

 

Subsanar  las  def ic ienc ias de la  demanda, con las 

modal idades que establece la  In ic iat iva,  const i tuye una 

innovac ión en e l  proceso laboral ,  pero no necesar iamente 

en nuestro  s is tema jur íd ico” .14  

 

Se s igue señalando en la  in ic iat iva que la  propia 

Const i tuc ión Federa l  la establece en su ar t ícu lo  107 en e l  

Ju ic io  de Amparo y lo  hace fundamenta lmente en las  áreas 

re lac ionadas con e l  Derecho Soc ia l .  

 

“Por su parte , la  Ley de Amparo, desarro l la  estos 

preceptos con mayor  ampl i tud y hace ver  la  preocupac ión 

de l  leg is lador  por  la  adecuada defensa de los  derechos de 

las  c lases obreras y campes inas; a l  reg lamentar e l  amparo 

en mater ia  agrar ia ,  ordena al  juzgador  que, cuando sea 

necesar io ,  e fectúe una ser ie  de actos que t iendan a la 

más completa defensa de los derechos de los  e j idos, 

comunidades,  e j idatar ios y comuneros.  

 

“Es as í  como los pr inc ip ios de l  Derecho Soc ia l  

in f luyen sobre los  pr inc ip ios de l  Derecho Procesa l  de 

carácter  públ ico,  s in forzar  su apl icac ión n i  apartarse de 

                                                 
14  Iniciativa de ley de 21 de diciembre de 1979. Págs. 22 a 24. 
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los  preceptos const i tuc iona les,  prec isamente porque 

t ienen e l  mismo objet ivo: e l  imper io  de una verdadera 

just ic ia  que imparta su protecc ión a quien tenga derecho 

a e l la ,  independientemente de los  recursos de que 

d isponga para obtener la .   

 

“De este  modo e l  trabajador no estará expuesto a 

que,  en e l  caso de tener  que interponer  una demanda de 

amparo,  se  encuentre  en la  s i tuac ión de un agrav iado 

que, por  haber  incurr ido desde su escr i to in ic ia l  en 

omis iones o  def ic iencias graves que no le  fueron 

señaladas oportunamente por la  Junta ante  la  que 

promovió,  obtenga un laudo desfavorable , a  causa de una 

presentac ión defectuosa de sus pretens iones,  y  no por 

v io lac iones mani f iestas de la  ley durante e l  proceso, que 

lo  hubieran dejado s in defensa.   

 

“No se pretende con esta inst i tuc ión dar le  la  razón a 

quien no la  t iene,  s ino hacer le  just ic ia  a  quien t iene 

derecho a e l la ,  con estr icto apego a esta Ley.  

 

“Se facu l ta a las Juntas para corregir  cua lquier  

i r regular idad u omis ión que encontraren en e l  proceso, 

para e l  efecto  de regular e l  procedimiento; esta 

atr ibuc ión, cuyo e jerc ic io  puede ser  de indudable  ut i l idad 

para lograr  que e l  procedimiento se  desenvue lva en todas 

sus fases ajustándose a l  cauce que le  señalen los 

preceptos legales, no les iona,  los  pr inc ip ios de segur idad 

e  igua ldad de las  partes,  pues e l  ar t ícu lo  686 d ispone que 

e l  actuar  de este  modo, las  Juntas no podrán revocar  sus 
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propias reso luciones; además la  regular idad y buena 

marcha del  proceso son en benef ic io  de todas las  partes y 

no de a lguna de e l las en part icular .  

 

“Se establece también en e l  capí tu lo correspondiente 

a los  pr inc ip ios procesa les,  que en las  actuaciones no se 

ex igi rá  forma determinada; ta l  d ispos ic ión se encuentra 

en armonía con la  senc i l lez que debe caracter izar  al  

proceso de l  trabajo.  

 

“S in embargo, e l  desterrar c ier ta so lemnidad y 

r ig idez  en e l  procedimiento, no impl ica que éste se 

desarro l le  en forma anárquica y super f ic ia l .   

 

“Los tr ibunales son órganos integrados por 

conocedores de l Derecho,  y las partes en cua lquier  caso 

deben ajustarse a las normas que r igen e l  curso de los 

ju ic ios  labora les,  desde la  demanda hasta e l  laudo que 

resue lva e l  conf l ic to ,  por  lo  que tendrán que l lenar  un 

mín imo de requis i tos lega les que darán unidad y 

congruenc ia  a todo e l  procedimiento.  

 

F ina lmente, en e l  capí tu lo  de pr inc ip ios procesa les, 

se est ipu la que las autor idades administrat ivas y 

jud ic ia les  están obl igadas a auxi l iar  a  las  Juntas de 

Conc i l iac ión y a las  de Conc i l iac ión y Arb i tra je,  lo  que es 

una consecuencia lóg ica de la unidad de acc ión y de 

objet ivos que caracter iza a l  Estado y que se expresa, 
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entre  otras formas,  en la  actuac ión  coord inada de sus 

d i ferentes órganos”.15  

 

En la  in ic iat iva de ley se  precisa que en e l  Capítu lo  II  

se  ref iere  a la  capac idad y la  personal idad.  Para efectos 

de l proceso labora l ,  se  determina que son partes en é l  las 

personas f ís icas o  mora les que tengan, interés jur íd ico  en 

e l  proceso y opongan excepc iones.   

 

“As imismo se establece que las  personas que puedan 

ser  a fectadas por  la reso luc ión que se pronunc ie  en un 

conf l ic to , podrán intervenir  en su desarro l lo .   

 

“La ampl i tud y general idad de los  conceptos 

anter iores permit i rá  que puedan intervenir  en e l  

procedimiento todos aque l los  que tengan un interés en las 

cuest iones p lanteadas en e l  ju ic io;  pero para que se les 

cons idere que pueden part ic ipar  leg í t imamente,  deberán 

comprobar  su interés,  hac iéndo lo  a sat is facc ión de las  

Juntas.   

 

“La leg is lac ión labora l  v igente autor iza e l  trabajo de 

los  menores que hayan cumpl ido catorce o  más años de 

edad.   

 

“Esta d ispos ic ión se  encuentra en armonía con los 

convenios internac iona les rat i f icados por  México responde 

a una rea l idad económica y soc ia l .   

                                                 
15  Iniciativa de ley . Op. Cit. Págs. 24 a 26. 
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“Mas aún,  en este  Año Internaciona l  de l  N iño ha s ido 

preocupac ión de l  Gobierno de la  Repúbl ica,  que la 

leg is lac ión v igente aumente la protecc ión a los  menores; 

concretamente se pretende que,  en e l  desempeño de las 

labores de los  menores,  la  inspecc ión de l  t rabajo  v ig i le  

con toda e f ic ienc ia  e l  cumpl imiento de las  normas que la 

regulan.   

 

“En congruenc ia con este  esp ír i tu,  la  in ic iat iva otorga 

en forma expresa a los menores trabajadores,  capac idad 

para comparecer  en ju ic io y establece que,  en e l  caso de 

no estar   asesorados,  la  Junta so l ic i tará la  intervenc ión de 

la  Procuradur ía de la Defensa de l Trabajo para su 

asesoramiento,  asegurándose con esta ú l t ima d ispos ic ión 

una protecc ión mayor  para los  derechos labora les de l  

menor .   

 

“En e l  Capí tu lo I I  se  conservan,  a l  menos en su 

esenc ia, las demás d ispos ic iones que cont iene la  Ley 

v igente en mater ia de capac idad y personal idad,  y  se 

s impl i f ican aún más a lgunos trámites,  dentro  de la  idea de 

dar le  la  máxima senc i l lez  e  in formal idad pos ib le  a este 

aspecto de l  procedimiento.   

 

“En e l  Capí tu lo  I I I ,  correspondiente  a las 

competenc ias,  se  establece que cuando en una demanda 

de la  que deba conocer  una Junta Loca l  de Conc i l iac ión y 

Arb i tra je ,  se e jerc i ten también acc iones re lac ionadas con 

obl igac iones en mater ia  de capac i tac ión y ad iestramiento 
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o de segur idad e  h ig iene,  la  Junta Loca l ,  a l  admit ir  la 

demanda ordenará que se saque copia de la  misma y de 

los  documentos presentados por  e l  actor ,  los  cua les 

remit irá  a la Junta Federa l  para que ésta conozca y 

resue lva las cuest iones sobre aque l las mater ias.   

 

“De este  modo se ev i ta  una pos ib le  laguna procesal 

or ig inada por  las  rec ientes re formas y ad ic iones en este 

campo a la  Const i tuc ión Po l í t ica y a esta Ley.   

 

“Se conserva e l  pr inc ipio  de que las  cuest iones de 

competenc ia,  en mater ia  de trabajo só lo  pueden 

promoverse por dec l inator ia  y se  concentra e l  t rámite  de 

la  misma en la  audienc ia  in ic ia l ,  a l  comenzar  e l  per íodo de 

demanda y excepc iones,  determinándose que la  Junta, 

después de o ír  a  las  partes,  d icte  en e l  acto  reso luc ión.   

 

“Se incorporan reglas para e l  trámite  de los casos en 

que una Junta Espec ia l  cons idere que e l  conf l ic to  de que 

conoce,  es de la competencia  de otra Junta Federa l  Loca l .   

 

“También se señalan las  autor idades que deber ían 

dec id ir  las  cuest iones de competenc ia  y,  en e l  capítu lo 

correspondiente,  se  le  da a la  Cuarta Sa la de la  H. 

Suprema Corte de Just ic ia  de la  Nac ión la  misma 

competenc ia  que en estos casos le  atr ibuye la Ley 

Orgánica de l  Poder  Judic ia l  de la  Federac ión,  con e l  objeto 

de mantener  la  congruenc ia  que debe s iempre ex ist ir  

entre  los  d iversos ordenamientos lega les.  
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Es necesar io  menc ionar  espec ia lmente e l  contenido 

de l ar t ícu lo 706 que exceptúa de la sanc ión procesal  de 

nul idad d iversos actos cuya importanc ia es fác i l  de 

aprec iar” .   

 

Entre  e l los  se  encuentra e l  acto  de admisión de la 

demanda, lo  que ev i ta  que por un error  de l  demandante, 

a l  est imar  competente a una Junta que no lo  es,  aqué l 

p ierde e l  derecho a ejerc i tar  su acc ión,  por  haber 

transcurr ido e l  t iempo en que opera la prescr ipc ión”.16  

 

Según la  in ic iat iva en comento. e l  Capí tulo  IV,  

denominado De los  Impedimentos y Excusas,  cont iene 

var ias innovac iones.   

 

“Se supr ime la  recusac ión de los  representantes de l 

Gobierno,  de los  t rabajadores y de los  patrones.  En la 

práct ica se  ha observado que las  partes acuden a la 

recusac ión en pocas ocas iones y que a lgunos l i t igantes lo 

hacen tan só lo  con e l  propós i to  de entorpecer la  marcha 

de l proceso.   

 

“Pero a l  mismo t iempo se reconoce que e l  factor 

subjet ivo, tanto en los ju ic ios  labora les, como en los de 

cua lquiera otra naturaleza,  t iene una importanc ia  que no 

debe de n inguna manera subest imarse.   

 

                                                 
16  Iniciativa de ley. Op. Cit. Págs. 26 a 28. 
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“E l  juzgador  debe ser  un func ionar io  imparc ia l ,  a jeno 

a los  intereses de las  partes y s in re lac ión de parentesco 

hasta determinado grado.   

 

“Para lograr  estos objet ivos,  la  In ic iat iva enuncia una 

re lac ión de impedimentos que obl igan a los 

representantes afectados por e l los a excusarse en e l 

conoc imiento y reso luc ión de los  ju ic ios  en que estén 

interv in iendo.   

 

“Las excusas se ca l i f i carán de p lano y su tramitac ión 

se rea l izará en forma breve y senc i l la .   

 

“Se determina también que e l  procedimiento no se 

suspenderá mientras se  resue lve o re lat ivo a la  excusa, 

sa lvo d ispos ic ión en contrar io de la Ley; este  precepto 

contr ibuye también a lograr uno de los pr inc ipa les 

objet ivos de la  In ic iat iva: la  brevedad de los  ju ic ios 

labora les.  

 

“S in embargo, se  da a las  partes la  facu ltad de 

formular  la denunc ia correspondiente,  cuando se conozca 

que un representante ante  la  Junta,  o  e l  Auxi l iar ,  se 

encuentra impedido para conocer  de a lgún ju ic io  y no se 

haya abstenido de intervenir  en aqué l  y  que, de 

comprobarse e l  impedimento, se  le  subst i tu i rá  en la 

forma: ind icada en e l  mismo capí tu lo  y se  le  ap l icará una 

sanc ión.  De este  modo se s igue un s is tema mixto,  que 

ev i ta  d i lac iones innecesar ias e  inc luso intenc iona les, 

lográndose a l  mismo t iempo, mediante  e l  procedimiento 



 48 
descr i to ,  asegurar  la  imparc ia l idad de los  juzgadores en 

un ju ic io .  

 

“E l  Capí tu lo  V está integrado por  un conjunto de 

normas que r igen las  actuac iones de las  Juntas y que 

propic ian que se desarro l len de un modo lógico,  senc i l lo  y 

regular y  que tengan la  f i rmeza jur íd ica que debe 

caracter izar las.   

 

“As imismo, e l  ar t ícu lo  712 establece que la  so la 

presentac ión del  escr i to  in ic ia l  interrumpe la  prescr ipc ión 

respecto de quien resul ta  ser e l  patrón de l t rabajador, 

est imándose,  que d icho ar t ícu lo  debe conservar  su 

s ign i f icado,  aún en e l  caso de que la  Junta ante  la que se 

presentó resultara ser incompetente,  ya que e l lo 

demuestra fehac ientemente que e l  trabajador  no ha 

dejado transcurr ir  e l  término que le  da la Ley para 

presentar  su demanda y rec lamar las  prestac iones que en 

su concepto se  le  adeudan; consecuentemente,  no se  trata 

de un caso de inact iv idad procesa l  que deba sanc ionarse 

con la pérd ida de l  derecho de la acc ión.   

 

“Se acentúa también e l  pr inc ip io  de inmediatez ,  a l 

requer irse  la  presenc ia  f ís ica de las  partes o  de sus 

representantes en las  audiencias que se ce lebren,  puesto 

que su ausenc ia  puede traer les  consecuenc ias procesa les 

adversas que aun cuando son propias de todo proceso en 

e l  labora l  adquieren un s ign i f icado espec ia l .   
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“En  efecto,   sabemos  que   las  Juntas  son 

tr ibunales de conc ienc ia,  de integrac ión y caracter ís t icas 

predominantemente soc ia les  y que su func ión se debe 

desarro l lar  con la  par t ic ipac ión de todos los interesados, 

espec ia lmente s i  se  toma en cuenta que en la  conc i l iac ión, 

la  superación vo luntar ia  de las d i ferencias entre  aque l los, 

const i tuye parte esenc ia l  de sus atr ibuc iones.   

 

“Antes de f i jarse  y prec isarse la  l i t i s ,  debe buscarse 

e l  acuerdo superando las  controvers ias y a lcanzar  la 

so luc ión justa por  esta v ía;  para lograr lo ,  e l  pr inc ip io  de 

inmediatez  const i tuye un buen punto de part ida.  

 

“En e l  ar t ícu lo  721,  que ordena que todas las 

actuac iones serán autor izadas por  e l  secretar io ,  o  por  los 

func ionar ios a los  que estuv ieren encomendadas las 

d i l igenc ias,  y  que agrega que lo  actuado en las  audienc ias 

se  hará constar en actas,  se  aprec ia  c laramente que la 

ora l idad que predomina en e l  proceso,  no exc luye la 

necesar ia  e laboración de documentos que permitan 

integrar  un expediente  y dar  unidad y cer teza a todos los 

actos procedimenta les.  

 

“Se autor iza a los pres identes de las  Juntas y a los  

auxi l iares para emplear  medios de apremio,  estr ic tamente 

enumerados en la  Ley,  para que aseguren la  concurrenc ia. 

A las  audienc ias de las  personas cuya presenc ia  sea 

ind ispensable para e l  desarro l lo  de aqué l las.  
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“Con esta atr ibuc ión,  se  trata so lamente de asegurar 

la  marcha normal  de l  procedimiento que es de orden 

públ ico  y de ev i tar  que se entorpezca u obstacul ice la 

func ión jur isd icc iona l  de los  tr ibunales de l  trabajo,  s in 

que e l lo  impl ique la  impos ic ión de una doble  sanc ión,  por 

la  comis ión de l mismo acto.   

 

Además,  en muchos casos las  personas c i tadas son 

terceros,  que no deben ident i f icarse con los  tercer istas, 

personas ajenas a l  ju ic io  y que f recuentemente no t ienen 

mayor  interés en  sus resul tados” .17  

 

La in ic iat iva de ley,  d ispone que en re lac ión con los 

términos procesa les,  que const i tuye la  mater ia  regulada 

por  e l  Capí tu lo VI ,  se  conserva,  en pr inc ip io , e l  s is tema 

actua lmente en v igor .  

 

“S in embargo,  se  proponen a lgunos ajustes a aqué l  y 

se  introducen d ispos ic iones complementar ias:  Se 

establece que cuando para la rea l izac ión de a lgún acto 

procesa l o e l  ejerc ic io  de un derecho, no se encuentre 

f i jado un término,  este  ser  e tres d ías hábi les.   

“E l  art ícu lo  736 ind ica la forma en que deberán 

computarse los  términos; a l  respecto debe tenerse 

presente que los  meses se  cons iderarán invar iab lemente 

como lapsos de tre inta d ías natura les.  Asimismo, se 

otorga a las Juntas la  facu l tad de ampl iar ,  a  su cr i ter io, 

                                                 
17  Iniciativa de ley . Op. Cit. Págs. 28 a 31. 
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los términos que corren en contra de personas que se 

encuentren fuera de l  lugar  de res idenc ia  de aqué l las.  

 

“La ampl iac ión puede ser  es de tres hasta doce d ías. 

Esta innovac ión pretende renovar  e l  s is tema trad ic ional,  

que se basa exclus ivamente en las  d is tanc ias,  y que no se 

just i f ica  por su r ig idez.  

 

“También se determina que cuando transcurran los 

p lazos f i jados a las  partes para rea l izar  un acto  procesa l ,  

s in que estas lo  hubieren e fectuado,  operara 

automát icamente la  prec lus ión s in neces idad de acusar 

rebe ld ía.   

 

“E l  Capí tulo  VII se  re f iere  a las  not i f icac iones,  actos 

procesa les de máxima importanc ia  para que e l  ju ic io se 

desarro l le  con toda regular idad.   

 

“En é l  se  conservan la  mayor ía  de las reg las 

v igentes,  a l  comprobar  que responden a los  pr inc ip ios que 

r igen genera lmente en re lac ión con las  not i f icac iones ya 

los correspondientes emplazamientos y que e l  s is tema es 

adecuado; s in embargo,  e l  art icu lo  740 introduce una 

var iante que t iene e l  propós i to  de acortar y s impl i f icar  e l  

procedimiento, en los casos en que e l  t rabajador 

desconozca e l  nombre de l patrón.  

  

“Las not i f icac iones pueden ser personales o  hacerse 

mediante  e l  Bolet ín Labora l;  cuando no se publ ique e l  

Bo let ín, se  harán en los estrados de la  Junta.   
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“Se enumeran los casos en los  que la  not i f icac ión 

deba ser  personal  y  se  da también a l  tr ibunal  la  facu l tad 

de ordenar  que se hagan en esa forma en casos urgentes, 

o  cuando concurran c ircunstanc ias espec ia les.   

 

“Deberán rea l izarse dentro de los  c inco d ías 

s igu ientes a la fecha de l  acuerdo que se comunique, a 

menos que la  propia resoluc ión o  la  Ley ind iquen otro 

p lazo para e fectuar las.  Esta es otra d ispos ic ión que t iende 

a ace lerar  la tramitac ión de los ju ic ios.   

 

“E l  Capí tu lo  VIII  cont iene las  d ispos ic iones re lat ivas 

a los  exhortos y despachos; en términos genera les,  e l 

s is tema que se establece es s imi lar  a l  de otras leyes 

procedimenta les v igentes.   

 

“E l  propós i to  es encomendar  las  d i l igencias que no 

puedan pract icarse en e l  lugar de res idenc ia  de la  Junta 

que conozca de l ju ic io ,  a otras Juntas de Conc i l iac ión y de 

Conc i l iac ión y Arb i tra je ,  según sea e l  caso,  o  b ien a la 

autor idad más próx ima a l  lugar  en que deban l levarse a 

cabo para que las  rea l icen.   

 

“S i  los  actos procesa les deben l levarse a cabo en e l 

extranjero,  se  autor izarán cuando se demuestre  que son 

abso lutamente ind ispensables para probar los hechos 

fundamenta les de la  demanda o de su contestac ión.   
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“Se f i jan a las Juntas términos breves,  tanto para 

expedir  los  exhortos y despachos que sean necesar ios, 

como para proveer  a los  que rec iban; as imismo, las 

receptoras deberán d i l igenc iar las  dentro  de los c inco d ías 

s igu ientes,  sa lvo en los  casos en que,  por  su natura leza, 

los  actos que deban efectuarse,  requieran de mayor 

t iempo.  

 

“Se hace también extens iva,  en forma expresa en e l  

procedimiento labora l ,  la  facu1tad de entregar a la par te 

o ferente,  prev ia so l ic i tud y razón que se deje  en autos,  e l  

exhorto  y sus anexos para que bajo  su más estr ic ta 

responsabi l idad, lo  entregue a la  autor idad exhortada 

para su tramitac ión.   

 

“E l  oferente  queda obl igado a devo lver  e l  exhorto, 

una vez  que éste  le  haya s ido d i l igenc iado.  Las 

d ispos ic iones de este  Capí tu lo t ienen por  objeto  abrev iar 

e l  p lazo en e l  que se pract iquen las d i l igenc ias que son 

mater ia  de los exhortos, ya que se ha podido comprobar 

que este  trámite  puede pro longar  cons iderablemente la 

durac ión de los ju ic ios.   

 

“Por  otra parte,  mediante  e l  s is tema expresado,  se 

asegura que las d i l igenc ias correspondientes se  real icen, 

cumpl iéndose con todos los requis i tos que en la 

rea l izac ión de estos actos deben sat is facerse.  

 

“E l  Capi tu lo  IX de la  in ic iat iva se  re f iere a los 

inc identes que puedan surg ir  en e l  transcurso de l  proceso. 
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Es b ien sabido que los  inc identes procesa les pueden 

const i tu ir  un ser io  obstáculo  para la  impart ic ión de la  

just ic ia ,   especia lmente s i  su p lanteamiento obedece a l  

propós i to  de entorpecer la .  

 

“Por  esa razón, se  procura regular los  en forma más 

completa,  l lenando lagunas que actua lmente ex isten en la 

Ley y r ig iendo, en lo pos ib le , su trámite  por  los  pr inc ip ios 

de concentrac ión y economía procesa l .   

 

“Para e l lo  se establece que cuando se promueva un 

inc idente dentro  de una audienc ia o  d i l igenc ia, se 

substanc iará y reso lverá de p lano,  oyendo a las  partes, 

s iempre que no se trate  de cuest iones que se re f ieran a 

nul idad, competenc ia  y personal idad.   

 

“S i  los  inc identes que deberán tramitarse son los de 

acumulac ión,  excusas o  sust i tuc ión procesa l ,  dentro de las 

ve int icuatro  horas s igu ientes a su promoción deberá 

señalarse d ía y hora para la  audienc ia inc identa l,  

cont inuándose e l  procedimiento de inmediato.   

 

“As í ,  s in desv ir tuarse la  func ión y e l  s ign i f icado que 

t ienen los  inc identes en e l  Ju ic io , se  puede lograr  que 

unos se  resue lvan de p lano,  oyendo a las  partes en la 

misma audienc ia  en que se hubieren susc itado,  en tanto 

que para otros se instaura un mecanismo senc i l lo ,  en e l  

que se cumplen las  formal idades del  procedimiento” .  18 

                                                 
18  Iniciativa de ley. Op. Cit. Págs. 32 a 34. 
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La in ic iat iva determina que en e l  Capí tu lo X se 

ampl ían las  reg las sobre la  acumulac ión,  para ev i tar  que, 

por  fa l ta  de d ispos ic iones expresas,  las  Juntas se 

encuentren impos ib i l i tadas para reso lver  d iversas 

s i tuac iones que pueden presentarse en los  ju ic ios.  

 

“Para ese e fecto  se  señalan cuatro h ipótesis en las 

que procede la acumulac ión,  la  que puede in ic iarse  de 

o f ic io o  a instanc ia  de parte .  

 

“E l  pr inc ip io  de economía procesa l  hace necesar io 

que por  la  re lac ión que ex iste de ident idad o conexidad 

entre  las  acc iones p lanteadas y las  partes que las 

promovieron,  con objeto  de ev i tar  reso luc iones 

contradictor ias, se  acumulen en un mismo tr ibunal  todos 

los  ju ic ios  que reúnan esas caracter ís t icas en su re lac ión 

rec íproca,  para que este  Tr ibunal ,  genera lmente la  Junta 

de Conc i l iac ión y Arb it ra je que hubiere prevenido, 

resue lva con un so lo  cr i ter io  todos los  puntos pet itor ios 

que se l leven a su cons iderac ión.   

 

“La acumulac ión misma se tramitará como un 

inc idente.  Se establece que 1as obl igac iones patronales 

en mater ia de capac i tac ión y ad iestramiento de los 

t rabajadores y segur idad e h ig iene en los centros de 

trabajo,  no serán acumulables a n inguna otra acc ión, 

sa lvo e l  caso del  procedimiento de hue lga.   
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“Se trata desde luego,  de las  acc iones e jerc i tadas 

ante  las  Juntas Loca les de Conc i l iac ión y Arbi t ra je,  que 

por  razones de competenc ia  deben remit i r ,  en su 

oportunidad,  a la  Junta Federa l  correspondiente,  los 

documentos a que se re f iere e l  ar t ícu lo 699 de esta 

In ic iat iva.    

 

“E l  Capí tu lo  XI  de la  In ic iat iva, norma lo  re lat ivo a la 

cont inuac ión de l proceso y de la caduc idad.   

 

“E l  pr inc ip io  según e l  cua l  e l  impulso procesa l 

corresponde bás icamente a las  partes, es demasiado 

r íg ido y en las  leg is lac iones contemporáneas no r ige 

p lenamente.  

 

“Es c ier to  que en e l  ar t ícu lo  685 se determina que los 

ju ic ios  laborales se  in ic iarán a instanc ia  de parte,  lo  que 

es congruente con nuestro  s is tema jur íd ico, que da e l  

derecho de acc ión a quien t iene un interés leg i t imo que 

est ima vulnerado y que, no pudiendo lograr  su 

compos ic ión por  la  v ía  de la  avenenc ia,  so l ic i ta  la 

intervenc ión de los  órganos jur isd icc iona les para que 

éstos ap l iquen e l  precepto o   preceptos que est ima 

v io lados.  

 

“E l lo  no impl ica que e l  pr inc ip io  d ispos i t ivo,  que 

l levado a l  extremo l imita ser iamente la  actuac ión de los 

t r ibunales,  deba imperar  en e l  desarro l lo  de todo e l  

procedimiento.   
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“Los Pres identes de las  Juntas de Conc i l iac ión y 

Arb i tra je ,  deben cu idar  que los  ju ic ios  que ante  e l las  se 

tramitan no queden suspendidos,  sa lvo en los  casos 

espec ia lmente prev istos en la  Ley.  

 

“Aun cuando se conserva la  f igura de la caduc idad,  

ésta se  encuentra mat izada en benef ic io  de l  t rabajador; 

ya que la  Junta requer irá  de o f ic io  a  éste  para que act ive 

e l  procedimiento,  en e l  caso de que haya dejado de 

promover  en los ú l t imos tres meses y comenzará a 

contarse e l  término para que opere la  caducidad a part i r  

de la  not i f icac ión que se haga al  t rabajador    

 

“En este  Capí tulo  se  da intervenc ión expresamente a 

la  Procuradur ía  de la  Defensa de l  Trabajo,  para que en los 

ju ic ios  en que e l  t rabajador o  su representante lega l 

dejen de promover  por  cua lquier  causa durante e l  término 

de tres meses, aque l la comis ione a un procurador  a e fecto 

de que se cont inúe e l  procedimiento.  

 

“La Procuradur ía  puede rea l izar  de este  modo una de 

las  más importantes atr ibuc iones que le  conf ir ió  e l 

leg is lador ,  e incrementar  as í  su part ic ipac ión en e l  buen 

func ionamiento de los  tr ibunales labora les y en la  defensa 

de los  derechos de los  trabajadores,  que por  insuf ic iente 

asesoramiento lega l  se  encuentren expuestos a perder  sus 

derechos adquir idos,  o  a obtener  un reconoc imiento tard ío 

de los  mismos.  
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“E l  Capí tu lo  XII  se ref iere  a las  pruebas, a  su 

enumerac ión ya la  forma en que deben ser  desahogadas; 

por  razones de método y de correcta presentac ión de su 

ar t icu lado,  se d iv id ió en ocho secc iones, lo  que contr ibuye 

a c las i f icar  y  descr ib ir  c laramente los  pr inc ipa1es medios 

probator ios  que reconoce la  Ley,  s in que e l lo  s igni f ique 

que son los  únicos que pueden admit irse  en los  ju ic ios 

labora les.  

 

“En general ,  pueden emplearse todos los  medios de 

prueba que no sean contrar ios  a la  mora l  y a l  derecho. El  

o frec imiento,  la admis ión,  e l  desahogo y la  valorac ión de 

las  pruebas, const i tuyen un per íodo de espec ia l  

t rascendenc ia en los  procedimientos,  ya sean éstos 

administrat ivos o  jud ic ia les.   

 

Los hechos que const i tuyen la  base de la  acc ión,  as í  

como los que puedan fundar  las  excepc iones, deben ser 

c laramente expuestos y demostrados a los  tr ibunales;  es 

prec isa- mente esta etapa de l  proceso la  que da la 

oportunidad de hacer lo .  En concordanc ia con esta 

af irmac ión,  se  d ispone que las pruebas deben re fer irse  a 

los hechos contenidos en la demanda y contestac ión, que 

no hayan s ido confesados por  las  partes” .19  

Conforme a la  in ic iat iva en examen, con las 

modif icac iones propuestas se  trata de implementar  la 

facu ltad que normalmente t ienen los  jueces de d ic tar 

acuerdos para mejor  proveer , y  además establecer  un 

                                                 
19  Iniciativa de ley. Op. Cit. Págs. 34 a 36. 
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mecanismo en e l  que la  par t ic ipación de todos los  que 

interv ienen en e l  proceso conduzca a la  formulac ión de 

acuerdos,  autos inc identa les y laudos só l idamente 

fundados.   

 

Durante muchos años se  han invo lucrado en las 

d iversas ramas de l  Derecho Procesa l  dos pr inc ip ios que, 

re lac ionados entre  s í ,  no pueden ser  cons iderados como 

idént icos: la  ob l igac ión de quien af irma, de probar los 

hechos a que se está re f ir iendo,  como const i tut ivos de su 

acc ión, y  la  l imitac ión de los  casos en que e l  que n iega 

está obl igado a. probar .   

 

Este  pr inc ip io,  cuando se apl ica r íg idamente,  l imita 

de manera considerable  la  act iv idad de l  tr ibunal ,  que en 

las  sentenc ias o  laudos debe formarse una idea c lara y 

completa de los  hechos que s i rven de sustento a la 

ap l icac ión de las  normas en las sentencias o  laudos.   

 

En rea l idad,  tanto e l  que af irma determinados hechos 

en ca l idad de demandante,  como e l  que los  af irma en 

s i tuac ión de demandado,  deben aportar a l  t r ibunal los 

e lementos de que d ispongan para probar  su d icho y, 

además,  deben señalar la  forma de obtener  las  pruebas de 

las  que no d ispongan en ese momento,  s i  son 

documentales,  para que las  Juntas de Conc i l iac ión y 

Arb i tra je  se  las  a l leguen,  ex ig iendo su presentac ión a 

quien las  tenga.  
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Es e l  aspecto inquis i t ivo  a l  que t ienden los  tr ibunales 

de trabajo,  como órganos de l  Estado dest inados a impart ir  

just ic ia  con p leno conoc imiento de los  hechos,  as í  como a 

ev i tar  formul ismos que han desaparec ido inc luso en e l  

derecho pr ivado.   

 

Estar  ob l igado a probar un hecho y d isponer  de todos 

los  medios para hacer lo ,  son dos s i tuac iones que no 

s iempre co inc iden.  

 

Es f recuente que la  contraparte ,  o  que terceros 

ajenos a l  ju ic io , d ispongan de más e lementos que e l  actor 

para comprobar lo que éste  af irma.  

 

Por  esa razón, en esta In ic iat iva: se propone que la 

junta podrá ex imir  de la  carga de la prueba a l  t rabajador , 

cuando por otros medios se  esté  en pos ib i l idad de l legar 

a l  conoc imiento de los  hechos.   

 

S i  e l  patrón es requer ido deberá exhib i r  la 

documentac ión que tenga la  obl igac ión de conservar  en la 

empresa,  bajo e l  aperc ib imiento de que,  de no 

presentar los, se  presumirán c ier tos los  hechos a legados 

por  e l  t rabajador .   

 

Corresponderá a l  patrón probar  su d icho cuando 

ex ista controvers ia  sobre los  hechos y actos en que e l  

empleador  está obl igado a d isponer  de sus antecedentes.  
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De este  modo se establece una modal idad  más de l 

s is tema part ic ipat ivo,  en base a la  f ranca co laborac ión de 

todos aque l los  que interv ienen en e l  ju ic io , para lograr  e l 

esc larec imiento de la  verdad y para aportar  a las  Juntas 

de Conc i l iac ión y a las  de Conc i l iac ión y Arbi t ra je  todos 

los  e lementos que fac i l i ten e l  desempeño de sus 

importantes func iones soc ia les. 

 

Las Juntas aprec iarán l ibremente las  pruebas, 

va lorándo las en conc ienc ia,  s in neces idad de sujetarse a 

reg las o  formal ismos.   

 

A l  respecto conviene repet ir  que e l  s is tema de las 

pruebas tasadas no opera en e l  Derecho de l  Trabajo y que 

los  códigos de procedimientos c iv i les  se han apartado 

también de este r íg ido s is tema.  

 

E l lo  no s ign if ica que al  apreciarse las  pruebas no 

deba razonarse e l  resu l tado de la  eva luac ión de l  órgano 

jur isd icc iona l ,  s ino so lamente que,  a l  rea l izar  esa 

operac ión,  no están obl igados a ajustarse a moldes 

preestablec idos.  

  

A la prueba confes iona l se  le  da un ampl io  desarro l lo 

en las  d ispos ic iones que r igen,  para or ientar  b ien su 

desahogo y señalar  con c lar idad las  consecuenc ias 

adversas que puede tener,  para la  persona c itada, para 

abso lver  pos ic iones,  su ausenc ia.   
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Para ev i tar  innecesar ios ap lazamientos en la 

ce lebrac ión de la  audienc ia  de desahogo de pruebas, e l  

ar t ícu lo  193 determina que cuando una persona,  que ya 

no labora en la empresa,  deba abso lver  pos ic iones sobre 

hechos propios y e l  o ferente  ignora su domic i l io ,  aqué l la 

deberá proporc ionar  e l  ú l t imo que tenga registrado para 

que se proceda a c i tar lo.   

 

Se est ipu la  que e l  patrón t iene obl igación de 

conservar  y exhib i r  en ju ic io una ser ie  de documentos 

v inculados con las  re lac iones de trabajo de sus 

co laboradores; que deberá conservar los durante todo e l  

t iempo que dure la  re lac ión labora l  de aque l los s i  se  trata 

de l  contrato  de trabajo y e l  ú lt imo año y uno después,  s i  

se trata de otros documentos.  

 

Estos preceptos const i tuyen una consecuenc ia lóg ica 

de lo  que est ipu la  e l  ar t ícu lo  774 comentado 

anter iormente. La consecuenc ia procesa l  de l 

incumpl imiento de la  ob l igac ión a que se re f iere  este 

ar t ícu lo ,  se  traduce en la  presunc ión que admite  prueba 

en contrar io ,  de cons iderar  c iertos los  hechos que e l  actor 

exprese en su demanda, en re lac ión con los  documentos 

que debieran conservarse.  

 

Para la  in ic iat iva,  de este  modo se coadyuva a que 

los  patrones l leven un registro  completo de l  cumpl imiento 

de sus obl igac iones, tanto en los aspectos de 

contratac ión,  salar ios  y part ic ipac ión de ut i l idades,  como 

en lo  re ferente  a sus obl igac iones con e l  Inst i tuto 
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Mexicano de l  Seguro Soc ia l  y  e l  Inst i tuto de l  Fondo 

Nac iona l  de la Viv ienda para los Trabajadores.   

 

La Secc ión Cuarta trata de la  prueba test imonia l .  E l 

desahogo de la  prueba test imonia l  es  s imi lar  a l  que 

actua lmente t iene; s in embargo,  se  introducen a lgunas 

var iantes a las  que es necesar io  re fer irse .  

 

E l  cr i ter io  de l imitar  e l  número de test igos que 

puedan ofrecerse por  cada hecho controvert ido que se 

pretenda probar,  se  funda en la exper ienc ia  de la  práct ica 

en los  tr ibunales,  que ha demostrado que la  presentac ión 

de numerosos test igos t iende a retardar  la  tramitac ión de 

los  juic ios  y que no contr ibuye,  cuando se abusa de esta 

prueba,  a l  esc larec imiento de los  hechos por  esa razón, se 

reduce a tres,  en lugar  de c inco,  e l  número de los  que 

pueden proponerse por  cada hecho controvert ido que 

pretenda probar.   

 

Se conserva e l  pr inc ip io  de l ibre  formulac ión de 

preguntas a los  test igos,  con objeto  de prec isar  los 

hechos con la mayor  c lar idad pos ib le;  s in embargo,  se  da 

a las Juntas la  facu l tad de rechazar  aque l las  que 

contestadas con anter ior idad,  l leven impl íc i ta  la  

contestac ión o  carezcan de re lac ión con la  l i t i s  p lanteada.   

 

La dispos ic ión se  funda en e l  pr inc ip io  de economía 

procesa l  y  en e l  propós i to  de ev i tar  la  formulac ión de 

preguntas ins idiosas,  que pueden ofuscar  la mente del 

dec larante.   
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Las tachas a los  test igos se expresarán so lamente al  

conc lu ir  e l  desahogo de la  prueba y se ofrecerán las 

pruebas conducentes a demostrar  las objec iones hechas 

va ler ,  pero no se abr irá  inc idente para su recepc ión,  s ino 

que serán concentrados y aprec iados en la  audienc ia a 

que se re f iere  e l  ar t ícu lo 884 de esta Ley.   

 

Se establece en e l  ar t ícu lo  820 que lo  declarado por 

un so lo  test igo podrá formar convicc ión, s i  en é l  

concurren c ircunstanc ias que sean garant ía de veracidad, 

que lo  hagan insospechable  de fa lsear  los  hechos sobre 

los que dec lara, fue e l  ún ico que se percató de los mismos 

y su dec larac ión no se encontrare  en opos ic ión con otras 

pruebas que obren en autos.   

 

Desde luego la  Junta conserva su l iber tad para va luar 

en conc ienc ia  esa prueba,  a l  igua l  que todas las  demás. 

La prueba per ic ia l  en genera l  mant iene e l  s is tema actua l , 

que co inc ide con las  práct icas usuales en e l  o frec imiento y 

desarro l lo de esta prueba.   

 

La única innovac ión cons iste  en que de ex ist ir  

d iscrepanc ia  en los  d ic támenes que r indan los per i tos de 

las  partes,  la  Junta podrá des ignar  un tercero y que éste 

deberá excusarse dentro  de las  cuarenta y ocho horas 

s igu ientes a la en que se rat i f ique su nombramiento,  s i  

concurre  a lguna de las  causas a que se ref iere e l  Capí tu lo 

IV de l  mismo T ítu lo .  
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La Junta ca l i f i cará de p lano la excusa y,  dec larada 

procedente,  nombrará nuevo per i to .  Se introduce otra 

innovac ión a l  incorporar  la  prueba presunc iona l;  se trata 

de acuerdo con la  teor ía  c lás ica,  pero s in inc lu ir  la  

presunc ión " jur is  e t  e  jure" ,  la cua l no admite prueba en 

contrar io,  por  cons iderar  que en este  caso se está más en 

presenc ia de una f icc ión jur íd ica,  que de un verdadero 

medio de prueba.   

 

La presunc ión se d iv ide en lega l  y  humana; e l 

ar t ícu lo  833 hace re ferenc ia  a la  invers ión de la  carga de 

la  prueba,  lo  que debe cons iderarse dentro  de l  marco en 

que se ha s i tuado anter iormente a este  pr inc ip io.  Al  no 

inc lu irse  la  presunc ión " jur is  e t  e  jure",  lógicamente se 

admiten pruebas en contrar io  en re lac ión con las 

aceptadas.   

 

E l  Capí tu lo XII se c ierra con la Secc ión Octava,  que 

trata de la  prueba instrumenta l ,  def in iéndo la como el  

conjunto de actuac iones que obren en e l  expediente, 

formado con mot ivo de l  ju ic io .   

 

La in ic iat iva espec i f ica que c ier tamente en ese caso 

se trata bás icamente de la  ob l igac ión genér ica,  que t ienen 

todos los  tr ibunales,  de va lorar las d iversas actuac iones 

que consten en los  expedientes, aun cuando las partes no 

lo  hayan promovido.  
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El  propós i to  es a l legar  a los  juzgadores mayores 

e lementos para for ta lecer  su cr i ter io ,  en re lac ión con los 

hechos y p lanteamientos sobre los que deben reso lver .  

 

En resumen, la Secc ión Octava e leva a la  categor ía 

de preceptos lega les en mater ia  labora l ,  práct icas usuales 

en los  ju ic ios  que concuerdan con e jecutor ias  de nuestros 

más a l tos tr ibunales y con la  teor ía  genera l  en esta 

mater ia ,  pero que se est ima, deben quedar  en e l  texto de 

la  Ley para ev i tar  pos ib les controvers ias sobre la 

interpretac ión de esas práct icas.   

 

E l  Capí tu lo  XIII  se  re f iere a  las  reso luc iones E l  Capí tu lo  XIII  se  re f iere a  las  reso luc iones E l  Capí tu lo  XIII  se  re f iere a  las  reso luc iones E l  Capí tu lo  XIII  se  re f iere a  las  reso luc iones 

labora les,  las que se c las i f ican en acuerdos,  autos labora les,  las que se c las i f ican en acuerdos,  autos labora les,  las que se c las i f ican en acuerdos,  autos labora les,  las que se c las i f ican en acuerdos,  autos 

iiii nc identa les y laudos.  nc identa les y laudos.  nc identa les y laudos.  nc identa les y laudos.      

    

Esta c las i f icac ión además de prec isar  la  termino logía Esta c las i f icac ión además de prec isar  la  termino logía Esta c las i f icac ión además de prec isar  la  termino logía Esta c las i f icac ión además de prec isar  la  termino logía 

a l  descr ib i r  cada una de estas  reso luc iones,  señala  e l  a l  descr ib i r  cada una de estas  reso luc iones,  señala  e l  a l  descr ib i r  cada una de estas  reso luc iones,  señala  e l  a l  descr ib i r  cada una de estas  reso luc iones,  señala  e l  

a lcance lega l  de cada una de e l las  y  establece términos a lcance lega l  de cada una de e l las  y  establece términos a lcance lega l  de cada una de e l las  y  establece términos a lcance lega l  de cada una de e l las  y  establece términos 

para que sean dictadas por  las  Juntas para que sean dictadas por  las  Juntas para que sean dictadas por  las  Juntas para que sean dictadas por  las  Juntas     

    

La mayor  parte  de este  CapíLa mayor  parte  de este  CapíLa mayor  parte  de este  CapíLa mayor  parte  de este  Capí tu lo  regula la  expedic ión tu lo  regula la  expedic ión tu lo  regula la  expedic ión tu lo  regula la  expedic ión 

y e l  contenido de los  laudos, lo  que se expl ica por la y e l  contenido de los  laudos, lo  que se expl ica por la y e l  contenido de los  laudos, lo  que se expl ica por la y e l  contenido de los  laudos, lo  que se expl ica por la 

importanc ia  que t iene esta c lase de reso luc iones en e l importanc ia  que t iene esta c lase de reso luc iones en e l importanc ia  que t iene esta c lase de reso luc iones en e l importanc ia  que t iene esta c lase de reso luc iones en e l 

proceso de l t rabajo. proceso de l t rabajo. proceso de l t rabajo. proceso de l t rabajo.     

Los laudos deben ser  c laros,  prec isos y  congruentes Los laudos deben ser  c laros,  prec isos y  congruentes Los laudos deben ser  c laros,  prec isos y  congruentes Los laudos deben ser  c laros,  prec isos y  congruentes 

con la  demanda,  contestac ión,  1 i t is  p lanteada con la  demanda,  contestac ión,  1 i t is  p lanteada con la  demanda,  contestac ión,  1 i t is  p lanteada con la  demanda,  contestac ión,  1 i t is  p lanteada y hechos y hechos y hechos y hechos 

probados; se  d ic tará a  verdad sabida,  y  aprec iando los probados; se  d ic tará a  verdad sabida,  y  aprec iando los probados; se  d ic tará a  verdad sabida,  y  aprec iando los probados; se  d ic tará a  verdad sabida,  y  aprec iando los 

hechos en conc ienc ia;  pueden reso lver  conf l ic tos de hechos en conc ienc ia;  pueden reso lver  conf l ic tos de hechos en conc ienc ia;  pueden reso lver  conf l ic tos de hechos en conc ienc ia;  pueden reso lver  conf l ic tos de 
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carácter  ind iv idua l  o  co lect ivo,  inc luyendo entre  estos carácter  ind iv idua l  o  co lect ivo,  inc luyendo entre  estos carácter  ind iv idua l  o  co lect ivo,  inc luyendo entre  estos carácter  ind iv idua l  o  co lect ivo,  inc luyendo entre  estos 

ú l t imos los  de natura leza económica.  ú l t imos los  de natura leza económica.  ú l t imos los  de natura leza económica.  ú l t imos los  de natura leza económica.      

    

La verdad sabida y  la  aprec iac ión de los  hechLa verdad sabida y  la  aprec iac ión de los  hechLa verdad sabida y  la  aprec iac ión de los  hechLa verdad sabida y  la  aprec iac ión de los  hechos en os en os en os en 

conc ienc ia  son los  conceptos complementar ios se  conc ienc ia  son los  conceptos complementar ios se  conc ienc ia  son los  conceptos complementar ios se  conc ienc ia  son los  conceptos complementar ios se  

re lac ionan con la  l iber tad que se otorga a las  Juntas para re lac ionan con la  l iber tad que se otorga a las  Juntas para re lac ionan con la  l iber tad que se otorga a las  Juntas para re lac ionan con la  l iber tad que se otorga a las  Juntas para 

a l legarse  todos los  e lementos que les  puedan aprox imar a l legarse  todos los  e lementos que les  puedan aprox imar a l legarse  todos los  e lementos que les  puedan aprox imar a l legarse  todos los  e lementos que les  puedan aprox imar 

mejor  a l  verdadero conoc imiento de los  hechos,  s in mejor  a l  verdadero conoc imiento de los  hechos,  s in mejor  a l  verdadero conoc imiento de los  hechos,  s in mejor  a l  verdadero conoc imiento de los  hechos,  s in 

neces idad de sujetarse a formal ismos neces idad de sujetarse a formal ismos neces idad de sujetarse a formal ismos neces idad de sujetarse a formal ismos ya  aceptar ya  aceptar ya  aceptar ya  aceptar 

r íg idamente  e l  va lor  atr ibu ido prev iamente  a  las  pruebas r íg idamente  e l  va lor  atr ibu ido prev iamente  a  las  pruebas r íg idamente  e l  va lor  atr ibu ido prev iamente  a  las  pruebas r íg idamente  e l  va lor  atr ibu ido prev iamente  a  las  pruebas 

desahogadas durante la  secue la de l  procedimiento.desahogadas durante la  secue la de l  procedimiento.desahogadas durante la  secue la de l  procedimiento.desahogadas durante la  secue la de l  procedimiento.     

    

La In ic iat iva introduce importantes innovac iones en La In ic iat iva introduce importantes innovac iones en La In ic iat iva introduce importantes innovac iones en La In ic iat iva introduce importantes innovac iones en 

esta área,  acordes con la  tendenc ia genera l  de l  Derecho esta área,  acordes con la  tendenc ia genera l  de l  Derecho esta área,  acordes con la  tendenc ia genera l  de l  Derecho esta área,  acordes con la  tendenc ia genera l  de l  Derecho 

Procesa l  moderno,  de dejar  a Procesa l  moderno,  de dejar  a Procesa l  moderno,  de dejar  a Procesa l  moderno,  de dejar  a los  t r ibunales una ampl ia los  t r ibunales una ampl ia los  t r ibunales una ampl ia los  t r ibunales una ampl ia 

l iber tad para  que  a l  tomar  reso luc iones  no queden sujetos l iber tad para  que  a l  tomar  reso luc iones  no queden sujetos l iber tad para  que  a l  tomar  reso luc iones  no queden sujetos l iber tad para  que  a l  tomar  reso luc iones  no queden sujetos 

a reg las in f lexib les  de apl icac ión automát ica,  n i  a la  a  reg las in f lexib les  de apl icac ión automát ica,  n i  a la  a  reg las in f lexib les  de apl icac ión automát ica,  n i  a la  a  reg las in f lexib les  de apl icac ión automát ica,  n i  a la  

act iv idad exc lusiva de las  partes,  que con f recuencia  es act iv idad exc lusiva de las  partes,  que con f recuencia  es act iv idad exc lusiva de las  partes,  que con f recuencia  es act iv idad exc lusiva de las  partes,  que con f recuencia  es 

omisa o  mal  or ientada.omisa o  mal  or ientada.omisa o  mal  or ientada.omisa o  mal  or ientada.     

 

E l  texto de l  ar t ícu lo  843 t iene por  objeto  ev i tar,  en lo 

pos ib le ,  la  apertura de inc identes de l iqu idac ión,  cuyo 

trámite  puede tomar un t iempo cons iderable;  para e l lo  se 

d ispone que en los  laudos,  cuando se trate  de 

prestac iones económicas,  se  determinará e l  sa lar io  que 

s i rva de base a la  condena,  cuant i f icándose e l  importe  de 

la  prestac ión que deberá cubr irse .   

 

También señala que cuando la  condena no sea de 

cant idad l íqu ida,  se  establecerán en e l  propio laudo,  s in  
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neces idad de inc idente, las medidas con arreglo  a las 

cua les se  hará la  l iqu idac ión.   

 

En e l  ar t ícu lo  845 se determina la forma en la  que 

deberá procederse,  cuando se n iegue a votar  a lguno de 

los representantes de los  trabajadores o de los patrones 

ante  la Junta,  que concurran a la  audienc ia  o  d i l igenc ia.  

 

E l  mecanismo ev i ta  que se deje de d ic tar  la 

reso luc ión correspondiente  y hace un reenvío  a los 

ar t ícu los 671 a 675 de la  Ley para que apl ique a los 

representantes renuentes,  la  sanc ión prev ista.  

 

S i  e l  pr inc ip io  de economía procesa l  es  cons iderado 

como fundamenta l  en la  buena marcha de los ju ic ios 

labora les,  es lóg ico conc lu ir  que las  reso luciones de la 

Juntas no deben dar  lugar  a que se abra una segunda 

instanc ia,  que pro longar ía  cons iderablemente e l  curso de 

aque l los;  es por  e l lo  que se establece en e l  ar t ículo  848 

que las  reso luc iones de las Juntas no admiten n ingún 

recurso y que aqué l las  no pueden revocar  sus 

reso luc iones.   

 

Nuestro  s is tema jur íd ico  garant iza,  mediante  la Nuestro  s is tema jur íd ico  garant iza,  mediante  la Nuestro  s is tema jur íd ico  garant iza,  mediante  la Nuestro  s is tema jur íd ico  garant iza,  mediante  la 

intervenc ión de los  Tr ibunales Federa les,  la  posib i l idad de intervenc ión de los  Tr ibunales Federa les,  la  posib i l idad de intervenc ión de los  Tr ibunales Federa les,  la  posib i l idad de intervenc ión de los  Tr ibunales Federa les,  la  posib i l idad de 

enmendar ,  en su  caso,  cua lquier  error  de procenmendar,  en su  caso,  cua lquier  error  de procenmendar,  en su  caso,  cua lquier  error  de procenmendar,  en su  caso,  cua lquier  error  de procedimiento o ed imiento o ed imiento o ed imiento o 

de fondo en que hubieren incurr ido las  Juntas a l  apl icarse de fondo en que hubieren incurr ido las  Juntas a l  apl icarse de fondo en que hubieren incurr ido las  Juntas a l  apl icarse de fondo en que hubieren incurr ido las  Juntas a l  apl icarse 

e  interpretarse las  d ispos ic iones  lega les correspondientes e  interpretarse las  d ispos ic iones  lega les correspondientes e  interpretarse las  d ispos ic iones  lega les correspondientes e  interpretarse las  d ispos ic iones  lega les correspondientes 

es por  eso que en e l  Capí tulo  XIV da  a las  partes e l  es  por  eso que en e l  Capí tulo  XIV da  a las  partes e l  es  por  eso que en e l  Capí tulo  XIV da  a las  partes e l  es  por  eso que en e l  Capí tulo  XIV da  a las  partes e l  
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derecho de so l ic i tar  derecho de so l ic i tar  derecho de so l ic i tar  derecho de so l ic i tar  la revis iónla revis iónla revis iónla revis ión  de  los  actos que rea l icen  de los  actos que rea l icen  de los  actos que rea l icen  de los  actos que rea l icen 

los  pres identelos pres identelos pres identelos pres identes, actuar ios o  func ionar ios habi l i tados,  en s , actuar ios o  func ionar ios habi l i tados,  en s , actuar ios o  func ionar ios habi l i tados,  en s , actuar ios o  func ionar ios habi l i tados,  en 

e jecuc ión de los  laudos,  convenios,  reso luc iones que e jecuc ión de los  laudos,  convenios,  reso luc iones que e jecuc ión de los  laudos,  convenios,  reso luc iones que e jecuc ión de los  laudos,  convenios,  reso luc iones que 

ponen f in  a  las  tercer ías  y de los  d ic tados en las ponen f in  a  las  tercer ías  y de los  d ic tados en las ponen f in  a  las  tercer ías  y de los  d ic tados en las ponen f in  a  las  tercer ías  y de los  d ic tados en las 

prov idenc ias caute lares.  prov idenc ias caute lares.  prov idenc ias caute lares.  prov idenc ias caute lares.      

    

En  los  ar t ícu los  852 y  s igu ientes se  establece la En los  ar t ícu los  852 y  s igu ientes se  establece la En los  ar t ícu los  852 y  s igu ientes se  establece la En los  ar t ícu los  852 y  s igu ientes se  establece la 

forma de in ic iar  y  t ramitar  estforma de in ic iar  y  t ramitar  estforma de in ic iar  y  t ramitar  estforma de in ic iar  y  t ramitar  este recurso  y  se  procura que, e recurso  y  se  procura que, e recurso  y  se  procura que, e recurso  y  se  procura que, 

s in dejar  de cumpl i r  con las  formal idades esenc ia les  de l s in dejar  de cumpl i r  con las  formal idades esenc ia les  de l s in dejar  de cumpl i r  con las  formal idades esenc ia les  de l s in dejar  de cumpl i r  con las  formal idades esenc ia les  de l 

procedimiento,  su  desahogo y  reso luc ión se  despachen en procedimiento,  su  desahogo y  reso luc ión se  despachen en procedimiento,  su  desahogo y  reso luc ión se  despachen en procedimiento,  su  desahogo y  reso luc ión se  despachen en 

cor to  p lazo. cor to  p lazo. cor to  p lazo. cor to  p lazo.     

    

También se otorga a la  persona que sea objeto  de la 

ap l icac ión de medidas d isc ip l inar ias o medios de apremio, 

e l  derecho de interponer  una reclamación en contra de 

esos actos,  la  cua l  se  tramitará  en forma inc identa l ,  pero 

s in que e l lo  impl ique la interrupc ión de l  ju ic io .  

 

E l  func ionar io  que resul te  responsable  de a lguna fal ta 

en la  ap l icac ión de medidas d isc ip l inar ias  o  de apremio, 

será sanc ionado de acuerdo con lo  que establece la  propia 

Ley.  

En e l  Capí tu lo XV se regula lo  re lat ivo a las 

prov idenc ias caute lares.  Es frecuente que a l  so l ic i tar  e l 

actor  la  e jecución de un laudo favorable ,  no encuentre 

b ienes suf ic ientes para hacer  e fect iva la  condena; esta 

s i tuac ión se reg istra con preocupante frecuenc ia  en los 

Ju ic ios  labora les; para ev itar lo  la  Ley establece 

actua lmente medidas que en la práct ica se  han reve lado 
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insuf ic ientes, por  e l lo  en la  In ic iat iva se  implementan y 

for ta lecen estas prov idenc ias a f in  de lograr  que su objeto 

se  a lcance p lenamente en benef ic io  de los  demandantes 

que prueben oportunamente sus derechos.  

 

Para que se decrete  un secuestro  provis iona l  de 

b ienes,  e l  pres idente de la  junta tomará en cons iderac ión, 

a l  fundar  e l  auto,  las  c ircunstanc ias del  caso y las 

pruebas rendidas por  la  parte so l ic i tante y so lo decretará 

la  prov idenc ia caute lar  s i  lo  cons idera necesar io.   

 

Podrá ex ig ir  e l  o torgamiento de f ianza para 

garant izar  los pos ib les daños y per ju ic ios; as imismo, 

deberá d ic tar  las  medidas a que se sujetará e l  secuestro,  

a  efecto  de que no se suspenda e l  desarro l lo  de las 

act iv idades de la  empresa o establec imiento requis i to  que 

responde a l  interés soc ia l  que debe predominar en las 

d ispos ic iones labora les,  para ev i tar ,  s iempre que sea 

pos ib le ,  que los fenómenos de producc ión y prestac ión de 

servic ios, sufran una innecesar ia  interrupc ión.   

 

E l  art ícu lo  862 cons idera como invar iab lemente 

necesar io  e l  secuestro  prov is ional ,  cuando e l  so l ic i tante 

compruebe que e l  demandado t iene d i ferentes Ju ic ios 

jud ic ia les  y administrat ivos promovidos en su contra ante 

d is t intos tr ibunales,  tomando en cons iderac ión su cuant ía .   

 

Los Capí tu los XVI y XVII  regulan procedimientos 

conc i l ia tor ios  que aun cuando poseen caracter ís t icas 
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dist intas entre  e l los ,  t ienden al  mismo f in:  avenir  a  las 

partes.   

 

En la  conc i l iac ión deben estar presentes e l  patrón y 

e l  trabajador ,  s in asesores o  apoderados; esta importante 

innovac ión es una consecuenc ia de l  propós i to  de enfat izar 

y for ta lecer  los  procedimientos conc i l ia tor ios  en los 

ju ic ios   labora les.  

 

E l  Derecho Soc ia l  antepone s iempre e l  interés de la 

soc iedad,  a  cua lquier  otro  que pueda debat irse .  La 

conc i l iac ión es un camino que permite  abrev iar  e l  t iempo 

que pueda durar  un conf l ic to  de intereses; ev ita  que se 

entorpezca la  producc ión y en genera l  las act iv idades 

económicas; contr ibuye a mantener  la  armonía en e l  seno 

de las empresas y logra que e l  pr inc ip io  part ic ipat ivo de 

los  factores de la  producc ión en e l  proceso económico se 

conso l ide.   

 

La ausenc ia de asesores o  apoderados es 

conveniente,  porque de ese modo las  partes actuarán en 

forma espontánea y probablemente atenderán las 

exhortac iones de los  func ionar ios de la Junta.   

 

En la  in ic iat iva se  d ispone que s i  las  partes no 

concurren personalmente a la etapa de avenimiento con 

que se in ic ia  la  audienc ia,  entonces deberán hacer lo  en la 

de l i t ig io .   
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Más que las  consecuenc ias procesa les que genere la 

ausenc ia  de l  patrón o de l t rabajador,  interesa a l  

leg is lador  procurar  la  so luc ión de los  conf l ictos por  esta 

v ía  de entendimiento,  que se insp ira en uno de los 

pr inc ip ios bás icos de l  Derecho de l Trabajo.  

 

En e l  ar t ícu lo 879 se introduce una innovac ión 

importante,  a l  d isponer  que s i  n inguna de las partes está 

presente en e l  per íodo de demanda y excepc iones,  se 

tendrá por  reproduc ida la  demanda y por  contestada en 

sent ido af irmat ivo, sa lvo prueba en contrar io , para 

demostrar  que e l  actor  no estaba l igado por  re lac ión de 

trabajo con e l  demandado; que no ex ist ió  e l  despido o  que 

no son c ier tos los hechos af i rmados en la  demanda.  

 

Se deja en este caso e l  impulso procesa l  a las Juntas 

y en lugar  de c i tarse a nueva audienc ia,  se  cont inúa con 

la  que se encuentra en curso.   

 

Los s igu ientes ar t ícu los norman lo  re lat ivo a las 

pruebas sobre hechos supervenientes,  as í  como la 

pos ib i l idad de que las  partes estén conformes con los 

hechos y la  controvers ia  quede reduc ida a un punto de 

derecho, en cuyo caso se les otorgará un término para 

a legar ,  d ic tándose a cont inuac ión e l  laudo.   

E l  ar t ícu lo  884 se re f iere  a la forma en que se l levará 

a cabo la audienc ia  de desahogo de pruebas.  Con base en 

los  pr inc ip ios de economía y concentrac ión procesa l  se 

supr ime, por  no cons iderarse ind ispensable ,  é l  término de 

48 horas  que actua lmente se  concede a las  partes al  
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conc lu ir  e l  desahogo de las  pruebas,  para a legar lo que a 

su derecho convenga y aquél las  podrán hacer lo  en la 

misma audienc ia,  lo  que contr ibuye a acortar  esta etapa 

de l ju ic io .  

 

Las Juntas de Conc i l iac ión y Arb i t ra je  deben impart ir  

just ic ia  de manera expedi ta  en los  ju ic ios labora les;  

quienes l i t igan ante  e l las  deben proceder con lea l tad y 

buena fe ,  cons iderándose como part ic ipantes en una 

importante  tarea soc ia l  que impone a todos c iertas 

normas de conducta a las  que deben ajustarse.  

 

La re lac ión procesa l  que se crea entre  todos los  que 

interv ienen en un ju ic io ,  los  convier te  en coadyuvantes de 

la  recta ap l icac ión de las  leyes,  s in que por  e l lo 

abandonen la  demostrac ión y defensa de sus pretens iones 

jur íd icas.   

 

Por  estas razones,  e l  ar t ícu lo  891 da a las  Juntas la 

facu ltad de sanc ionar  económicamente a l  l i t igante  que a 

su ju ic io  haya obrado con do lo o  mala fe .   

 

E l  procedimiento de los  conf l ic tos co lect ivos de 

natura leza económica const i tuye la  mater ia  de l  Capítu lo 

XIX.   

La comple j idad de estos ju ic ios  obedece más a las 

práct icas per ic ia les  que deben desarro l larse  en e l los,  que 

a sus aspectos legales;  por  esa razón se conserva y. 

ampl ía  e l  s istema v igente, que permite  ana l izar 
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c laramente las  pet ic iones de las  partes y enmarcar las  en 

e l  panorama económico genera l.   

 

De este  modo se l lega a l  completo conoc imiento de 

factores que subyacen en e l  problema; incosteabi l idad que 

puede or ig inarse en los cambios de l  mercado,  o  en e l 

incompleto aprovechamiento de los  e lementos de que 

d ispone la unidad productora; implantac ión de nuevos 

métodos técnicos o  adquis ic ión de maquinar ia  nueva que 

puede afectar e l  interés de los  trabajadores.   

 

En e l  ar t ícu lo 906 se apl ican los  pr inc ip ios de 

economía y concentrac ión procesa l ,  lo  que hace pos ib le 

que una vez  conc lu idas las  expos ic iones de las  partes y 

formuladas sus pet ic iones se pase a l  of rec imiento de 

pruebas y,  en su caso,  a l  desahogo de las  admit idas por  e l  

Tr ibunal .   

 

Se deja a las Juntas una ampl ia  l iber tad para 

pract icar  todas las  d i l igenc ias que est imen conveniente  y 

se  re i tera e l  pr inc ip io  bás ico conforme a l  cua l  aqué l las,  a l 

reso lver  la  controvers ia ,  deberán en todo caso hacer 

preva lecer  e l  equi l ibr io y la just ic ia  soc ia l  en las 

re lac iones entre  trabajadores y patrones, s in que en 

n ingún caso puedan reduc ir  los  derechos mín imos 

cons ignados en la  Const i tuc ión y en la  Ley en benef ic io  de 

los trabajadores.   

 

Por  razones de técnica jur íd ica se  propone la 

reubicac ión de var ios ar t ícu los que regulan e l  
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procedimiento de hue lga y que actua lmente se  encuentran 

inc lu idos en la  parte substant iva de la  Ley.  

 

Además se inc luyen reformas y ad ic iones en esta 

mater ia  que recogen la exper ienc ia de los tr ibunales y de 

los  sectores d irectamente interesados.  E l  procedimiento 

que se descr ibe en e l  Capí tu lo  XX, en términos genera les, 

es s imi lar  a l  que se s igue ahora.   

 

La exper ienc ia ha comprobado que las  normas 

v igentes son adecuadas para reg lamentar  los preceptos 

const i tuc iona les.   

 

S in embargo,  se  propone la modi f icac ión de algunos 

textos.  E l  ar t ícu lo  923 determina que no se dará trámite 

a l  escr i to  de emplazamiento de huelga,  cuando éste  sea 

presentado por un s ind icato que no sea e l  t i tu lar  del  

contrato  co lect ivo de trabajo.   

 

De este  modo se reconoce expresamente en la  Ley un 

e fecto importante  a la  t i tu lar idad de los contratos 

co lect ivos, forta lec iendo as í  a  las  organizaciones 

s ind ica les;  s imultáneamente se  ev i tan p lanteamientos de 

hue lga que no correspondan a l  verdadero interés de los 

t rabajadores cuyo centro  de labores va a suspender 

act iv idades.   

 

E l  ar t ícu lo  924 corre lat ivo de l  actua l  453,  introduce 

una importante reforma en e l  s is tema en práct ica,  que 

just i f ica  e l  f i rme propós i to  de ev i tar  que una inst i tuc ión 
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jur íd ica a l  serv ic io  de la  just ic ia  soc ia l ,  se  desvir túe con 

f recuenc ia.   

 

E l  esp ír i tu protector  de los  derechos de los 

t rabajadores,  que se encuentra en e l  or igen de este 

ar t ícu lo  se  ha conservado plenamente; pero podrán 

pract icarse d i l igenc ias de e jecuc ión o  aseguramiento, 

cuando se trate  de garant izar  los  derechos de uno o 

var ios trabajadores,  espec ia lmente re lac ionados con 

indemnizac iones,  sa lar ios, pens iones y demás 

prestac iones devengadas; adeudos der ivados de la  fa l ta 

de pago de las  cuotas patronales a l  Inst i tuto  Mexicano del 

Seguro Soc ia l ,  a l  Inst i tuto  de l  Fondo Naciona l  de la 

V iv ienda de los Trabajadores y otros crédi tos f isca les.   

 

En todos estos casos,  es ev idente que se trata de 

proteger  un interés de muy a l ta  jerarquía desde e l  punto 

de v ista soc ia l ,  y  e l  ar t ícu lo  926 ev i ta  prórrogas exces ivas 

en e l  procedimiento.   

 

En e l  T í tu lo  Quince de la Ley Federa l  de l  Trabajo se 

encuentran las  d ispos ic iones re lat ivas a los 

procedimientos de e jecuc ión.   

 

Su ar t icu lado forma parte  de l  Derecho Procesa l  de l  

Trabajo y regula e l  e jerc ic io  de la  facu l tad del  Estado de 

hacer  cumpl ir  las  reso luc iones emanadas de los t r ibunales 

labora les,  cuando los ob l igados por e l las se n ieguen a 

cumpl ir las  espontáneamente.   
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También se apl ican estas normas a los  laudos 

arbi t ra les,  a  los convenios ce lebrados ante  las Juntas y a 

las  reso luc iones d ic tadas en los  conf l ic tos co lect ivos de 

natura leza,  económica que,  contemplados desde e l  punto 

de v is ta lega l ,  no d i f ieren de las  demás dec is iones de los 

t r ibunales labora les.  

 

Las Dispos ic iones Genera les en mater ia de 

Procedimientos de Ejecuc ión,  no d i f ieren substanc ia lmente 

de las  v igentes,  aun cuando se introducen en é l  a lgunas 

modif icac iones y ajustes,  as í  como la  supres ión de l  actual  

ar t ícu lo  844,  por  est imar  que e l  mecanismo que establece, 

usual en e l  Derecho Procesa l ,  se encuentra 

suf ic ientemente regulado en la Ley.  

 

En e l  procedimiento de embargo,  de la misma manera 

que en e l  texto v igente,  se  cu ida que las  normas 

concuerden con los pr inc ip ios genera les sobre embargos y 

remates,  contenidos en d iversas leyes procesa les y que 

der ivan de la doctr ina y de las  interpretac iones 

jur isprudencia les;  se  da a la  e jecuc ión de las  reso luc iones 

labora les la  mayor  ce ler idad pos ib le,  para ev itar  que los 

t rabajadores favorec idos por  e l  laudo,  tengan que esperar 

un largo t iempo para rec ibi r  las prestaciones que 

der ivaron de su desempeño, o  la compensación por  los 

per ju ic ios  que les causaron los hechos fundamento de su 

acc ión; se  da mayor  ampl i tud a l  concepto de domic i l io ,  

para efectuar  la  d i l igenc ia  de requer imiento de pago y 

embargo,  con e l  propós i to  de que no se suspenda aqué l la 

por  interpretaciones restr ic t ivas de l  término domic i l io ,  
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que podr ían ocas ionar  pro longadas demoras; se 

establecen reglas para e l  caso de que se pract iquen var ios 

embargos sobre los  mismos b ienes,  con objeto  de 

acentuar  la  pre ferenc ia  que se deberá dar  en este 

supuesto, a  los  crédi tos de los  trabajadores.   

 

Además,  se  cuida e l  debido cumpl imiento de lo  que 

est ipu la  e l  art ícu lo  113 sobre sa lar ios  devengados e 

indemnizac iones y,  en genera l,  se  aseguran los  pagos 

pendientes a los  trabajadores, para e l lo ,  se establece un 

procedimiento para substanc iar  las  cuest iones de 

pre ferenc ia,  que ev itará, en su caso, e l  que se adjudiquen 

o rematen b ienes pertenec ientes a l  patrón,  con mot ivo de, 

ju ic ios  d ist intos o  procesos administrat ivos,  Inc luyendo a 

los  promovidos por  inst i tuc iones de l  sector  públ ico,  s in la 

comparecenc ia de los  trabajadores.  

 

Las d ispos ic iones lega les que r igen la  concern iente a 

los  remates de los  b ienes sobre los  cuales se hubiere 

trabado un embargo,  t ienen un desarro l lo  más ampl io que 

las  normas que los r igen actua lmente, con e l  propósi to  de 

l lenar  var ias lagunas que, por su brevedad,  cont iene la 

Ley v igente y también con objeto  de proteger mejor los 

derechos de los  t rabajadores afectados.  

En términos genera les se  s iguen los  procedimientos 

que e l  derecho y la  práct ica procesa les han d iseñado para 

la  ce lebrac ión de remates o a lmonedas; otro  tanto puede 

dec irse  de l  f incamiento adjudicac ión de los  b ienes,  pero 

se  cu ida de que e l  actor  rec iba pre ferentemente e l  pago a 

que la  Ley le  da derecho.   
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La in ic iat iva prec isa que e l  Capí tu lo  I II  de l  T í tu lo 

Quince const i tuye una innovac ión en nuestro  Derecho 

Procesa l  de l  Trabajo; se  denomina de los  Procedimientos 

Paraprocesa les o  Vo luntar ios y regula e l  t rámite  de 

asuntos en que por  mandato de la  Ley,  por  su naturaleza, 

o  a so l ic i tud de parte  interesada,  se  requiera la 

intervenc ión de la  Junta, s in que esté promovido 

jur isd icc iona lmente conf l ic to  a lguno.  

 

No podr ía  propiamente en este  caso,  hablarse de 

procedimientos de e jecuc ión,  pero con e l  objeto  de ev i tar 

e l  introduc ir  nuevos t í tu los en la  Ley Federal  de l  Trabajo y 

rea l izar  los  cons iguientes desplazamientos que e l lo 

requer ir ía ,  se  propone inc lu ir lo en e l  menc ionado T í tu lo , 

separándo lo  lógicamente de las  normas sobre actos de 

e jecuc ión.   

 

A l  proponer  la  introducc ión de estas d ispos ic iones en 

la  leg is lac ión labora l  se  pretende establecer  en e l la  un 

equiva lente  a lo  que en nuestros códigos de 

procedimientos c iv i les  se  conoce con e l  nombre de 

jur isd icc ión vo luntar ia; inst i tuc ión cuyas caracter ís t icas 

jur íd icas han dado or igen a numerosas opin iones entre  los 

t ratadistas y han mot ivado la expedic ión de interesantes 

e jecutor ias  de la  H.  Suprema Corte  de Just ic ia  de la 

Nac ión,  cons iderándose le  en ocas iones como un conjunto 

de actos administrat ivos y otras veces como un verdadero 

proceso at íp ico; en rea l idad part ic ipa según e l  taso 

p lanteado, de las  dos caracter íst icas.  
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Lo  que just i f ica  la innovac ión que se propone, es 

recoger  y dar  mayor  va l idez  lega l  a  una ser ie  de práct icas 

rea l izadas mediante  interpretac ión de la Ley, para 

tramitar las  con un procedimiento, ág i l ,  senc i l lo,  

marcadamente ora l  y  concentrado.   

 

No obstante e l  número de asuntos que pueden 

tratarse por esa v ía  es grande, la In ic iat iva regula 

a lgunos de e l los  espec í f icamente.  As í ,  cuando s in haber 

mediado objec ión de los  trabajadores,  la  Secretar ía de 

Hac ienda y Crédi to  Públ ico  modi f ique e l  ingreso g loba l 

gravable  dec larado por  e l  causante,  y éste  haya 

impugnado d icha reso luc ión,  podrá so l ic i tar  a la  Junta de 

Conc i l iac ión y Arb i tra je  competente la  suspens ión de l 

reparto  ad ic iona l  a  los  trabajadores,  debiendo otorgar 

garant ía  suf ic iente para que se conceda la  suspens ión.   

 

Se establecen otras s i tuac iones en las  que fuera de 

ju ic io ,  los patrones y los  trabajadores acuden a las Juntas 

para dar les  p leno va lor  lega l; en estos casos,  más que 

como fedatar ios,  los  tr ibunales labora les interv ienen como 

autor idades que v ig i lan e l  debido cumpl imiento de las 

normas jur íd icas.   

E l  ar t ícu lo  991 de la In ic iat iva resue lve, 

conjuntamente con la  ad ic ión que se propone a l  art ícu lo 

47 de esta Ley,  un problema que en la  práct ica se 

presenta con frecuenc ia,  y   que hasta ahora no ha ten ido 

una c lara so luc ión: se  trata de l procedimiento que deberá 
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seguir  un patrón a l  resc ind ir  su re lac ión de trabajo con un 

trabajador .  

 

La ad ic ión t iene por  objeto  implementar  e l  ú l t imo 

párrafo  de l  art ícu lo  47,  para e l  e fecto  de que no se pueda 

argumentar  que la  fa lta  de not i f icac ión obedec ió  a la 

negat iva de l t rabajador  a rec ib ir  e l  av iso.   

 

Concomitantemente con lo  anter ior ,  se  propone la 

ad ic ión a l  art ícu lo  47,  cons istente  en señalar  la 

consecuenc ia lega l  de la fa l ta  de not i f icac ión por  escr i to 

a l  t rabajador,  que t iene por  objeto  fundamenta l  hacer 

pos ib le  que e l  trabajador  despedido conozca 

oportunamente las  causas de l despido,  para que esté en 

pos ib i l idad de recurr ir  a  los  t r ibunales labora les,  cuando 

cons idere que es in just i f icado,  y as í  no se vea sorprendido 

e  indefenso en e l  momento de l  ju ic io .   

 

La modi f icac ión de l  ar t ículo 47 es ind ispensable  para 

hacer  operantes las  nuevas reglas de carácter  probator io 

que se introducen y que dan or igen a la  ce ler idad de l 

procedimiento.   

 

S i  la  consecuenc ia lega l de la  fa l ta de not i f icac ión 

por  escr i to  de las  causas de despido es que éste  se 

cons idere in just i f icado,  se  debe contar  con e l  instrumento 

necesar io  para e l  cumpl imiento de la  ob l igac ión en caso 

de que e l  trabajador  se  n iegue a rec ib ir lo  y  es por e l lo 

que, como se ha expuesto,  se facu l ta  a la: Junta en e l  
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art ícu lo  991 para hacer  l legar  e l  menc ionado av iso a l  

t rabajador , a so l ic i tud de l  patrón.   

 

Como consecuenc ia de las  re formas y ad ic iones en 

mater ia  procesa l  anter iormente propuestas, se  est ima 

necesar io  también introduc ir  d iversas adic iones en e l  

T í tu lo  Diec isé is de la  Ley,  en e l  que se establecen las 

sanc iones que pueden apl icarse a quienes dejen de 

cumpl ir  con las  ob l igac iones que les  impone la Ley.  
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I I I .1  DEFINICIÓN DE ACCIÓN.III .1  DEFINICIÓN DE ACCIÓN.III .1  DEFINICIÓN DE ACCIÓN.III .1  DEFINICIÓN DE ACCIÓN.     

    

Para e l  Maestro Car los V ieyra,  acc ión,  es un concepto 

jur íd ico  que hasta mediados de l  s ig lo  XIX mantuvo un 

s ign i f icado semejante a l  de derecho subjet ivo (derechos 

que corresponden a l  ind iv iduo).   

 

Se dec ía  que la acc ión es e l  derecho en su apl icac ión 

práct ica,  o  lo  que es lo  mismo, e l  derecho perseguido en 

un ju ic io .  

 

Con e l  paso de l  t iempo fue construyéndose un 

s is tema en v ir tud de l  cua l  se  cons ideraba e l  derecho como 

e l  aspecto sustanc ia l  de l  poder confer ido a una persona a 

través de l ordenamiento jur íd ico y la  acc ión era e l  aspecto 

formal  de l  derecho,  que habi l i ta  la  pos ibi l idad de hacer lo 

va ler  en un ju ic io cuando es ignorado o desconoc ido por 

propia vo luntad. 

 

Hasta ta l  punto se  h izo importante este segundo 

aspecto que ha dado or igen a l  nac imiento de una 

d isc ip l ina jur íd ica autónoma: e l  Derecho procesa l ,  que 

t iene como base la  acc ión y or ig ina las  di ferentes c lases 

de ju ic io ,  par t iendo de l  D igesto (44.7,51) que es un 

documento donde se guardan las  dec is iones de l Derecho 

romano y que expresa que la acc ión es e l  derecho de 

perseguir  en un ju ic io  lo  que se nos debe.  
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La independencia tota l  de la acc ión respecto de l 

derecho,  como concepto c iv i l ,  genera e l  concepto de 

pretens ión de tute la  jur íd ica,  es dec ir  e l  derecho frente al  

Estado y contra e l  adversar io  de carácter  públ ico , 

independiente de l  derecho subjet ivo o ind iv idua l , 

mediante  la  condena de l  demandado por sentenc ia 

favorable  a l  actor  o  demandante,  que hoy t iene un 

respa ldo const i tuc iona l  a  través de lo  que se l lama e l  

derecho a la  tute la jud ic ia l  efect iva.  

 

Se trata de un derecho fundamenta l  de acudir ,  pedir 

y  ex igi r  la  tute la  jur isd icc iona l  de los  órganos públ icos de l  

Estado que t ienen encomendada esa func ión, e  impl ica la 

prohib ic ión de la  autodefensa.   

 

E l lo  hace pos ib le  un concepto de acc ión que se puede 

apl icar  en todos los  órdenes jur isd icc iona les (c iv i l ,  penal , 

labora l  y  contenc ioso administrat ivo) que a su vez  será 

mat izado en func ión de l ordenamiento jur íd ico que la 

protege de forma concreta y espec í f ica.1 

 

S in embargo –dice  e l  profesor  V ieyra- la  acc ión 

dentro  de l  proceso adquiere un s ign if icado espec ia l,  ya 

que e l  derecho a la  tute la  e fect iva de carácter 

const i tuc iona l se  traduce en una ser ie  de pr inc ip ios como 

e l  de que nadie puede ser  condenado s in ser  o ído ( lo  que 

a su vez  impl ica la  neces idad de hacer  las  not i f icac iones y 

emplazamientos con todas las garant ías de que puedan 

                                                 
1 VIEYRA SEDANO, Carlos D. Curso de Derecho Romano II. Facultad de Derecho. Facultad de Derecho. 
Ciudad Universitaria Distrito Federal 2004. 
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l legar a l  interesado) que se efectúe un ju ic io contenc ioso 

o  contradictor io,  se  permita la oportunidad de prueba y 

otras a legac iones y recursos que se van inc luyendo de una 

forma gradual de acuerdo con la  jur isprudenc ia  de los 

t r ibunales,  de modo que su consol idac ión y 

reconoc imiento re i terado,  hagan fact ib le  su incorporac ión 

poster ior  a l  derecho pos i t ivo de los  d i ferentes pa íses.  

 

La acc ión procesa l  t iene or ígenes remotos.  En Roma 

se le  estudia dentro  de los  t res d iversos per iodos del 

procedimiento c iv i l  romano:  

 

La época de acc iones de la  ley (754 «a.C.» hasta la 

mitad de l s ig lo I I  «a.C.»).  La época de l  procedimiento 

formular io  (que data de la  segunda mitad de l  I I  «a.C.» y 

subs iste  hasta e l  s ig lo I II  de la era cr is t iana).  E l  

procedimiento extraord inar io , de l  s ig lo  I II ,  d.C.  hasta 

Just in iano y su codif icac ión, 529-534 de nuestra era.2 

   

Cont inuando con lo que expl ica e l  Maestro V ieyra:  

 

“En e l  estadio  pr imar io  (acc iones de la  ley) la  acc ión 

se  d ice  que eran dec larac iones so lemnes,  acompañadas de 

gestos r i tua les ( tanto e l  término act io  como e l  verbo 

agere, pos ib lemente,  no era empleado cuando se habla de l  

proceso en e l  sent ido genera l  de 'obrar '  o  'hacer  a lguna 

cosa' ,  s ino más b ien,  en la espec ia l  de representar una 

pequeña f icc ión dramát ica,  cua l  es  e l  teatro) que e l  

                                                 
2 VIEYRA SEDANO, Carlos D. Op. Cit. 
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part icu lar  pronunc ia y rea l iza,  por  lo  genera l ,  ante  e l  

magistrado,  con e l  f in  de proc lamar un derecho que se le 

d iscute o de real izar un derecho p lenamente reconocido.  

 

“De a l l í  que las  acc iones se  d iv id ieran en dec larat ivas 

( leg is  act io sacramento, per jud ic is  arb i tr ive 

postu lat ionem y per  condionem) y e jecut ivas ( leg is  act io 

per  manus in iect io  y por  p ignor is  capionem). 

 

“Con u l ter ior idad,  en e l  per iodo formular io ,  las 

fórmulas, antes exc lus ivas de l conoc imiento de l Co leg io 

de los  Pont í f ices,  se d ivu lgan,  se mult ip l ican y se 

desposeen un tanto de l  r igor ismo formul is ta prev io ,  para 

ser  adaptadas a las  necesidades crec ientes de un 

explos ivo pueblo  romano. 

 

“S in embargo,  s in la  menor  duda,  es la  conoc ida y 

longeva concepc ión de Ce lso, la  que ha ten ido mayor 

impacto y permanenc ia en la  e laborac ión de la  def inic ión 

de acc ión procesa l ,  as í  e l  derecho de perseguir  en ju ic io 

lo  que se nos debe (nehi l  a l iud act io , quam ius quod s ib i 

debeatur  jud ic io  persequendi ,  se  ir rad ia  por  extensas 

lat i tudes,  y  todavía a lgunas leg is lac iones trasnochadas y 

autores pos i t iv is tas que les  toman como base de sus 

argumentac iones y comentar ios,  la  conservan a pesar de 

su obso lescenc ia,  como lo  demuestra e l  que la  t rad ic ión 

de usar  e l  t í tu lo  de acc iones arranca de la  Inst i tuta de 

Gayo,  que trata de l  derecho procesa l  en e l  cuarto  y ú l t imo 

l ibro.  
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“E l  Derecho procesa l ,  se  ubica en la  esfera de l 

ordenamiento jur íd ico  const i tuida por  e l  conjunto de las 

normas reguladoras de una ser ie  o  cadena de actos 

suces ivos,  re lac ionados entre s í  y  desarro l lados de un 

modo ordenado —el  conjunto de los  cua les se  l lama 

proceso— y tendentes a la  obtenc ión de un 

pronunc iamiento jud ic ia l ,  en part icu lar  de una sentenc ia, 

y  a l  subs iguiente  cumpl imiento de d icho fa l lo .  

 

“E l  proceso var ía  según que lo  d iscut ido ante  los 

t r ibunales sea un derecho subjet ivo pr ivado (proceso 

c iv i l ) ,  una re lac ión labora l  (proceso labora l) ,  un acto  en e l  

que intervenga la  Administrac ión en cuanto ta l  (proceso 

contenc ioso-administrat ivo) o e l  esc larec imiento de un 

de l i to  o fa lta  (proceso penal) .  

 

La facu l tad de los órganos jur isd icc iona les de l  Estado 

de pedir  la  ap l icac ión de normas jur íd icas a casos 

concretos,  para entender  sobre las  causas antes descr i tas 

y mediante  cua lquiera de los  procedimientos que resul ten 

pert inentes se  l lama acc ión”.3  

 

Conc lu imos la  c i ta:  

 

“E l  v íncu lo  que se establece entre  los  órganos 

jur isd icc iona les y quien hace valer  su derecho de acc ión o 

defensa rec ibe e l  nombre de re lac ión jur íd ica procesa l .  

 

                                                 
3 VIEYRA SEDANO, Carlos D. Op. Cit. 
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“E l  Derecho procesa l  só lo  t iene sent ido y nace cuando 

se presc inde de la  autodefensa para la  so luc ión de 

pos ib les controvers ias,  cuando prohíbe que cada uno tome 

la  just ic ia  por  su mano, asumiendo e l  Estado la  mis ión de 

tute lar  los derechos de los  c iudadanos en todos sus 

aspectos y e l  de dec larar los  en e l  supuesto de que se 

d iscutan o resulten dudosos o  inc ier tos.  

 

“E l  Derecho procesa l ,  cuyo rango puede cons iderarse 

subs id iar io  o  accesor io ,  const i tuye un medio  para lograr  e l  

f in  de tute lar  los  derechos,  pero no deja de ser  una rama 

de l Derecho públ ico .  

 

Regula la  act iv idad de los órganos públ icos, los 

órganos jur isd icc iona les, sus pronunc iamientos, la  e f icac ia 

de los  mismos y e l  poder inherente a las medidas de 

e jecuc ión y aseguramiento que impl ican causa,  de un 

modo directo, y  atañen a la  potestad soberana de l 

Estado”.4  

        

I I I .2  CARACTERÍSTICAS DE LOS CONFLICTOS DE TRABAJO. I I I .2  CARACTERÍSTICAS DE LOS CONFLICTOS DE TRABAJO. I I I .2  CARACTERÍSTICAS DE LOS CONFLICTOS DE TRABAJO. I I I .2  CARACTERÍSTICAS DE LOS CONFLICTOS DE TRABAJO.     

 

La pa labra conf l ic to ,  gramat ica lmente hablando,  se  

der iva de la  voz  lat ina conf l igere,  que s ign i f ica combat ir 

y ,  por extens ión,  combate,  zozobra,  inquietud,  apuro, 

apr ieto, compromiso grave.  El  vocablo es s inónimo del 

                                                 
4 VIEYRA SEDANO, Carlos D. Op. Cit. 
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término co l is ión,  de co l iss ion,  der ivado verba l  de co l igere, 

que s ign i f ica chocar,  rozar .5  

 

La fracc ión XX de l ar t ícu lo 123 const i tuc iona l  otorga 

a las  juntas de conc i l iac ión y arb i traje la competenc ia 

para conocer  y reso lver  los  conf l ic tos que se susc iten 

entre  los  factores de la  producción, e l  trabajo  y e l  capi ta l .   

 

Para Manue l A lonso Garc ía,  conf l ic to de trabajo es: 

 

 "Toda s i tuac ión jur íd ica que se produce a 

consecuenc ia de la  a l terac ión jur íd ica ocas ionada en e l  

desarro l lo o  en la ext inc ión de una re lac ión jur íd ico 

labora l  y  que se p lantea entre los  sujetos de la  misma, o 

entre  las partes de un convenio co lect ivo" .6 

 

De l  ar t ícu lo  604 de la  Ley Federa l  de l  Trabajo der iva 

que los  conf l ictos de trabajo pueden susc i tarse entre 

trabajadores y patrones,  só lo entre  aque l los o  só lo entre  

éstos,  con mot ivo de las  re lac iones de trabajo o  de hechos 

ínt imamente v inculados con esas re lac iones.   

 

Gui l lermo Cabane l las  expresa que: 

 

“E l    término   conf l ic to   t iene   mucha  s imi l i tud con  

 

                                                 
5 TENA SUCK, Rafael y Hugo Ítalo Morales. Derecho Procesal del Trabajo. Segunda Reimpresión. Editorial 
Trillas. México Distrito Federal 2003. Pág. 24. 
6 Autor citado por DÁVALOS MORALES, José. Derecho Colectivo y Derecho Procesal del Trabajo.2ª. 
Edición. Editorial Porrúa. México Distrito Federal 2004. Pág. 117. 
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co l is ión,  s in embargo,  no deja de ser frecuente en lo 

labora l  hablar de conf l ic to  para un problema p lanteado 

con aspereza entre  las  partes,  más o menos irreduct ib les, 

y  re legar  e l  uso de co l is ión para concretos 

acontec imientos de los  trabajadores o  contra e l los".7  

 

En su acepc ión jur íd ica encontramos una gran 

var iedad de def in ic iones de los  conf l ic tos de trabajo, 

entre  las pr inc ipa les podemos menc ionar:  

 

Para Mar io  de la Cueva:  

 

"Los conf l ic tos de trabajo son las  controvers ias que 

se susc i tan en ocas ión o  con mot ivo de la formación, 

modif icac ión o cumpl imiento de las  re lac iones ind iv idua les 

o  co lect ivas de trabajo".8  

 

A manera de ensayo,  Armando Porras y López def ine 

a los  conf l ic tos de trabajo como:  

 

"Las controvers ias jur íd ico-económicas que surgen 

con mot ivo de la  ampl iac ión de la  tute la de la  Ley a la 

re lac ión de trabajo ind iv idua l o  co lect ivo".9 

 

En este  orden de ideas, J .  Jesús Castorena d ice  que:  

 

                                                 
7 CABANELLAS, Guillermo. Compendio de Derecho Laboral. Tomo II. Editorial Bibliográfica Omeba. 
Buenos Aires Argentina 1988. Pág. 252. 
8 DE LA CUEVA, Mario. Op. Cit. Pág 19. 
9 PORRAS LÓPEZ, Armando. Derecho Procesal del Trabajo. Textos Jurídicos Universitarios. México 
Distrito Federal 1971. Pág. 72. 
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"Conf l ic to  de trabajo es toda d i ferenc ia  que surge 

entre  los sujetos de l  derecho obrero,  con mot ivo de la 

implantac ión,  ce lebrac ión,  formación,  interpretac ión, 

a lcance y v igenc ia  de las normas de los  contratos y de las 

re lac iones de trabajo" .   

 

Agrega,  además,  . . .que los conf l ic tos jur íd icos son 

todos aquel los que surgen para def in ir  los derechos y 

obl igac iones de sujetos, a la  luz  de una norma 

preestablec ida,  o  de un contrato  o  de una re lac ión, ya se 

trate  de las  normas lega les, las  consuetudinar ias,  los 

usos,  las  práct icas o  los  s imples pr inc ip ios que emanan de 

la  Ley; ya se  trate  de los  contratos ind iv iduales,  de los 

pactos o  estatutos s ind ica les,  de los  contratos co lect ivos 

o  de la  s imple prestac ión subord inada de serv ic ios.  Se 

trata de la controvers ia  c lás ica que t iene como fondo la 

actuac ión de la norma.10  

 

Eugenio  Pérez  Bot i ja ind ica que:  

 

“Con e l  nombre conf l ic tos labora les se  a lude a toda la 

ser ie  de f r icc iones suscept ib les  de produc irse  en las 

re lac iones de trabajo; este  nombre se puede apl icar  a  las 

d i ferenc ias jur íd icas que sur jan entre  las  partes de un 

contrato  de trabajo y sobre e l  cumpl imiento e 

incumpl imiento de sus c láusulas,  as í  como a las  

                                                 
10 CASTOREÑA, J. Jesús. Procesos del Derecho Obrero. Imprenta Didot. México Distrito Federal 1987. Pág. 
32. 
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in f racc iones de una ley labora l  que no acatan las 

empresas o los  t rabajadores” .11  

 

Por  su parte ,  Bal tasar Cavazos F lores,  señala que:  

 

“Por  conf l ic to  de trabajo se ent iende todo aque l 

procedente de la  prestac ión de servic ios  retr ibuidos por e l  

patrono a l  t rabajador;  esto es,  der ivados de la  act iv idad 

labora l .  Por esa causa los t ipos de conf l ictos de trabajo 

resul tan muy numerosos,  como son d ist intos los  hechos 

que pueden dar les or igen,  b ien por la ca l idad de l objeto 

que s irve de mot ivac ión,  b ien por e l  número de los 

sujetos part ic ipantes en los  mismos.   

 

Comenta además que:  

 

"Conf l ic to  di f iere  de controvers ia ,  ya que la  expres ión 

controvers ia  de trabajo ind ica una fase d is t inta del  

conf l ic to , pues mientras esta pugna existe ,  en la 

controvers ia  hay un punto de co inc idenc ia  que cons iste 

prec isamente en que las  partes antagónicas entran en 

d iscus ión”.12 

 
Para Rafael  Tena Suck y Hugo Í ta lo  Mora les Sa ldaña, 

los  conf l ic tos de trabajo t ienen las s igu ientes 

caracter ís t icas:  

 

                                                 
11 PÉREZ BOTIJA, Eugenio. Curso de Derecho del Trabajo. Editorial Tecnos. Madrid España 1988. Pág. 
294. 
12 CAVAZOS FLORES, Baltasar. 35 Lecciones de Derecho Laboral. Editorial Trillas. México Distrito 
Federal 1983. Pág.  351. 
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�  Son controvers ias,  fr icc iones o d i ferenc ias que 

surgen de la prestac ión subordinada y personal 

de serv ic ios.   

 

�  Der ivan fundamenta lmente de la act iv idad 

labora l .   

 

�  Parten de los sujetos antagónicos de las  

re lac iones labora les.   

 

�  Son eminentemente soc ia les  y d inámicos,  en 

cambio los c iv i les  y mercant i les son 

genera lmente patr imonia les,  por  los  intereses en 

juego.  

 

�  Son de orden públ ico ,  es dec ir ,  toda la  soc iedad 

se encuentra interesada,  par t icu larmente en los 

co lect ivos y deben acatarse las normas de 

trabajo imperat ivamente.  

 

�  Los desigua les son tratados por  la  ley y e l  

t r ibunal  de manera des igua l; en cambio,  en los 

conf l ic tos c iv i les ,  las  partes son tratadas en una 

s i tuac ión de igua ldad.  

 

�  Sin estar  de acuerdo,  a lgunos otros mani f iestan 

que en los  conf l ic tos de trabajo ex iste  una 
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espec ie  de despersonal izac ión de las  partes, lo 

que no ocurre  en los  conf l ic tos c iv i les .13  

 
I I I .3  CAUSAS. I I I .3  CAUSAS. I I I .3  CAUSAS. I I I .3  CAUSAS.     

 

Entre los  factores de la producc ión y en la  mayor ía 

de los  casos, los  conf l ic tos de trabajo son s in lugar  a 

duda manifestaciones de inconformidad.   

 

Con la  apar ic ión de la  propiedad pr ivada la soc iedad 

se d iv id ió  en dos c lases per fectamente d i ferenc iadas que 

se l lamaron,  en la  Edad Ant igua: esc lavos y patr ic ios;  en 

la  Edad Media: s iervos y nobles y señores feudales; en la 

edad actua l  o  de l  capi ta l ismo industr ia l:  pro letar ios  de la 

c iudad y de l  campo y capi ta l is tas poseedores de los 

medios de producc ión; cabe señalar ,  que las luchas de 

épocas ant iguas y moderna no tuv ieron las  mismas 

caracter ís t icas que t iene la  lucha soc ia l  de nuestros d ías.   

 

Ahora b ien esta pugna,  como todos sabemos,  dentro  

de l  rég imen actua l  t iene una c lara mani festac ión 

prec isamente en los  conf l ic tos de trabajo.  

 

En ta l  v i r tud podemos conc lu ir ,  s in pretender  dar  por 

agotado e l  tema, que los  conf l ic tos de trabajo t ienen sus 

ra íces más profundas en e l  s istema de producc ión nac ido 

de la Revo luc ión Industr ia l ,  como consecuenc ia de causas 

económico-soc ia les, de las  contradicc iones ex istentes,  y 

sobre todo en los  abusos y opres ión hac ia  la  c lase 

                                                 
13 Cfr. TENA SUCK, Rafael y Hugo Ítalo Morales. Op. Cit. Pág. 27. 
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t rabajadora,  ya que es b ien sabido,  que en una empresa 

que cumple  con la  ley y respeta la  d ign idad e integr idad 

de sus obreros,  se  e l iminan las  pugnas; en suma, los 

conf l ic tos de trabajo se  generan por  un desequi l ibr io de 

partes o  por  la v io lac ión de un derecho,  surgidos en una 

rea l idad h istór ica.  

 

I I I .4  CLASIFICACIÓN.III .4  CLASIFICACIÓN.III .4  CLASIFICACIÓN.III .4  CLASIFICACIÓN.     

    

 Si  b ien es c ierto  que ex isten tantas c las i f icac iones 

como cr i ter ios  de c las i f icac ión haya,  que son numerosos, 

para los  e fectos de l  presente apartado,   e l  Maestro José 

Dávalos nos d ice: 

 

“ . . .nos ocuparemos de l  estudio  de los  conf l ic tos de 

trabajo agrupándolos en base a los s iguientes cr i ter ios:   

 

“ -En razón de los  sujetos.   

 

“ -En razón de su natura leza.  

 

“ -En razón de l interés afectado.14  

 

Por  su parte  Juan B.  C l iment señala:  

 

En razón de las partes que interv ienen,  los  conf l ic tos 

labora les pueden ser:  

 

                                                 
14 DÁVALOS MORALES, José. Op. Cit. Pág. 117. 
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Conf l ic tos obrero-patronales.  

Conf l ic tos Inter .-obreros.  

Conf l ic tos Inter .-patronales.  

 

E l  c i tado autor determina que: 

 

“A su vez,  la  Expos ic ión de Mot ivos de la  Ley de 

1970, en su Apartado 51 señala esta c las i f icac ión de los 

conf l ic tos de trabajo: 

  

“Los conf l ictos de trabajo,  han s ido c las i f icados por 

la  doctr ina y la  jur isprudenc ia  de conformidad con dos 

cr i ter ios: de acuerdo con e l  pr imero, se d iv iden en 

ind iv idua les y co lect ivos, según que los  intereses en 

juego,  sean los  de uno o var ios trabajadores, 

ind iv idua lmente determinados, ta l  es  e l  caso de las 

demandas para e l  pago de salar ios, despidos o r iesgos de 

trabajo; bien que se trate de intereses de los grupos de 

trabajadores,  esto  es,  de conf l ic tos que afecten los 

intereses genera les de las comunidades obreras.  La 

segunda c las i f icac ión comprende también dos t ipos de 

conf l ic tos,  unos de natura leza jur íd ica y otros de 

natura leza económica: los  pr imeros son los  que se 

re f ieren a la  interpretac ión y ap l icac ión de las  normas 

jur íd icas v igentes en re lac ión con casos concretos,  en 

tanto los  conf l ic tos económicos son los  que t ienden a la 

creac ión o  modif icac ión de las  normas que deberán regir  
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en e l  futuro las  re lac iones entre  los  t rabajadores y los 

patrones”.15  

 

Para e l  autor  en c i ta ,  de l  texto transcr i to , cabe 

destacar  los s igu ientes t ipos de conf l ic tos:   

 

“Atendiendo a los intereses invo lucrados:  

 

“a)  Indiv idua les.  Aque l los  que atañen a l  interés 

ind iv idua l izado de los  trabajadores,  cua lquiera que sea e l  

número de e l los.   

 

“b)  Co lect ivos.  Los que conc iernen a la  co lect iv idad 

de los  trabajadores como ta l ,  esto  es,  no en cons iderac ión 

a l  número de e l los,  s ino a que esté impl icada la 

comunidad obrera, lo que inc luye a l  s indicato como 

representante de l  interés profes iona l  de la misma.  

 

“Según Carnelutt i ,  e l  conf l ic to  cuando se p lantea ante 

los  tr ibunales, adquiere  e l  carácter  de l i t ig io ,  como 

conf l ic to de intereses,  y contrapone a l  l i t ig io  indiv idual ,  e l  

conf l ic to  co lect ivo,  entendido como l i t ig io  co lect ivo,  con 

esta nota d i ferenc ia l:  

 

“Cons iste en que no es un conf l ic to  part icular  de 

intereses,  re lat ivo a dos sujetos determinados, sobre un 

determinado b ien,  s ino una ser ie  de conf l ic tos re lat iva a 

dos categor ías de interesados,  sobre una categor ía  de 

                                                 
15 CLIMENT BELTRÁN, Juan B. Derecho Procesal del Trabajo. 4ª. Edición. Editorial Esfinge. México 
Distrito Federal  2003. Págs. 205 y 206. 
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bienes.  En otras pa labras: la  pretens ión (de un s ind icato) 

y la res is tenc ia (de l  s ind icato opuesto) se  re f iere a la 

ser ie  de conf l ic tos de todos los  per tenec ientes a la 

categor ía . Por e l lo ,  como ya se d i jo,  mediante e l  proceso 

co lect ivo la  func ión procesa l  se desplaza,  de la 

formulac ión de un mandato concreto,  hac ia  la formación 

de un mandato abstracto,  y  supera así  e l  v ie jo  des l inde 

entre  la  func ión procesa l y  la  func ión leg is lat iva”.  16  

 

E l  autor  de mér ito ,  op ina que: 

 

“En consecuenc ia,  según Carne lutt i ,  e l  conf l ic to 

co lect ivo se  caracter iza por  e l  hecho de que no están en 

pugna intereses part icu lares, lo que es propio  de los 

conf l ic tos ind iv idua les, s ino intereses de categor ía , tanto 

por  los  sujetos interesados, que es e l  caso de los 

s ind icatos,  como por  los  b ienes objeto  de l  conf l ic to,  como 

ser ían los  puestos tabulados en e l  contrato  co lect ivo; o 

sea,  según su e jemplo,  se  trata de intereses genér icos 

protegidos mediante  mandatos genera les o  abstractos, 

que son las  normas contenidas e  e l  propio  contrato. En 

otras pa labras, esos intereses de categor ía  son genér icos 

y abstractos,  como son los  puestos tabulados en un 

contrato  co lect ivo,  que no const i tuyen un derecho 

part icu lar  o  personal izado en quienes los ocupan, s ino un 

derecho v ir tua l  y  genér ico  para cua lquier  t rabajador 

propuesto por  e l  s ind icato para ocupar lo ,  mediante  una 

prueba de capacidad o apt i tud.   

                                                 
16 CLIMENT BELTRÁN, Juan B. Op. Cit. Pág. 206. 
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“Ahora bien,  esta concepc ión de Carne lutt i  no es 

ap l icab le  a la  leg is lac ión y la  práct ica en México,  en 

pr imer  lugar  porque,  en cuanto a los  sujetos,  no 

so lamente se  producen los  conf l ic tos entre  dos s indicatos, 

s ino que uno de los  sujetos sue le ser  e l  propio  patrón, 

cuando es demandado por  e l  s ind icato por v io lac iones 

esenc ia les  a l  contrato  co lect ivo,  como la  supres ión de 

p lazas,  incumpl imiento de la  c láusula de exc lus ión de 

ingreso a l  t rabajo,  e tcétera.   

 

“Además,  la  supres ión o  modif icac ión de una c láusula 

de l  contrato  co lect ivo,  por  e jemplo, la  abo l ic ión por  e l 

patrón de una c láusula que proporc ione un fondo de 

ahorro para los t rabajadores,  es mot ivo de un conf l ic to 

co lect ivo,  pero no as í  s i  se  v io la  esa c láusula en perju ic io 

de determinados trabajadores y no de todos,  porque esa 

v io lac ión es suscept ib le  de repararse mediante  las 

acc iones ind iv idua les de los afectados, y no está en juego 

e l  interés profes iona l  como suceder ía con la  desapar ic ión 

de la  c láusula.   

 

Tampoco se conf igura un conf l ic to co lect ivo, por  e l 

hecho de que a los  t rabajadores adscr i tos a determinados 

puesto tabulados en e l  contrato co lect ivo,  se les 

d isminuyan injust i f icadamente sus sa lar ios,  en tanto no se 

supr ima la  c láusula de l  sa lar io tabulado,  porque eso es 

mot ivo de una rec lamación de los  t rabajadores 

ind iv idua les afectados” .  17   

                                                 
17 CLIMENT BELTRÁN, Juan B. Op. Cit. Págs. 205 y 206. 
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Por  las mismas razones,  est imamos que e l  cr i ter io  de 

Mar io de la Cueva,  no se  av iene a la  rea l idad mexicana,  

cuando comparte  e l  cr i ter io  de Paul  Durand,  de que los 

conf l ic tos co lect ivos son los  que ponen en juego e l  interés 

de todo o parte de una comunidad obrera; toda vez  que, 

repet imos,  de acuerdo con la Expos ic ión de Mot ivos,  son 

los  que afecten los  intereses genera les de las 

comunidades obreras.   

 

As imismo, creemos que se aparta de la doctr ina 

mexicana,  a l  dec ir :  E l  trabajador  que ha s ido despedido 

de su empleo por fa ltar  cuatro d ías a sus labores, 

provocará una controvers ia  puramente ind iv idua l ,  pero s i  

la  d isputa versa sobre la  interpretac ión que debe darse a l  

concepto fa l tas de probidad,  in terpretac ión que impl icará 

un precedente suscept ib le  de apl icarse a otros o  a todos 

los  trabajadores,  no só lo  de la  empresa cuest ionada,  s ino 

a los  de toda la  Repúbl ica,  e l  conf l ic to  cruzará los  l inderos 

de lo ind iv idua l y  penetrará a l  campo de lo co lect ivo.   

 

En e l  e jemplo anter ior,  se desv ir túa e l  problema, 

porque e l  hecho de que se s iente  un precedente sobre la 

interpretac ión de una norma jur íd ica,  o de una c láusula 

de l  contrato  co lect ivo,  independientemente de que ese 

precedente puede modif icarse en reso luc iones u l ter iores, 

debe est imarse que es inherente a la  función 

jur isd icc iona l  la interpretac ión de las normas  ap l icab les a  

la  controvers ia p lanteada en e l  caso concreto; pues de 

otro  modo, una reso luc ión en un ju ic io laboral  ind iv idua l , 

por  e l  hecho de sentar  un precedente que per judique a la  
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genera l idad de los  t rabajadores de una empresa,  dar ía 

lugar  a que pudiera impugnarse en la  v ía  de amparo como 

s i  se tratara de un conf l ic to  co lect ivo, var iando e l 

carácter ind iv idua l  de l  ju ic io .  18  

 

De manera que,  según e l  a ludido autor ,  aun cuando 

haya un gran número de trabajadores que e jerc i ten 

acc iones contra e l  patrón mediante  una so la  demanda 

labora l ,  s i  esas acc iones se  pueden ind iv idual izar  y  es 

fact ib le terminar a lguno de los  conf l ic tos por 

des is t imiento,  por  convenio  o por  a l lanamiento de l  patrón, 

s in que por  e l lo  dejen de subs ist i r  los conf l ic tos 

p lanteados por los  demás trabajadores impl icados en la 

demanda, entonces se  trata de conf l ic tos ind iv idua les.  En 

cambio,  s i  se  e jerc i ta  una acc ión co lect iva,  aun cuando e l  

número de los t rabajadores no sea e l  tota l  de los  que 

laboran en la  empresa o establec imiento,  pero está en 

juego e l  interés profes iona l  de la  comunidad obrera en la 

empresa,  se  tratará de un conf l ic to  de carácter  co lect ivo. 

Por  e jemplo: s i  se  so l ic i ta  la  modi f icac ión de a lguna 

c láusula de l  contrato  co lect ivo,  la  supres ión de una p laza 

est ipu lada en e l  mismo, aunque lo  so l ic i ten unos cuantos 

trabajadores e l  conf l ic to es co lect ivo,  porque e l  contrato 

es una inst i tuc ión que atañe a toda la  comunidad obrera; 

en la  inte l igenc ia  de que esas acc iones no pueden ser 

intentadas por  los  t rabajadores ind iv idua lmente,  s ino por 

e l  s ind icato,  que es e l  órgano representat ivo de l  interés 

                                                 
18 Autores citados por CLIMENT BELTRÁN, Juan B. Op. Cit. Págs. 207 y 208. 
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profesiona l  de los  trabajadores, esto  es,  de l  interés 

comunitar io  en la  empresa.   

 

Ahora b ien,  puede darse e l  caso de que e l  s ind icato 

rec lame prestac iones como ent idad,  por e jemplo, e l  

cumpl imiento de determinadas c láusulas del  contrato 

co lect ivo que est ipu len la  entrega de cant idades a l 

s ind icato para ser  dest inadas a act iv idades deport ivas o 

cu l tura les,  o  que rec lame las cuotas que deban cubr ir  sus 

agremiados y que está obl igada a retener la  empresa,  etc .   

 

Como esas prestac iones atañen a la  estabi l idad del 

s ind icato o  a la  rea l izac ión de sus objet ivos,  su 

incumpl imiento afecta a la  comunidad obrera representada 

por  ese s ind icato,  y  por  tanto se  tratará de un conf l ic to 

co lect ivo.   

 

Puede ocurr ir  también que e l  s ind icato a nombre de 

sus agremiados ind iv idua l izados, demande prestac iones 

correspondientes a los  mismos,  der ivadas de l  contrato 

co lect ivo,  o  e jerc i te  acc iones por  despido in just i f icado, 

etc.   

 

Aunque e l  s indicato suscr iba la  demanda, lo hace 

como apoderado de los  trabajadores ind iv idua lmente 

cons iderados,  y por  e l lo  se  tratará de un conf l ic to de 

carácter  ind iv idua l ,  cua lquiera que sea e l  número de los 

t rabajadores comprendidos en la  rec lamación.   
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Empero a veces,  e l  s ind icato inc luye en la misma 

demanda la rec lamación de prestac iones t íp icamente 

s ind ica les, las cua les corresponden a un conf l ic to de 

carácter co lect ivo.  

 

En estos casos, se  yuxtaponen acc iones de carácter 

ind iv idua l  a  favor  de los  trabajadores y acc iones de 

carácter co lect ivo a favor  de l  s ind icato.19  

 

Conc luyendo la  c i ta  de C l iment, e l  autor  d ice: 

 

“En ta l  s i tuac ión,  según la ponenc ia sustentada por e l  

l i cenc iado Lu is  Ca lderón Alvear,  ex-Secretar io  Auxi l iar  de 

Conf l ic tos Co lect ivos de la  Junta Federa l  de Conc i l iac ión y 

Arb i tra je ,  para determinar  la  natura leza y e l  t rámite  de l 

procedimiento, se  sugiere  ponderar cuá les son las 

acc iones de importanc ia predominante,  porque s i  e l  monto 

de la  rec lamación concerniente  a los  t rabajadores 

ind iv idua l izados a lcanza una cant idad cuant iosa,  y  la 

rec lamación de las  cuotas s ind ica les t iene un monto 

comparat ivamente pequeño,  e l  conf l ic to  debe reputarse de 

carácter  ind iv idua l ,  pues de otro  modo bastar ía inc lu ir  en 

la  demanda rec lamaciones ins ign i f icantes de carácter 

co lect ivo,  para var iar  la  natura leza de l  conf l icto.   

 

“Ahora b ien,  se susc i tan en la  práct ica problemas de 

interpretac ión di f íc i l .  Por  e l  hecho de que en una demanda 

de carácter  indiv idua l ,  cua lquiera que sea e l  número de 

                                                 
19 CLIMENT BELTRÁN, Juan B. Op. Cit. Pág. 208. 
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los  trabajadores comprendidos en la  misma, se  ex i ja e l  

cumpl imiento de determinadas c láusulas del  contrato 

co lect ivo,  concern ientes a vacac iones o  aguinaldo,  que se 

est ima v io ladas,  se  cons idera que e l  patrón hace una 

apl icac ión inadecuada de e l las  y que en consecuencia 

d isminuye los  derechos de los  t rabajadores consagrados 

en esas c láusulas.   

 

“S in embargo, en estos casos,  se trata de un 

conf l ic to  ind iv idua l ,  porque la que está en juego es la 

ap l icac ión de una c láusula de carácter co lect ivo a 

determinados trabajadores,  y  só lo  cuando esa v io lac ión se 

genera l iza en per ju ic io  de la  comunidad obrera,  se  tratará 

de un conf l icto co lect ivo.   

 

Por  otra parte , tampoco los t rabajadores 

ind iv idua lmente cons iderados, pueden e jerc i tar  acc iones 

co lect ivas,  por lo  que s i  demandan e l  incremento de l 

sa lar io  tabulado en forma ind iv idual ,  esa demanda no 

t iene v iabi l idad jur íd ica,  por  fa l ta  de leg it imación,  ya que 

no pueden ser t i tu lares de la  acc ión intentada, porque 

están so l ic i tando la  modif icac ión de l  contrato  co lect ivo en 

las  c láusulas re lat ivas a los  sa lar ios  tabulados,  y esa 

acc ión corresponde a l  s ind icato t i tu lar  de l  contrato” .  20 

 

En razón de los  sujetos.  Este cr i ter io  at iende a las 

d iversas combinac iones que se presentan cuando los 

                                                 
20 CLIMENT BELTRÁN, Juan B. Op. Cit. Pág. 206. 
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ind iv iduos u organismos que interv ienen en las re lac iones 

labora les entran en conf l ic to .   

 

a)  Conf l ic tos obrero-patronales.  Se presentan entre 

uno o var ios trabajadores,  o  uno o var ios s ind icatos de 

trabajadores,  y uno o var ios patrones,  o  uno o var ios 

s ind icatos de patrones.  En este  t ipo de conf l ic tos es 

donde se co locan frente  a frente  e l  t rabajo y la  empresa; 

Se entenderá fác i lmente que son los  conf l ic tos labora les 

más numerosos e  importantes.21  

 

Para Mar io  De la  Cueva estos conf l ic tos son un 

der ivado inherente a l  mode lo  de producc ión y as í  tendrá 

que ser  en tanto subsista e l  s is tema capi ta l is ta  de 

producc ión,  no podrán desaparecer  las  d i ferenc ias y 

controvers ias, porque ese régimen descansa en la 

explotac ión de l  t rabajo por  e l  capi ta l .22  

 

Por  lo  tanto, per tenecen a la  esenc ia  de las 

re lac iones entre trabajadores y patrones,  o  s i  se  pre f iere , 

per tenecen a la  natura leza de las  re lac iones en una 

soc iedad d iv id ida en c lases soc ia les.  

 

b)  Conf l ic tos inters ind ica les.  Son los que se susc i tan 

entre  dos o  más s ind icatos.  

 

Mar io  De la  Cueva ac lara que estos conf l ictos son 

exc lus ivamente entre  organizac iones de trabajadores,  ya 

                                                 
21 DÁVALOS MORALES, José. Op. Cit. Pág. 118. 
22 DE LA CUEVA, Mario. Op. Cit. Pág. 512. 
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que s i  e l  conf l icto  fuera entre  s ind icatos de trabajadores y 

de patrones, per tenecer ía  entonces a l  grupo anter ior .23  

 

Las caracter ís t icas pr inc ipa les de estos conf l ictos es 

la  de ser  de natura leza co lect iva; se  trata de pugnas que 

g iran en torno a la t i tu lar idad de derechos y acc iones 

co lect ivas.  Un ejemplo se  da en los  conf l ic tos que surgen 

por  la  t i tu lar idad de un contrato  co lect ivo.   

 

c)  Conf l ic tos entre  un s ind icato y sus agremiados.  Se 

trata de conf l ic tos que t ienen una "natura leza 

or ig inar iamente ind iv idual ,  porque ocurren entre  un 

s ind icato,  persona jur íd ica,  y  uno o var ios de sus 

miembros,  y  porque la  sentenc ia  que se d icte  no afectará 

los  derechos de los restantes miembros de la comunidad, 

n i  e l  interés genera l  de la  misma. Como ejemplo tenemos 

los  problemas que surgen de la  ap l icac ión de 

d ispos ic iones estatutar ias  y de la  ap l icac ión de la c láusula 

de separac ión.  

 

d)  Conf l ic tos entre  un s ind icato y terceros.  Su 

natura leza es ind iv idual ,  y entre  e l los  podemos c i tar  a los 

que se presentan con mot ivo de la  ap l icac ión de la 

c láusula de admis ión.   

 

e)  Conf l ic tos entre  trabajadores.  Son los  que se 

susc itan entre trabajadores de la  misma empresa, 

ocas ionados por  la  ap l icac ión de normas ind iv idua les de 

                                                 
23 ÍBIDEM. Pág. 513. 
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t rabajo que los  afectan exc lus ivamente a e l los.  Entre  

estas normas se encuentran las  de pre ferenc ia, 

ant igüedad y ascensos.  

 

f )  Conf l ic tos interpatronales.  Per tenecen mas b ien a l  

campo teór ico, no se  dan en la  v ida rea l .   

 

E jemplos de estos conf l ic tos es d i f íc i l  encontrar,  pero 

Mar io De la  Cueva propone uno que inc luso é l  mismo t i lda 

de "especulat ivo";  se  ref iere a l  conf l ic to  surg ido con 

mot ivo de un contrato- ley, cuando un empresar io  le 

rec lame a otro  la  concurrencia des lea l  que le  causa daño  

por  e l  incumpl imiento de las condic iones de trabajo 

convenidas.   

 

Otros autores n iegan tota lmente la  fact ib i l idad de 

este t ipo de conf l ic tos:  

 

"Es evidente que s i  e l  derecho labora l  sustant ivo no 

establece n ingún derecho de los  patrones entre  s í ,  esa 

acc ión resul tará impos ib le .  Los conf l ic tos entre  patrones 

t ienen v ías c iv i les  y mercant i les  y les  resul tan extrañas e 

inút i les ,  a  esos e fectos,  las  labora les.  Parece,  pues,  que 

fa l tó  un poquito  de cr i ter io ,  a l  reproduc ir  la  v ie ja  reg la. 

De todas maneras,  es una fa l ta  intranscendente" .24 

  

En razón de su natura leza los conf l ic tos pueden ser:  

 

                                                 
24 DÁVALOS MORALES, José. Op. Cit. Pág. 119. 
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a) Conf l ic tos jur íd icos.  Son los que se ref ieren a la 

interpretac ión o apl icac ión de un derecho nac ido y actua l ,  

s in importar  que tenga su fuente en una prescr ipc ión 

formal  de la  ley o  en una dispos ic ión de un contrato 

ind iv idua l  o  co lect ivo.  

 

b)  Conf l ictos económicos. Surgen por  e l  

establec imiento,  modi f icac ión,  suspens ión o  ext inc ión de 

las  condic iones de trabajo.  

 

Los conf l ic tos económicos son propios de l  derecho de l 

t rabajo.  S in embargo,  los  estudiosos de la mater ia  no se 

han puesto de acuerdo respecto a su alcance.   

 

La Organizac ión Internac iona l de l  Trabajo sost iene e l 

cr i ter io  de que los  conf l ictos económicos só lo  surgen por 

intereses co lect ivos.   

 

Mar io De la  Cueva apoya la misma idea a l  dec i r  que 

los  conf l ic tos ind iv iduales s iempre son jur íd icos,  en tanto 

que los  conf l ic tos co lect ivos pueden ser  jur íd icos o 

económicos.25 

 

S in embargo,  s i  se  observa con detenimiento e l  

cr i ter io  que se s igue para determinar  cuándo un conf l ic to 

co lect ivo es económico y cuándo no lo es,  se  podrá 

aprec iar  que la fórmula también es ap l icab le t ratándose 

de conf l ic tos ind iv iduales.   

                                                 
25 IDEM. Pág. 119. 



 27 
En la  rea l idad,  los  conf l ic tos jur íd icos en mater ia de 

trabajo t ienen también mucho de económicos,  toda vez 

que las  normas labora les,  en genera l,  t ienden a conseguir  

la  just ic ia  soc ia l  entre  los  t rabajadores y los  patrones,  y 

esa just ic ia ,  en mucho t iene un contenido económico.   

 

As í  pues,  la  d iv is ión entre  conf l ic tos económicos y 

conf l ic tos jur íd icos no puede ser ta jante.  Para su 

c las i f icac ión tenemos que re fer irnos a las  notas 

sobresa l ientes en cada caso.  

 

En razón de l interés afectado los  conf l ic tos de 

trabajo de acuerdo a los  intereses que afectan,  se  d iv iden 

en:  

 

a)  Conf l ic tos ind iv idua les.  

b)  Conf l ic tos co lect ivos.   

 

Presenta ser ias d i f icul tades la  d is t inc ión entre  e l 

carácter  ind iv idua l  y  e l  co lect ivo de los  conf l ic tos de 

trabajo.   

 

Los maestros franceses Paul  Durand y André Rouast,  

en su obra "Compendio  de Derecho de l Trabajo", 

cons ideraron que los  conf l ic tos co lect ivos son los  que 

ponen en juego un interés común de toda o parte  de la 

comunidad obrera,  o  b ien los  que p lantean una cuest ión 

de pr inc ip io ,  cuya so luc ión afectará la  condic ión jur íd ica 

de los  d i ferentes miembros de la  comunidad.  Agregan 

estos autores que una medida ind iv idua l  puede dar  or igen 
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a un conf l ic to  co lect ivo; por  e jemplo,  e l  despido de un 

trabajador  por  af i l iarse  a un s ind icato,  pues,  a l  atacar  a l  

derecho s ind ical ,  e l  acto  les iona una prerrogat iva de la 

comunidad obrera.26  

 

Néstor  De buen,  por  su parte ,  d is t ingue entre  las 

acc iones co lect ivas y las acc iones generales,  entendiendo 

por  acc iones colect ivas las  que só lo  pueden e jercerse por 

e l  organismo co lect ivo,  y  por genera les,  la suma de 

acc iones ind iv idua les que pueden separarse o  acumularse, 

según convenga,  o  b ien unirse  de manera forzosa. S in 

embargo,  n iega la  pos ib i l idad de que un conf l ic to 

ind iv idua l  pueda dar  lugar  a una acc ión o  conf l ic to 

co lect ivo.27  

 

En cuanto a Mar io  De la  Cueva señala que un 

conf l ic to  ind iv idua l  puede convert irse ,  en un momento 

dado,  en conf l icto  co lect ivo.  

 

As í ,  por  ejemplo,  un despido de var ios trabajadores 

por  haber  incurr ido en una causal  de resc is ión de la 

re lac ión de trabajo só lo  da lugar  en pr inc ip io  a una ser ie 

de conf l ic tos ind iv iduales;  pero s i  ese despido es masivo e 

in just i f icado, puede aparecer  la  natura leza colect iva, ya 

que la  comunidad de trabajadores sufre  cuando se v io lan 

las  normas labora les en re lac ión con una cant idad 

cons iderable de sus miembros.  

                                                 
26 Autores citados por DÁVALOS MORALES, José. Op. Cit. Pág. 120.  
27 DE BUEN LOZANO, Néstor. Op. Cit. Pág. 528. 
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La Suprema Corte  de Just ic ia  de la  Nac ión a través 

de la  jur isprudenc ia  ha establec ido que e l  carácter  

ind iv idua l  o  co lect ivo de un conf l ic to ,  no resul ta  de l 

número de contendientes que interv ienen,  s ino en 

cons iderac ión a l  t ipo de intereses que afecta.  As í , 

t ratándose de la  dec is ión sobre e l  derecho que a un 

trabajador o var ios trabajadores les corresponde 

personalmente,  se  estará frente a un conf l icto  ind iv idua l; 

pero s i  la  acc ión que e jerc i ta p lantea una s i tuac ión en la 

que se busca di r imir  e l  interés profes iona l  de l  grupo o 

s ind icato,  entonces e l  conf l ic to  será co lect ivo.28 

 

De acuerdo con todo lo  anter ior,  podemos conc lu ir  

que los  conf l ictos ind iv idua les son las  di ferenc ias que 

afectan los  intereses part iculares de uno o var ios 

t rabajadores; en tanto los conf l ic tos co lect ivos son los 

que afectan e l  v íncu lo  profes iona l  entre  la  empresa y e l  

s ind icato,  que son e l  contrato  co lect ivo,  e l  contrato  ley o 

los reg lamentos inter iores de trabajo,  en su caso.   

 

Es c laro  que los  conf l ic tos económicos pueden ser 

ind iv idua les o  co lect ivos de acuerdo a l  interés afectado; 

por  e l lo  resu l ta vá l ido hablar de:  

 

CONFLICTOS INDMDUALES y COLECTIVOS DE TRABAJO, CONFLICTOS INDMDUALES y COLECTIVOS DE TRABAJO, CONFLICTOS INDMDUALES y COLECTIVOS DE TRABAJO, CONFLICTOS INDMDUALES y COLECTIVOS DE TRABAJO, 

DISTINCION Y NATURALEZA DE LOS.DISTINCION Y NATURALEZA DE LOS.DISTINCION Y NATURALEZA DE LOS.DISTINCION Y NATURALEZA DE LOS. La c las i f icac ión de 

los conf l ic tos de trabajo en ind iv iduales y co lect ivos no 

responde a motivos de carácter numér ico en cuanto a las 

                                                 
28 DE LA CUEVA, Mario. Op. Cit. Pág. 516. 
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personas que actúan en la  cont ienda,  s ino que la 

c las i f icac ión surge en la  d i ferenc ia  fundamenta l que ex iste 

en los  f ines de rec lamación.   

 

Y  por  consecuenc ia en los  modos de la acc ión; de 

donde se obt iene que cuando la  acc ión e jerc i tada tenga 

por  objeto p lantear una s ituac ión en la que se d i r ima e l  

interés profes iona l  de l  grupo o s ind icato,  se  estará frente 

a un conf l icto  co lect ivo,  y  en presenc ia  de un conf l ic to 

ind iv idua l  cuando la  s i tuac ión p lanteada tenga por  objeto 

la  dec is ión sobre e l  derecho que a un trabajador  o  a 

var ios  trabajadores les  corresponda personalmente. 

Amparo d irecto 5323/79.  S indicato Patronal  de la  L ínea 

Autotransportes Urbanos de Acapulco,  Beni to  Juárez.10 de 

noviembre de 1980. Unanimidad de 4 votos.  Ponente: 

Mar ía  Cr is t ina Sa lmorán de Tamayo. Secretar io:  F.  Jav ier  

Mi jangos Navarro.  Amparo d i recto  2865/78.  Per fecto 

Mercado Mondragón. 9  de ju l io  de 1980. Unanimidad de 4 

votos.  Poniente  Mar ía  Cr is t ina Sa lmorán de Tamayo. 

Secretar io:  V íctor  Ceja V i l laseñor .  Amparo d i recto 

3218/79.  S indicato de Te le fonistas de la Repúbl ica 

Mexicana.  7  de enero de 1980. 5  votos.  Ponente: Mar ía 

Cr is t ina Sa lmorán de Tamayo. Secretar io:  Joaquín Dz ib 

Núñez.  Amparo d i recto  6548/76.  Petró leos Mexicanos. 30 

de abr i l  de  1979. Unanimidad de 4 votos. Ponente: Mar ía 

Sa lmorán de Tamayo. Secretar io:  F.  Jav ier  Mingajos 

Navarro.  Amparo d irecto  4503/73.  Fábr ica de Papel 

Coyoacán,  S.A. 6  de abr i l  de  1973. Mayor ía  de 4 votos. 

Ponente. Mar ía  Cr is t ina Sa lmorán de Tamayo. Secretar ia: 

Martha Luc ía Aya la.  
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Conf l ic tos económicos ind iv idua les.  Un e jemplo ser ía 

e l  que se presenta con mot ivo de que un trabajador , en 

uso de la  facu l tad que le  concede e l  ar t ícu lo  57 de la  Ley, 

so l ic i ta la  modi f icac ión de las  condic iones de trabajo,  y   

 

Conf l ic tos económicos co lect ivos.  Tenemos por 

e jemplo e l  que se genera con mot ivo de la  negat iva de l 

patrón,  a  quien se autor izó  la  suspens ión co lect iva de las  

re lac iones de trabajo,  de reanudar  las  labores una vez  

que cesaron las  causas que or ig inaron la suspens ión 

(ar t ícu lo  431).  

 

As imismo los conf l ic tos jur íd icos también pueden ser 

ind iv idua les o co lect ivos conforme a l  interés afectado:  

 

Conf l ic tos jur íd icos ind iv idua les.  A manera de 

e jemplo se  encuentra e l  que se susc i ta  con mot ivo de la 

inconformidad de un trabajador  con e l  monto de la 

cant idad que se le  as ignó por  concepto de part ic ipac ión de 

ut i l idades,  y  

 

Conf l ic tos jur íd icos co lect ivos. Ser ía , por  e jemplo,  e l  

der ivado de la interpretac ión de una c láusula contenida en 

un contrato co lect ivo.   
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CAPÍTULO CUARTO.CAPÍTULO CUARTO.CAPÍTULO CUARTO.CAPÍTULO CUARTO.     

LAS RESOLUCIONES LABORALES.LAS RESOLUCIONES LABORALES.LAS RESOLUCIONES LABORALES.LAS RESOLUCIONES LABORALES.     

    

IV.1 CONCEPTO. IV.1 CONCEPTO. IV.1 CONCEPTO. IV.1 CONCEPTO.     

 

Son todas las  mani festac iones de vo luntad emanadas 

por  las  autor idades labora les y que t ienen re levancia  en e l  

proceso.  Las reso luc iones labora les se  caracter izan por 

ser  actos de jur isd icc ión por medio  de los  cua les la  junta 

ordena o prohíbe a lgo.  Son actos de autor idad que deben 

estar  debidamente fundados y mot ivados,  mediante  e l los 

se tramita e l  proceso y se  pone f in  a l  l i t ig io.  

 

Las reso luc iones labora les son todas aque l las 

dec larac iones formales de l  juzgador ,  que t ienden a e jercer 

sobre e l  proceso una inf luenc ia  d irecta,  inmediata o  de 

def in ic ión de la  controvers ia,  s iendo sus pr inc ipa les 

caracter ís t icas las  s igu ientes:  

 

a)  Son actos de jur isdicc ión.  

 

b)  Mediante  e l las  e l  órgano expresa su vo luntad y 

ordena o prohíbe.   

 

c)  Son uni latera les y se  l levan a cabo por  conducto 

de l t r ibunal .   

 

d)  Mediante  las  reso luc iones,  se  tramita,  suspende 

o resue lve e l  proceso.  
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IV.2 CLASIFICACIÓN. IV.2 CLASIFICACIÓN. IV.2 CLASIFICACIÓN. IV.2 CLASIFICACIÓN.     

 

Tomando en cons iderac ión su natura leza jur íd ica,  las 

reso luc iones se  c las i f ican en:  

 

a)  Acuerdos.  Determinac iones de trámite o 

cuando dec idan cua lquier  cuest ión dentro  de l 

negoc io .  

 

b) Autos inc identa les o reso luc iones 

inter locutor ias. Resue lven dentro  o  fuera de 

ju ic io  un inc idente.  

 

c) Laudos.  Dec iden e l  fondo de l conf l ic to (ar t .  

837).   

 

Para e l  Derecho común, las s imples determinac iones 

de trámite  que no impl ican impulso procesa l  a lguno, 

rec iben e l  nombre de decretos,  en cambio,  las 

reso luc iones que impulsan e l  proceso rec iben e l  nombre 

de autos.  

 

En Derecho Labora l ,  en cambio,  los conceptos de 

autos y decretos hoy se compendian con e l  rubro de 

acuerdos.   

    

IV.3 EFECTOS. IV.3 EFECTOS. IV.3 EFECTOS. IV.3 EFECTOS.     

 

En cuanto a los  e fectos que producen, las 

reso luc iones se  c las i f ican de la  s igu iente  forma:  
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Declarator ias. C lar i f ican e l  derecho o la  s i tuac ión 

jur íd ica controvert ida.   

 

Const i tut ivas.  F i jan nuevas s i tuac iones jur íd icas 

respecto de una anter ior ,  como la  sentenc ia  co lect iva, 

t i tu lar idad de contratos co lect ivos o  patrón sust i tuto.   

 

De condena.  Señalan la  conducta a seguir  por  e l  

demandado,  con motivo de fa l lo.   

 

E l  p leno de las  Juntas,  en términos de los  ¡  art ículos 

614 y 615 de la Ley de la  mater ia ,  t iene la  ob l igación de 

uni formar cr i ter ios para las  Juntas Espec ia les, los cua les 

serán obl igator ios  y serán rev isables en cua lquier  

momento que se just i f ique ( jur isprudenc ia  labora l).   

 

Dentro de l  proceso ex isten dos formas bás icas para 

terminar  la  re lac ión jur íd ica procesa l ,  la ordinar ia, 

denominada laudo, y la  extraord inar ia , como lo  es la 

compos ic ión o convenio,  conc i l iac ión,  autocomposic i6n, 

caduc idad,  etcétera.  

 

IV.4 LAUDO.IV.4 LAUDO.IV.4 LAUDO.IV.4 LAUDO. 

 

E l  laudo es una reso luc ión jur isd icc iona l .  Está 

comprendida,  por  tanto,  dentro  de la  tarea que funda y 

just i f ica la  ex istenc ia misma de los  tr ibunales,  la de dec i r 

e l  Derecho,  esto  es,  la  de determinar  e l  Derecho apl icab le 

a las  controvers ias o asuntos somet idos a su 

conoc imiento.   
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Aunque es la  más importante,  e l  laudo no es la  única 

espec ie  de resoluc ión labora l .  De acuerdo a l  ar t ículo 837 

de la  Ley, en mater ia  labora l  encontramos tres d i ferentes 

espec ies de reso luciones:  

 

I .  Acuerdos,  que son las  reso luciones re fer idas a 

s imples determinac iones de trámite  o  b ien los  que dec iden 

cua lquier  cuest ión dentro de l  negoc io .  

 

I I .  Autos inc identa les o  reso luc iones inter locutor ias, 

cuando resue lven un inc idente, dentro  o fuera de juic io .   

 

I I I .  Laudos,  s i  dec iden sobre e l  fondo de l  conf l ic to .  

 

Es pues e l  laudo una espec ie  de l  género reso luc ión y 

s i  se  h ic iera necesar ia  una def in ic ión, la podr íamos 

ar t icu lar  basándonos en la  fracc ión II I  de l  ar t ícu lo  837 de 

la  Ley Federa l  de l  Trabajo: "Se l laman laudos a las 

reso luc iones que dec iden sobre e l  fondo de un conf l ic to"   

 

La expres ión laudo fue tomada de l  Derecho C iv i l ,  

pr inc ipa lmente,  aunque encuentra su or igen en e l  Derecho 

Romano.  

 

Expl ica Juan Pa lomar de Migue l  que la  pa labra laudo, 

en su acepc ión jur íd ica s ign if ica "Dec is ión o fa l lo  que 

d ic tan los  árb i tros o  amigables componedores,  reso lv iendo 

un asunto somet ido a su cons iderac ión".1 

                                                 
1 PALOMAR DE MIGUEL, Juan. Diccionario para Juristas. Mayo Ediciones. México Distrito Federal 1981. 
Pág. 777. 
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Faust ino Gut iérrez  expl ica que tradic iona lmente a lude 

a las resoluc iones pronunc iadas por  un árb i tro , entendido 

éste como se le  concebía en la  ú l t ima fase de l  Derecho 

Romano: " ind iv iduo o persona e leg ida amigablemente por 

las  partes que d iscrepan sobre la  aprec iac ión de un hecho 

o re lac ión jur íd ica o  t ienen entre  s í  una cuest ión l i t ig iosa, 

a  f in de que resuelva la  di ferenc ia  s in intervenc ión de l 

magistrado que representa la  jur isdicc ión o f ic ia l"2 

 

Para José Cast i l lo  y  Larrañaga y Rafae l  De P ina,  e l  

laudo t íp ico  cu lmina un ju ic io  arbi t ra l ,  que se or ig ina en 

un compromiso entre  partes. E l  árb i tro  modernamente 

debe sujetarse a los  l ineamientos procesa les bás icos (no 

puede actuar  a su capr icho s ino apegándose a las  pautas 

fundamenta les de l  procedimiento,  previamente acordadas 

por  las  partes); c ier tamente se asemeja a un juez,  pero 

formalmente no lo  es;  se trata de un amigable 

componedor cuya competenc ia para conocer  de l  negoc io 

en cuest ión,  resu l ta  del  acuerdo de vo luntades de quienes 

se someten a é l .3 

 

En opin ión de José Dávalos,  prev iamente a la 

intervenc ión de l árb i tro debe mediar un compromiso entre 

partes,  en e l  cua l  éstas mani f iestan su conformidad en 

que la controvers ia  ex istente entre e l las  sea resuel ta 

fuera de la intervenc ión de los t r ibunales comunes y con 

                                                 
2 GUTIÉRREZ ALVIS y ARMARIO, Faustino. Diccionario de Derecho Romano. Editorial Reus. Madrid 
España 1988. Pág. 69. 
3 CASTILLO LARRAÑAGA, José y DE PINA, Rafael. Instituciones de Derecho Procesal Civil.  23ª. 
Edición. Editorial Porrúa. México Distrito Federal 1997. Págs. 394 y 395. 
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sujec ión a las  condic iones y modal idades procesa les que 

conjuntamente acuerden.  

 

Aparentemente, la  denominac ión de laudo que se da 

a las  reso luc iones que deciden e l  fondo de un conf l ic to 

labora l ,  es  acorde con la  c i rcunstanc ia  de que sean 

pronunc iadas por  una junta de conc i l iac ión y "arb i traje". 

S i  se  trata de un arb i tra je ,  es natura l  que la  dec is ión 

pronunc iada const i tuya un laudo.   

 

Lo  anter ior  podr ía  conduc irnos a reexaminar  la añeja 

po lémica en torno a la  naturaleza de las juntas de 

conc i l iac ión y arb i tra je.  Para no ahondar  más sobre este 

punto,  nos l imitaremos a recordar  que las  c i tadas juntas 

no son,  desde luego,  tr ibunales de conc ienc ia  s ino de 

Derecho y que sus veredictos son autént icas sentencias en 

sent ido jur íd ico,  que por  tanto "deben contener e l  estudio 

de las  pruebas rendidas,  dando las  razones en que se 

funden para dar les va lor  o  no en e l  asunto somet ido a su 

dec is ión".   

 

La pa labra "arbi t ra je”  re fer ida a las  juntas,  no las 

ident i f ica con e l  arb it ro  trad ic iona l ,  n i  e l  laudo es una 

dec is ión que pueda resul tar  ajena a l  Derecho,  pues las 

juntas de conc i l iac ión y arb i t ra je  no sustentan un 

veredicto  in impugnable s imi lar  a l  de los  jurados 

populares,  s ino un verdadero fa l lo  jud ic ia l ,  en e l  cua l 

deben  razonar   la   aprec iac ión  de  las   pruebas,   ya  que  
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dichos fa l los  son impugnables a través de l ju ic io de 

Amparo ante  los t r ibunales federa les.  4 

 

F ix-Zamudio co inc ide con e l  pensamiento de Narc iso 

Basso ls,  en cuanto a que " las  juntas de conc i l iac ión y 

arbi t ra je  se  han convert ido,  en ausenc ia  de una 

jur isd icc ión labora l  espec ia l izada,  en los t r ibunales 

mexicanos de l trabajo que con a lgunas d i ferenc ias en su 

compos ic ión par i tar ia ,  t ienen un carácter  s imi lar  a los  

restantes organismos jud ic ia les".5  

 

Muy interesante en re lac ión a l  tema, resul ta  e l 

estudio  de Jorge Carp izo para quien las  juntas, desde 

luego,  no son tr ibunales espec ia les  puesto que las  crea la 

propia Const i tuc ión y s i  b ien en su or igen fueron 

tr ibunales administrat ivos debido a lo  cua l conservan aún 

c ier ta v inculac ión con la  administrac ión públ ica,  conviene 

supr imir  paulat inamente esos v ínculos para que  

" resp landezca" su autonomía.  Para e l  i lustre 

const i tuc iona l is ta,  las  " juntas en México están 

encuadradas dentro  del  poder  jud ic ia l  por  las s igu ientes 

razones: son tr ibunales s imi lares a los  otros en cuanto 

d is frutan de independenc ia y autonomía; no son 

tr ibunales de ú lt ima instanc ia  en cuanto sus reso luc iones 

son rev isadas por  e l  poder  judic ia l  federal;  les  obl iga la 

jur isprudencia  de l  poder  jud ic ia l  federa l ,  y  hay e l  intento  

para que los  func ionar ios de las  juntas tengan un c ier to 

                                                 
4 DÁVALOS, José. Op. Cit. Pág. 234. 
5 FIX ZAMUDIO, Héctor. La naturaleza de las Juntas de Conciliación y Arbitraje. Universidad  Nacional 
Autónoma de México. México Distrito Federal 1988. Pág. 299. 
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estatuto jur íd ico y gocen de las mismas garant ías 

jud ic ia les  que los  magistrados de los  otros tr ibunales" .    

 

Argumenta Jorge Carp izo que las  juntas no son 

tr ibunales de equidad c  porque su carácter  no es 

trans i tor io ,  excepc iona l,  n i  reemplazan a l  leg is lador 

insp irándose en la  rea l idad; asimismo, a l  juzgar  apl ican la 

equidad de manera semejante a como lo  hace cua lquier  

otro  tr ibunal,  y  cuando se d ice  que resue lven con apego a 

la  equidad,  lo  que se pretende s ign i f icar  es que d is frutan 

de un margen más ampl io  para la  interpretac ión e 

integrac ión de las  normas que los  tr ibunales de l  orden 

común. Conc luye,  también,  que las  juntas no son 

tr ibunales de conc ienc ia,  en tanto deben fundar y mot ivar 

sus fa l los;  estos son impugnables "y su natura leza es la 

de una sentenc ia  y no un veredicto" .6 

 

Ac lara Néstor  De buen Lozano que en rea l idad,  en los 

remotos or ígenes de las  juntas de conc i l iac ión y arbi t ra je , 

se  entendía que se trataba de verdaderos árb i t ros a los 

que las  partes podían o no someterse, a  part i r  de que la 

propia Const i tuc ión aceptaba, en la fracc ión XXI de l 

ar t ícu lo  123,  la sumis ión a l  arb i t ra je ,  ya v imos antes los 

problemas que surg ieron a ese propós i to y que cu lminaron 

con la  e jecutor ia  'La Corona' ,  mediante  la  cua l  la  Corte 

reconoc ió  a las  juntas la  competenc ia necesar ia  para 

reso lver  también los  conf l ic tos jur íd icos ind iv iduales y no 

só lo  los  co lect ivos de natura leza económica en la 

                                                 
6 CARPIZO, Jorge. Estudios Constitucionales. 6a. Edición. Editorial Porrúa. México Distrito Federal 1998. 
Págs. 249 y 250. 
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actua l idad y desde 1924, las jun tas son verdaderos 

tr ibunales y los  representantes que las  integran jueces" .7 

 

F ina lmente añadiremos,  dentro de estos acotamientos 

para dis t inguir  e l  laudo c iv i l  de l  labora l ,  que este ú l t imo 

no requiere  para su p lena va l idez ,  de la  homologac ión, 

que es ind ispensable  tratándose de arb i tra jes c iv i les .  

 

Expl ica Becerra Baut is ta,  re f ir iéndose a l  laudo c iv i l ,  

que "como e l  laudo debe ser  e jecutado,  ante  la  renuenc ia 

de l  condenado, neces i ta  que la  jur isd icc ión ord inar ia  le  

preste  su auxi l io;  e l  juez  ante  quien acude e l  que obtuvo 

e l  laudo arb i tra l  favorable  para pedir  en e jecuc ión,  debe 

d ic tar  una reso lución en ta l  sent ido y esa reso luc ión, 

teór icamente,  ha rec ib ido e l  nombre de homologac ión".8 

 

A l  e fectuar  la  homologac ión,  e l  juez  no rev isa hechos 

o  pruebas,  n i  la  legal idad de la  reso luc ión; se  l imita a 

otorgar le  su respa ldo ya e jecutar la  en sus términos.  E l  

Laudo labora l  no requiere  de homologac ión; es e jecutable 

por  s í  mismo.  

 

José de Jesús Castorena expl icando e l  por  qué de l 

empleo de la  palabra laudo,  señala que esa denominac ión 

concreta   una   a labanza   a    la  honesta apl icac ión de la   

 

                                                 
7 BUEN LOZANO, Néstor De. Derecho Procesal del Trabajo. 7ª. Edición. Editorial Porrúa. México Distrito 
Federal 1998. Págs. 495 y 496. 
8 BECERRA BAUTISTA, José. El Proceso Civil en México. 16ª. Edición. Editorial Porrúa. México Distrito 
Federal 1999. Pág. 392. 
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just ic ia:  "La des ignac ión de l  árbi t ro  por  las partes en 

d isenso se hace recaer  sobre una persona de mér i tos 

re levantes,  que garant iza por sus propios va l imientos,  que 

su reso luc ión será justa.  Por  la  just ic ia que enc ierra o 

puede encerrar su dec is ión,  ésta,  la  decis ión,  const i tuye 

la  respuesta a la  conf ianza de las  partes,  la  depositada en 

e l  arb i tro:  e l  laudo encomia,  just iprec ia  la  conducta de los 

interesados y e l  proceder  de l  árb i tro .  E l  laudo es una 

a labanza o una just iprec iac ión a la  recta conducta de los 

hombres" .  

 

Los laudos son sentenc ias def in i t ivas,  pero no t ienen 

de por  s í  e l  carácter  de cosa juzgada.  Est ima Alca lá-

Zamora y Cast i l lo ,  que las  sentenc ias def in i t ivas son las 

"suscept ib les de impugnac ión mediante  recursos 

ord inar ios o  extraord inar ios,  en tanto no prec luya e l  p lazo 

para su deducc ión " ,  y  las  f i rmes " las  que no lo  son,  sa lvo 

a través de medios excepc iona les,  en casos taxat ivamente 

señalados".9 

 

Bajo  este  cr i ter io  los laudos son sentenc ias f i rmes, 

pues al  dec ir  de '  ar t ícu lo 848,  "no admiten n ingún 

recurso. Las juntas no puedan revocar  sus reso luc iones " .   

 

Se convert i rán en cosa juzgada s i  dentro  de l p lazo 

lega l  no son combat idas mediante  e l  ju ic io  de amparo o 

cuando éste  no prospera.    

 

                                                 
9 Autores citados por DÁVALOS, José. Op. Cit. Pág. 237. 
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La preparac ión de l laudo corre a cargo de l  aux i l iar ,  

qu ien de o f ic io dec larará cerrada la  instrucc ión y dentro 

de los  s igu ientes d iez  d ías formulará por  escr i to  e l 

proyecto de laudo,  proyecto cuyo contenido está 

determinado en e l  ar t ícu lo 885 de la  Ley.  

  

E l  término laudo,  voz  verba l de laudere,  de laus 

laudis ,  s igni f ica a labar ,  a labanza; luego,  en la  Edad Media 

rec ib ió otros s ign i f icados: " fa l lar  como árb i tro" . En 

nuestros d ías,  sentenc ia  y laudo,  en mater ia  de trabajo, 

se cons ideran como s inónimos,  aunque su evo luc ión 

semánt ica sea dis t inta.  

 

Por  tanto,  e l  laudo en mater ia  procesa l  es  e l  acto 

jur isd icc iona l ,  en v ir tud de l  cua l  la  Junta apl ica la norma 

a l  caso concreto,  a  f in  de reso lver  la  incert idumbre de l  

derecho.  

 

IV.4.1 REQUISITOS DE FONDO Y FORMA. IV.4.1 REQUISITOS DE FONDO Y FORMA. IV.4.1 REQUISITOS DE FONDO Y FORMA. IV.4.1 REQUISITOS DE FONDO Y FORMA.     

    

Como requis i to de va l idez ,  las  reso luc iones de las  

Juntas deberán ser f i rmadas por  sus integrantes as í  como 

por  e l  secretar io  de Acuerdos,  e l  mismo d ía en que sean 

somet idas a votac ión (ar t .  839).   

 

Lo  anter ior  const i tuye un e lemento de e f icac ia, 

der ivado de la  natura leza jur íd ica de los  Tr ibunales de l  

Trabajo,  cons iderados como órganos tr ipar t i tas.   

 

E l  laudo contendrá los  requis i tos s igu ientes:  
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I .  Lugar,  fecha y Junta que lo  pronunc ie .   

 

I I .  Nombres,  domici l ios  de las  partes y de sus 

representantes.  

 

I I I .  Extracto de la  demanda y su contestac ión, 

que deberá contener ,  con c lar idad y 

conc is ión, las  pet ic iones de las partes y los 

hechos controvert idos.  

 

IV.  Enumeración de las  pruebas y su debida 

aprec iac ión.   

 

V.  Extracto  de los  a legatos.  (Este  requis i to  no 

se considera indispensable  para su va l idez).   

 

VI .  Las razones lega les o  de equidad; la 

jur isprudencia  y doctr ina que les  s irva de 

fundamento.   

 

VII .  Los puntos resolut ivos o  conc lus iones de la 

determinac ión (ar t .  840).   

 

IV.4.2 OBLIGACIÓN DE LA JUNTA EN LAS RESOLUCIONES. IV.4.2 OBLIGACIÓN DE LA JUNTA EN LAS RESOLUCIONES. IV.4.2 OBLIGACIÓN DE LA JUNTA EN LAS RESOLUCIONES. IV.4.2 OBLIGACIÓN DE LA JUNTA EN LAS RESOLUCIONES.     

 

E l  derecho labora l  mexicano ha adoptado e l  s is tema 

de l ibre  aprec iac ión de las  pruebas,  a l  señalar  en e l  

ar t ícu lo  841 de la  leg is lac ión: " los laudos se d ic tarán a 

verdad sabida y buena fe  guardada,  aprec iando los hechos 
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en 'conc ienc ia ' ,  s in neces idad de sujetarse a reg las o 

formul ismos sobre est imac ión de las  pruebas",  lo  que 

s ign i f ica que al  va lorar las  no se haga con un cr i ter io 

estr ic tamente lega l ,  s ino que se anal icen con lóg ica y 

equidad.  

 

Esta facu l tad se  encuentra l imitada, puesto que las 

Juntas no deben a l terar los  antecedentes de l  conf l ic to , las 

pruebas aportadas,  n i  incurr ir  en defectos de lóg ica en e l  

rac ioc in io ,  anal izando todos los medios probator ios 

pormenor izadamente, s iempre y cuando se re lac ionen 

estr ic tamente con los  hechos de la  controvers ia .   

 

Conforme a la  garant ía  const i tuc iona l  de audienc ia  y 

lega l idad,  las  Juntas deberán expresar  los mot ivos y 

fundamentos lega les en que se apoyen, ya que todo acto 

de autor idad debe estar  adecuada y suf ic ientemente 

fundado y mot ivado,  entendiéndose que deberán expresar 

a l  precepto lega l  ap l icab le y las  c ircunstanc ias espec ia les 

y razones part icu lares o  causas inmediatas de su dec is ión, 

adecuando e l  caso concreto a las  h ipótes is  normat ivas.   

 

La Ley Federa l  de l  Trabajo de 1931, introdujo por 

pr imera vez  la  expres ión en conc ienc ia  en e l  ar t ícu lo  550, 

y la  exposic ión de mot ivos la ac laró  en los s igu ientes 

términos:  

 

La aprec iac ión de las  pruebas "en conc ienc ia"  

s ign i f ica p lenamente que a l  aprec iar las  no se hagan con 

un cr i ter io  estr ic to  y lega l ,  s ino que se anal icen las 



 14 
pruebas rendidas con un cr i ter io  lóg ico y justo,  como lo 

har ía  e l  común de los hombres para conc lu ir  y  dec larar 

después de este  anál is is  que se ha formado en nuestro 

esp ír i tu una convicc ión sobre la  verdad de los  hechos 

p lanteados a nuestro  ju ic io .   

 

E l  pr inc ip io  de congruenc ia  es un requis i to  esenc ia l  

de va l idez  en las  reso luc iones labora les,  que debe mediar 

entre  los  laudos y las  pretens iones deduc idas por  las 

partes contendientes.   

 

En efecto,  los  laudos deben ser  c laros,  prec isos y 

congruentes con la demanda, contestac ión y demás 

pretens iones deduc idas y p lanteadas en e l  ju ic io ,  lo  que 

obl iga a l  Tr ibunal  a  observar  las  reg las más e lementa les 

de cer teza y lógica jur íd ica (ar t.  842).  

 

La incongruenc ia  de un laudo se expresa tanto por la 

fa l ta de adecuac ión entre  lo  a legado por  las  partes y lo 

resue l to por las Juntas,  como por  la  d iscrepancia  entre  los 

puntos reso lut ivos y sus cons iderac iones.   

 

Cuando se trate  de prestac iones económicas a 

d i luc idar  en una reso luc ión, deberá determinarse e l 

sa lar io  base de la  condena, cuant i f icándose e l  monto 

concreto y las medidas o  mecanismos idóneos para su 

debido cumpl imiento.   
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Sólo  por  excepc ión y contrar iamente a l  pr inc ip io  de 

economía procesa l  se  autor izará e l  desahogo de l  inc idente 

de l iqu idac ión (ar t .  843).   

 

En condena de cant idad l íqu ida es improcedente por 

oc ioso autor izar e l  inc idente antes menc ionado,  a l  estar 

establec idas con c lar idad las  bases por las  cua les deberá 

cumpl imentarse e l  laudo.  

 

Ordenar  la  apertura de un inc idente de l iqu idación en 

las  condic iones antes apuntadas es v io lator io  de los 

ar t ícu los 843 y 844 de la  Ley Federal  de l  Trabajo,  e 

in1pl ica la  inc idenc ia  de un v ie jo  v ic io  que retarda la 

acc ión de la  just ic ia .   

 

En e l  caso de que los  miembros de la  Junta,  habiendo 

concurr ido a la  audienc ia  respect iva,  se  n ieguen a votar  la 

reso luc ión,  serán requer idos en e l  acto por e l  secretar io , 

qu ien les ind icará las  responsabi l idades inherentes de 

pers is t ir  en su negat iva,  e l  secretar io  levantará acta 

debidamente c ircunstanc iada,  con objeto  de que se les 

ap l iquen las  sanc iones establec idas en los ar t ícu los 671 al  

675 de la  Ley labora l .   

 

Cuando la negat iva sea de un acuerdo, se tomarán 

las  dec is iones de l pres idente o  auxi l iar  y  de los 

representantes que las  voten. En caso de empate,  los 

votos de los  representantes ausentes se  sumarán a l  de l 

pres idente o  auxi l iar;  s i  se  trata de un laudo, quedarán 

exc lu idos de conocer  e l  negoc io y e l  pres idente de la 
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Junta requer irá a los  suplentes su intervención.  De no 

presentarse dentro  del  término de tres d ías,  o  s i  se 

n iegan a votar e l  laudo,  e l  pres idente informará a las 

autor idades administrat ivas del  t rabajo competentes,  para 

que des ignen sust i tuto; en caso de empate los  ausentes 

sumarán su voto a l  de l  pres idente (ar t .  845).  

 

Una vez votada la  reso luc ión,  s i  uno o más de los 

representantes se  negaren a f i rmar la,  e l  secretar io los 

requer irá,  y  de pers is t ir  en su act i tud prev ia  cer t i f icac ión, 

la  reso luc ión produc irá todos los  e fectos lega les,  s in 

per ju ic io  de las  responsabi l idades y sanciones 

procedentes (art .  846).   

 

La ac larac ión de los  laudos es una novedad en 

nuestra Ley Federa l  de l  Trabajo reformada, s in que 

const i tuya un recurso o  medio  de impugnac ión.  Las partes 

que se encuentren debidamente not i f icadas de l laudo 

podrán,  dentro  de los  t res d ías s igu ientes,  so l ic i tar  a  la 

Junta su correcta puntua l izac ión,  para corregir  errores o 

prec isar  a lgún punto especí f ico .  Dentro de l  mismo plazo 

se  reso lverá lo conducente,  s in que impl ique de manera 

a lguna modif icar  e l  sent ido o  e l  fondo de la reso luc ión 

(ar t.  847).   

 

Los laudos,  como consecuenc ia, podrán combat irse  en 

e l  término de 15 días exc lus ivamente por  amparo d i recto, 

ya que e l  ind irecto  procede contra reso luc iones que no 

tengan e l  carácter  def in i t ivo o contra leyes que por su 

so la  expedic ión causen per ju ic io a l  par t icu lar .  
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CAPÍTULO QUINTO.CAPÍTULO QUINTO.CAPÍTULO QUINTO.CAPÍTULO QUINTO.     

LA REVISIÓN LABORAL.LA REVISIÓN LABORAL.LA REVISIÓN LABORAL.LA REVISIÓN LABORAL.     

    

V.1  LA IMPARCIALIDAD COMO PRINCIPIO DE LA V.1 LA IMPARCIALIDAD COMO PRINCIPIO DE LA V.1 LA IMPARCIALIDAD COMO PRINCIPIO DE LA V.1 LA IMPARCIALIDAD COMO PRINCIPIO DE LA 

ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA. ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA. ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA. ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA.     

 

 Las compl icadas reg las de la  neutra l idad se basan en 

su mayor  parte en dos premisas que por  su s impl ic idad 

quizá induzcan a engaño: que un Estado neutra l  —al  no 

ser juez  n i  parte en e l  conf l ic to— debe mostrar debe mostrar debe mostrar debe mostrar 

imparc ia l idad imparc ia l idad imparc ia l idad imparc ia l idad en sus asuntos con cua lquier  bando,  y que 

los  be l igerantes deben respetar  la  soberanía de los 

neutra les.  

 

 Aun cuando se trate  de aspectos re lac ionados con e l  

Derecho Internac iona l Públ ico,  la  imparcia l idad es un 

pr inc ip io  general  de l  Derecho.  

 

 En cas i  todos los  pa íses  ex isten d ispos ic iones En cas i  todos los  pa íses  ex isten d ispos ic iones En cas i  todos los  pa íses  ex isten d ispos ic iones En cas i  todos los  pa íses  ex isten d ispos ic iones 

espec í f icas para regular  e l  proceso de  arb i tra je en caso de espec í f icas para regular  e l  proceso de  arb i tra je en caso de espec í f icas para regular  e l  proceso de  arb i tra je en caso de espec í f icas para regular  e l  proceso de  arb i tra je en caso de 

conf l ic to  co lect ivo o  para s i tuac iones que deben conf l ic to  co lect ivo o  para s i tuac iones que deben conf l ic to  co lect ivo o  para s i tuac iones que deben conf l ic to  co lect ivo o  para s i tuac iones que deben 

reso lverse en la  magistratura dreso lverse en la  magistratura dreso lverse en la  magistratura dreso lverse en la  magistratura de trabajo,  t r ibunal e  t rabajo,  t r ibunal e  t rabajo,  t r ibunal e  t rabajo,  t r ibunal 

competente en mater ia  labora l .competente en mater ia  labora l .competente en mater ia  labora l .competente en mater ia  labora l .   

 

Por  reg la  genera l ,  las  personas que rea l izan tareas 

de arb i tr io  en caso de conf l ic to co lect ivo son profes iona les 

independientes de reconoc ido prest ig io y cuya 

imparc ia l idad está reconoc ida por  las  partes en conf l ic to.   
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Sin embargo,  en otros casos,  la  reso luc ión del 

conf l ic to  se  real iza en torno a una mesa de negoc iac ión, 

reuniendo a las  partes impl icadas,  pero s iendo e l  

pres idente de la  mesa una persona independiente 

des ignada por las  partes.   

 

E l  arb i tra je también puede l levar lo a cabo una 

persona independiente  o  un grupo de personas,  a  veces 

des ignados por e l  gobierno para garant izar  que en el  

proceso r i ja  e l  pr inc ip io  de imparc ia l idad.   

 

Los acuerdos entre  empresar ios y trabajadores se 

caracter izan en la  actua l idad por  e l  respeto mutuo, 

consecuenc ia de largos años de negoc iac ión y de puesta 

en práct ica en común de los acuerdos a lcanzados.   

 

Esto  ha permit ido una menor conf l ic t iv idad labora l  

que la  que había antaño.  La negoc iac ión co lect iva entre 

empresar ios y trabajadores también ha contr ibu ido a 

reduc ir  la conf l ic t iv idad labora l  a l  reemplazar  los acuerdos 

impuestos por  un arb it ra je  independiente,  por  acuerdos 

logrados entre  las  partes,  s in neces idad de impos ic iones 

externas, aunque fuesen aceptadas de antemano.  

 

Aunque los  empresar ios y los t rabajadores s iguen 

teniendo opin iones d ivergentes en cuanto a la resoluc ión 

de los  problemas económicos,  son consc ientes de no poder 

a lcanzar  sus objet ivos s in la ayuda de la  otra parte .  
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Las re lac iones labora les entre  los  trabajadores y e l 

gobierno también pueden l legar a ser  muy conf l ic t ivas,  en 

espec ia l  cuando e l  sector  públ ico  representa gran parte de 

la  economía o cuando apl ica una po l í t ica de rentas 

rechazada por  los t rabajadores.  

 

V.1.1 NOCIÓN DE JUSTICIA.  V.1.1 NOCIÓN DE JUSTICIA.  V.1.1 NOCIÓN DE JUSTICIA.  V.1.1 NOCIÓN DE JUSTICIA.      

 

Just ic ia ,  es  la  constante  y perpetua vo luntad de dar  a 

cada uno lo  que le  corresponde.  Esta idea tan genér ica 

cobra expres ión en dos t ipos de just ic ia reconoc idos: la  

conmutat iva, trasunto de l  pr inc ip io de rec iproc idad, que 

ex ige dar  en contraprestac ión otro  tanto de aque l lo  que se 

ha rec ib ido como prestac ión de forma proporc iona l ,  y  la 

d is tr ibut iva,  concepto más ampl io ,  que hace re ferenc ia  a 

la  so l idar idad con los más débi les de la soc iedad,  a cuyo 

f in  se  procurará una c ier ta red istr ibuc ión de cargas y 

ventajas de acuerdo a sus neces idades con e l  objeto de 

pa l iar  y  supr imir  las  des igua ldades que son 

independientes de los  mér i tos y e l  es fuerzo personal  o  su 

contr ibuc ión socia l .  

 

Estas ideas adquieren expres ión concreta en e l  

Derecho pos i t ivo,  pr imero a través de las  const i tuciones 

que reconocen e l  va lor  de la  just ic ia  como fundamental 

de l  ordenamiento jur íd ico,  junto a la l iber tad,  la  igua ldad 

y e l  p lura l ismo po l í t ico.   

 

Se señala este  orden ya que los  t res ú l t imos va lores 

ind icados son expres iones manif iestas de la  just ic ia .  
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Sin embargo,  no es pos ib le e l  d is frute  de ta les 

va lores s in la  prov is ión de los  medios necesar ios para e l  

p leno desarro l lo  de la personal idad ind iv idua l,  fami l iar  y 

soc ia l .   

 

A ta l  f in ,  sue len las const i tuc iones reconocer  de 

forma ord inar ia la  propiedad y con e l la  otros derechos 

rea les l imitados,  s iempre que respondan a una func ión 

soc ia l ,  entendida como fe l iz  combinac ión de los  intereses 

ind iv idua les y co lect ivos,  de forma que en un justo 

equi l ibr io , pueda generarse una progres iva evo luc ión de la 

ca l idad de v ida,  t raduc ib le  en un derecho a l  t rabajo, a 

una v iv ienda digna,  a l  d is frute de l  medio ambiente, a la 

cu l tura y la  educac ión entre  otros.  

    

V.1.1.1 DEFINICIÓN DE ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA.  V.1.1.1 DEFINICIÓN DE ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA.  V.1.1.1 DEFINICIÓN DE ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA.  V.1.1.1 DEFINICIÓN DE ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA.      

 

Este  aspecto es parte  de la  Soc io log ía  de l  derecho, 

rama de la  soc io log ía  que estudia las  condic iones soc ia les 

de la  creac ión de l derecho,  la  normat iva lega l  y  las 

inst i tuc iones jur íd icas,  as í  como la  inf luenc ia  de l 

ordenamiento jur íd ico sobre la  soc iedad.  

 

La socio log ía  de l  derecho,  como una socio log ía 

espec ia l ,  estudia la  propia rea l idad jur íd ica y su inf luenc ia 

en los  ind iv iduos.   

 

La soc io log ía  descr ipt iva de l derecho compara la 

e f icac ia  del  derecho con respecto a su contenido, 
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anal izando,  por e jemplo,  documentos y  estadíst icas de la documentos y  estadíst icas de la documentos y  estadíst icas de la documentos y  estadíst icas de la 

administrac iadministrac iadministrac iadministrac ión de just ic ia .  ón de just ic ia .  ón de just ic ia .  ón de just ic ia .      

 

Mediante  muestreo (encuestas, entrev istas,  tests)  se 

compara e l  s is tema lega l  ‘ ideal ’  ( ta l  y como deber ía  ser 

según la  lega l idad v igente) con e l  ‘ rea l ’  ( ta l  y  como es en 

la  práct ica) —por e jemplo, la  comparac ión de las 

d ispos ic iones en la  ap l icac ión de una pena con su 

apl icac ión rea l .  

 

La soc io log ía  del  derecho func iona l  (causa l)  se  ocupa 

de las re lac iones e  interacc iones entre  la  v ida soc ia l  y  la 

normat iva y ordenamiento jur íd ico rea les.  La soc io log ía 

cr imina l  y  a lgunas partes de la  soc io log ía  administrat iva 

son importantes en la soc io log ía del  derecho.  

    

V.2  EL ARTÍCULO 17 CONSTITUCIONAL. V.2 EL ARTÍCULO 17 CONSTITUCIONAL. V.2 EL ARTÍCULO 17 CONSTITUCIONAL. V.2 EL ARTÍCULO 17 CONSTITUCIONAL.     

    

Este  numera l  ínt imamente re lac ionado con la  just ic ia,  

a  la le tra ind ica: 

 

“Ar t icu lo  17.  Ar t icu lo  17.  Ar t icu lo  17.  Ar t icu lo  17.  N inguna persona podrá hacerse just ic ia 

por  s í  misma, n i  e jercer v io lenc ia  para rec lamar su 

derecho.  

 

“Toda persona t iene derecho a que se le  administre 

just ic ia  por  tr ibuna1es que estarán expedi tos para 

impart ir la en los p lazos y términos que f i jen las leyes, 

emit iendo sus reso luc iones de manera pronta, completa e 
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imparc ia l .  Su serv ic io  será gratu ito , quedando,  e l 

consecuenc ia, prohib idas las costas jud ic ia les.   

 

“Las leyes federa les y loca les establecerán los 

medios necesar ios para que se garant ice  la  independenc ia 

de los  tr ibunales y la  p lena e jecuc ión de sus reso luc iones.  

 

Nadie  puede ser  apr is ionado por  deudas de carácter 

puramente c iv i l” .   

 

V.3 LA REVISIÓN EN MATERIA LABORAL. V.3 LA REVISIÓN EN MATERIA LABORAL. V.3 LA REVISIÓN EN MATERIA LABORAL. V.3 LA REVISIÓN EN MATERIA LABORAL.     

 

En v i r tud de los  a lcances de l  ar t ícu lo  848 de la  ley 

federa l  de l  t rabajo: " las  resoluc iones de las juntas no 

admiten n ingún recurso, las  juntas no pueden revocar  sus 

propias determinac iones"  y,  en concordanc ia  con e l  

ar t ícu lo  686,  só lo  pueden d ictar  prove ídos tendientes a 

regular izar  e l  procedimiento,  s in que esto  impl ique la 

revocac ión de sus acuerdos o reso luc iones anter iores.   

 

En efecto,  la  interpos ic ión de recursos ord inar ios en 

e l  procedimiento labora l  romper ía  con e l  pr inc ip io  rector 

de su ce ler idad,  lo cua l  no impide que las  partes puedan 

combat ir  los  fa l los def in i t ivos mediante  juic io  de amparo.  

 

S in afectar  e l  sent ido de las  reso luc iones,  esta 

rev is ión procede cuando las  autor idades e jecutoras 

rea l izan actos i r regulares en e l  cumpl imiento de la 

e jecuc ión,  apartándose de los  pr inc ip ios señalados 

expresamente para ta l  e fecto.   
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La rev is ión menc ionada no impugna las 

determinac iones de la  junta,  s ino la  actuac ión de los 

e jecutores,  por lo  que no debe cons iderarse como un 

verdadero recurso, s ino como un inc idente.   

 

V.4  MARCO JURÍDICO DE LA REVISIÓN. V.4 MARCO JURÍDICO DE LA REVISIÓN. V.4 MARCO JURÍDICO DE LA REVISIÓN. V.4 MARCO JURÍDICO DE LA REVISIÓN.     

 

Respecto a la  procedenc ia de la  revis ión de los  actos 

de l e jecutor  procede exc lus ivamente en los s igu ientes 

supuestos:  

 

a)  Contra los  actos de los  pres identes,  actuar ios 

o  func ionar ios lega lmente habi l i tados en 

e jecuc ión de laudos.   

 

b)  En e jecuc ión de convenios.   

 

c)  En reso luc iones que pongan f in  a las 

tercer ías.   

 

d)  Las reso luc iones d ic tadas en las  prov idenc ias 

caute lares o  precautor ias  (ar t.  849).   

 

V.5  AUTORIDADES LABORALES RELACIONADAS CON      LA V.5 AUTORIDADES LABORALES RELACIONADAS CON      LA V.5 AUTORIDADES LABORALES RELACIONADAS CON      LA V.5 AUTORIDADES LABORALES RELACIONADAS CON      LA 

REVISIÓN.REVISIÓN.REVISIÓN.REVISIÓN. 

 

En referenc ia a quien conoce de la  rev is ión, compete 

e l  conoc imiento de este  recurso a las s igu ientes 

autor idades:  
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I .  Contra actos de los pres identes de las 

juntas de conc i l iac ión o  junta espec ia l  de 

conc i l iac ión y arb i tra je,  conoce la  propia 

junta debidamente integrada.   

 

I I .  Contra actos de los  actuar ios o 

func ionar ios lega lmente habi l i tados, 

conocerá e l  pres idente de la  junta o  e l  de 

la  junta espec ia l  correspondiente.   

 

I I I .  Cuando se trate de los  actos de l 

pres idente o  un conf l ic to  que afecte  dos 

o  más ramas industr ia les,  conocerá e l  

p leno de la  junta de conc i l iac ión y 

arbi t ra je  (ar t .  850).   

 

Por  cuanto hace a l  término de presentac ión de la 

rev is ión,  deberá promoverse,  por  escr i to  ante la autor idad 

competente,  dentro  de los t res d ías s igu ientes de que se 

tenga conoc imiento de l  acto  que se impugne (art .  851).   

 

A l  t ratar  lo re lac ionado a l  procedimiento de la 

rev is ión,  deberá tramitarse conforme a los s igu ientes 

requis i tos formales:  

 

I .  Al  promoverse deberán ofrecerse las  pruebas 

respect ivas.   

 

I I .  Del escr i to se dará vis ta a la par te contrar ia 

para que en e l  término de tres d ías,  exponga 
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lo  que a su derecho convenga y,  en su caso, 

o frezca las  pruebas pert inentes.  

 

I I I .  Se c i tará a una audienc ia  de ofrec imiento de 

pruebas y a legatos que deberá rea l izarse 

dentro  de los 10 d ías s igu ientes a la 

presentac ión de la  rev is ión,  en la  que se 

admit irán las pruebas procedentes y se 

d ic tará reso luc ión (ar t .  852).  

 

Referente  a los  e fectos de la  rev is ión,  se debe 

cons iderar  que dec larada procedente se  modi f icará e l  acto 

impugnado y se apl icarán las  sanc iones d isc ip l inar ias  a los 

responsables,  de conformidad con los ar t ícu los 637 a l  647 

de la  ley de la  mater ia .   

 

Cabe señalar  que e l  ar t ícu lo  731 de la ley puntua l iza 

que:  

 

Los medios de apremio son los mecanismos de 

autor idad a e fecto  de garant izar  la  comparecenc ia  a 

ju ic io ,  a  una persona cuya presenc ia es ind ispensable  o 

intentar  asegurar  e l  cumpl imiento de las  resoluc iones y 

pueden cons ist ir  en:  

 

I .  Multa de hasta s ie te  veces e l  sa lar io  mín imo 

v igente.   

 

I I .  Presentac ión de la  persona con auxi l io  de la 

fuerza públ ica.   
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I I I .  Arresto  hasta por  36 horas.   

 

E l  recurso de rec lamación procede contra las  medidas 

de apremio que impongan los  pres identes y auxi l iares de 

las  juntas,  y  en contra de las correcc iones disc ip l inar ias 

(ar t.  853).   

 

La rec lamación const i tuye un autént ico  recurso legal , 

puesto que se resuelve por  la  misma autor idad que emit ió 

e l  acto  y se in ic ian a instanc ia  de parte .   

 

A l  tratar e l  procedimiento de la  rec lamación,  estos 

son los  requis i tos:  

  

I .  Dentro de los  tres d ías s igu ientes de que se 

tenga conoc imiento de la  medida,  deberá 

presentarse por  escr i to  la rec lamación, 

o frec iendo las  pruebas conducentes.   

 

I I .  Admit ido e l  recurso,  se  so l ic i tará de l 

func ionar io presuntamente responsable , r inda 

su informe fundado y mot ivado adjuntando las 

pruebas correspondientes.   

 

I I I .  La junta deberá c i tar  a  una audienc ia  que 

deberá ce lebrarse dentro  de los d iez  d ías 

s igu ientes en que se admit ió e l  recurso,  para 

rec ib ir ,  admit ir  las  pruebas y d ic tar  reso luc ión 

(ar t.  854).   
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La procedenc ia de la  rec lamación producirá la 

modif icac ión o  cance lac ión de la  medida de apremio o 

d isc ip l inar ia  y la  ap l icac ión de la  sanc ión a l  func ionar io 

responsable en términos de los  ar t ícu los 672 y 855.  

 

Los pres identes de las  juntas podrán sanc ionar  a l  

promovente con multa de dos a s ie te  veces e l  sa lar io 

mín imo v igente de la  zona económica correspondiente, 

cuando e l  recurso sea notor iamente improcedente.  

 

Se entenderá como notor iamente improcedente, 

cuando a ju ic io de l  pres idente de la junta,  la promoción 

de la  rev is ión o rec lamación tuvo e l  propós i to  de demorar 

o  entorpecer la  administrac ión de just ic ia (ar t .  856).  

 

S in lugar  a dudas, es de reconocer  e l  benef ic io de 

esta d ispos ic ión,  que deber ía tener  p lena apl icac ión en 

todos los  actos procesa les,  ya que se debe sanc ionar  con 

r igor  todos aque l los  actos impropios que t iendan a 

obstacul izar  e l  procedimiento,  o  de ev idente inv iabi l idad, 

debiendo en su caso dar  parte  a l  min ister io  públ ico 

competente para que sanc ione a l  responsable conforme a 

la  ley.  

    

V.6  VICIOS EN SU TRAMITACIÓN. V.6 VICIOS EN SU TRAMITACIÓN. V.6 VICIOS EN SU TRAMITACIÓN. V.6 VICIOS EN SU TRAMITACIÓN.     

    

    Recordando y reconoc iendo que las reso luc iones de 

las  juntas no admiten n ingún recurso,  en v ir tud de que las 

juntas no pueden revocar  sus propias determinac iones; la 

interposic ión de recursos se supone que romper ía  e l 



 12 
pr inc ip io  rector de ce ler idad de l  Derecho Procesa l  de l  

Trabajo.  

 

 La rev is ión impugna la  actuac ión de los  e jecutores,  

por  su esencia  es un inc idente que procede contra 

aque l los  habi l i tados en la  e jecuc ión de Laudos. 

 

 E l  problema radica en que la rev is ión es resue lta  por 

las  Juntas de Conc i l iac ión y Arb i tra je , pudiendo ser 

Espec ia l  d icha Junta; razón por la  cua l  sostengo que este 

es e l  pr inc ipa l  v ic io ,  en v ir tud de que se const i tuyen en 

juez y parte ,  s iendo ev identemente parc ia l  su act iv idad.  

 

 A mayor  abundamiento las  sanc iones d isc ip l inar ias 

con mot ivo de la  rev is ión, d i f íc i lmente se  impondr ían.  

    

V.7  PROPUESTA.V.7 PROPUESTA.V.7 PROPUESTA.V.7 PROPUESTA.     

    

    Como ya fue apuntado,  a efecto  de que en la 

rev is ión,  la  Junta de Conc i l iac ión y Arb it ra je  y la Junta 

Espec ia l  de Conc i l iac ión y Arb i tra je , se  const i tuye en Juez 

y Par te en d icho inc idente,  razón por la cua l  propongo que 

la  misma sea resue l ta  y ap l icada en su esenc ia l  real  y  con 

sus consecuencias integra les por  un Órgano Super ior 

Labora l ,  creado para reso lver la rev is ión.  

    

V.7.1 ECONOMÍA PROCESAL.V.7.1 ECONOMÍA PROCESAL.V.7.1 ECONOMÍA PROCESAL.V.7.1 ECONOMÍA PROCESAL.     

    

    En opin ión de l  Maestro  C ipr iano  Gómez Lara, hablar hablar hablar hablar 

de la  concentrac ión de actuac iones es postu lar  un de la  concentrac ión de actuac iones es postu lar  un de la  concentrac ión de actuac iones es postu lar  un de la  concentrac ión de actuac iones es postu lar  un 
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pr inc ip io  procesa l  determinado por  la  economía,  por  e l  pr inc ip io  procesa l  determinado por  la  economía,  por  e l  pr inc ip io  procesa l  determinado por  la  economía,  por  e l  pr inc ip io  procesa l  determinado por  la  economía,  por  e l  

l lamado, prec isamente,  pr inc ipl lamado, prec isamente,  pr inc ipl lamado, prec isamente,  pr inc ipl lamado, prec isamente,  pr inc ip io  de la  economía procesa l .  io  de la  economía procesa l .  io  de la  economía procesa l .  io  de la  economía procesa l .   

 

Este  pr inc ipio  postu la  que debe lograrse e l  máximo 

resul tado de la  act iv idad procesa l;  debe haber  un máximo 

de resul tado con un mín imo de act iv idad.  

 

La meta es a lcanzar  un buen resul tado con un mín imo 

de trabajo.  Este  pr inc ip io  económico no va le so lamente 

para e l  proceso, s ino para cua lquier  act iv idad y,  en c ier to 

sent ido,  impl icar ía  postu lar  la  ley de l  menor  esfuerzo, 

dentro  de l  ámbito de la  mater ia procesa l .  Esto  está 

impl íc i to  en e l  pr inc ip io  de concentrac ión de actuac iones, 

cuya f ina l idad es que en e l  menor  t iempo y con e l  menor 

esfuerzo pos ib les logremos los  mejores resul tados.   

 

Un e jemplo de la  concentrac ión procesa l  l levada a un 

extremo que no es recomendable  n i  aconsejable  en todos 

los casos,  ser ía e l  de esos ju ic ios  muy rápidos en los  que 

una so la  mañana se c i ta  a las  partes a una audienc ia de 

demanda, excepc iones,  pruebas,  a legatos y sentenc ia.  

 

Quiere  dec ir  e l lo  que e l  proceso comenzar ía  a las  10 

de la  mañana; a las  11 o a las  12 de la  mañana ha 

terminado y tenemos, inc luso,  ya d ictada una sentenc ia.  

 

Es probable  que ta l  so luc ión no sea aconsejable  para 

todo t ipo de juic ios,  qu izá para la  mayor ía  s í ,  pero hay 

cuest iones de l icadas que amer itan una mayor  re f lex ión y 
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un mayor  y más sereno razonamiento sobre los puntos 

cuest ionados.   

 

Ser ía preocupante, por  e jemplo,  que una cuest ión 

muy de l icada sobre t ierras,  en que tengan que examinarse 

documentos y pruebas per ic ia les,  se  tratase de resolver 

en dos horas o  en una mañana.  

 

O que un d ivorc io muy intr incado,  donde haya que 

va lorar  test imonios,  declarac iones de las partes,  car tas,  y 

quizá también d ic támenes per ic ia les,  se tratara de 

reso lver  de un p lumazo.  Esta concentrac ión aconsejable 

para la  mayor ía  de los  asuntos cot id ianos,  no es 

recomendable , en este  t ipo de asuntos.1  

 
Cur iosamente la  economía procesa l  pudiera ser 

argumentada por  los  defensores a u l tranza de la  revis ión 

ta l  como está prev ista por  la  Ley Federa l  de l  Trabajo; s in 

embargo la  misma permite  que e l  inc idente de re ferenc ia, 

sea un derecho nugator io  en mater ia labora l.   

    

V.7.2 JUSTICIA.V.7.2 JUSTICIA.V.7.2 JUSTICIA.V.7.2 JUSTICIA.     

    

    En este  rubro,  se  pretende determinar  que un 

inc idente resuel to  de manera tendenc iosa,  de n inguna 

manera es justo,  razón por  la cual  l levé a efecto  este 

trabajo de invest igac ión,  en v ir tud de que re itero  que la 

                                                 
1 GÓMEZ LARA, Cipriano. Derecho Procesal Civil. 6ª. Edición. Oxford University Press. México Distrito 
Federal 2004. Págs. 6 y 7. 
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autor idad labora l  se convier te en juez  y parte,  lo cua l ya 

nos da la idea de in just ic ia ,  por ser parc ia l .  

V.7.  3 EQUIDAD ENTRE LAS PARTES.V.7.  3 EQUIDAD ENTRE LAS PARTES.V.7.  3 EQUIDAD ENTRE LAS PARTES.V.7.  3 EQUIDAD ENTRE LAS PARTES.     

    

    En opin ión de l  re fer ido Maestro C ipr iano Gómez Lara,  

esta idea se ubica dentro  de l  derecho de contradicción,  e l  

cua l  expl ica en los s igu ientes términos: 

 

“E l  derecho de contradicc ión,  también l lamado 

derecho de defensa o excepc ión,  no es otra cosa que e l  

derecho a la  jur isd icc ión,  desde e l  punto de v is ta de l  

demandado o de la  defensa.  El  derecho de contradicc ión 

es a l  demandado,  como e l  derecho de acc ión lo  es a l 

demandante o actor .  Son dos aspectos de la  misma 

garant ía .   

 

La garant ía  jur isd icc ional ,  que cont iene otros muchos La garant ía  jur isd icc ional ,  que cont iene otros muchos La garant ía  jur isd icc ional ,  que cont iene otros muchos La garant ía  jur isd icc ional ,  que cont iene otros muchos 

derechos o  garant ías;  la  de ser  o ído y venc ido antes de derechos o  garant ías;  la  de ser  o ído y venc ido antes de derechos o  garant ías;  la  de ser  o ído y venc ido antes de derechos o  garant ías;  la  de ser  o ído y venc ido antes de 

ser  juzgado,  tener  medios adecuados para la  defensa ser  juzgado,  tener  medios adecuados para la  defensa ser  juzgado,  tener  medios adecuados para la  defensa ser  juzgado,  tener  medios adecuados para la  defensa en en en en 

un p lano de oportunidades igua l  que e l  demandante, un p lano de oportunidades igua l  que e l  demandante, un p lano de oportunidades igua l  que e l  demandante, un p lano de oportunidades igua l  que e l  demandante, 

igua ldad de las  partes, un proceso lega lmente igua ldad de las  partes, un proceso lega lmente igua ldad de las  partes, un proceso lega lmente igua ldad de las  partes, un proceso lega lmente 

prestablec ido,  debido o  adecuado”.prestablec ido,  debido o  adecuado”.prestablec ido,  debido o  adecuado”.prestablec ido,  debido o  adecuado”.2  

 

En e l  caso de la rev is ión, la igua ldad entre  las partes 

no se observa,  pues las  autor idades encargadas de 

e jecutar  e l  laudo son protegidas por  otras autor idades,  lo 

que da lugar a la  inequidad jur íd ica ev idente.  

    

                                                 
2 Íbidem. Págs. 59 y 60. 



 

CONCLUSIONES.CONCLUSIONES.CONCLUSIONES.CONCLUSIONES.     

    

PRIMERA.PRIMERA.PRIMERA.PRIMERA.----     La e jecuc ión del  laudo es e l  acto que 

mater ia l iza los esfuerzos del  l i t igante  en mater ia 

labora l ,  razón por  la  cua l los  serv idores públ icos 

encargados de l levar la  a cabo,  carecen de razón a lguna 

para entorpecer la .  

    

SEGUNDA.SEGUNDA.SEGUNDA.SEGUNDA.----     La rev is ión subsana la  ine f icacia  de los 

servidores públ icos en e l  acto  de e jecuc ión de l  laudo de 

manera teór ica, en v ir tud de que la  Ley de la mater ia , 

lo  transforma en un derecho nugator io a quien a n ive l 

inc identa l  pretende hacer la  va ler .  

 

TERCERA.TERCERA.TERCERA.TERCERA.----     En mater ia  de  rev is ión,  las  autor idades 

encargadas de ca l i f i car la ,  se  convier ten en juez y parte, 

con los  e fectos integra les que d icha act iv idad,  la  cual 

t rae cons igo una injust ic ia  en per ju ic io de l  gobernado.  

 

CUARTA.CUARTA.CUARTA.CUARTA. ----     E l  manejo integra l  de la  rev is ión por  parte de 

las  autor idades en mater ia labora l ,  es inequi tat ivo e 

in justo  para las partes interv ienen en la misma. 

 

QUINTA.QUINTA.QUINTA.QUINTA. ----     E l  marco lega l  de la  rev is ión,  aun s iendo 

apegado a la ley de la  mater ia,  fomenta la  in just ic ia  y 

la  inequidad entre  las  partes.  

 

SEXTA.SEXTA.SEXTA.SEXTA. ----     Recordando que e l  Derecho Procesa l forma la 

parte  adjet iva, en mater ia  de rev is ión de rev is ión 

labora l ,  carece de sent ido,  en v i r tud de que la  manera 



de hacer va ler  nuestro  derecho,  carece de la  e f icacia 

jur íd ica deseable .  

 

SÉPTIMA.SÉPTIMA.SÉPTIMA.SÉPTIMA.----     E l  Derecho debe ser  e l  instrumento de la 

just ic ia ,  empero en e l  caso que nos ocupa se puede 

hablar  que esta es parc ia l  hac ia  los  intereses de la 

autor idad.  

 

OCTAVA.OCTAVA.OCTAVA.OCTAVA.----     S i  entendemos como just ic ia  e l  dar  a  cada 

quien lo  suyo, en mater ia  de rev is ión labora l ,  a l  

gobernado no se le  concede aque l lo  a  que t iene 

derecho.  

 

NOVENA.NOVENA.NOVENA.NOVENA.----     Una vez que l levé a cabo un estudio  integral  

de la rev is ión en mater ia labora l ,  cons idero que la 

misma se encuentra debidamente regulada,  con la 

sa lvedad de que su apl icac ión es inequi tat iva, des igual  

e  in justa para e l  gobernado.  

 

DÉCIMA.DÉCIMA.DÉCIMA.DÉCIMA.----     Como culminac ión de este  trabajo de 

invest igac ión,  propongo la  creac ión de un órgano 

supremo en mater ia labora l  que resuelva e l  recurso de 

rev is ión,  de manera justa e imparc ia l .   
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